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C006 - Observación (CEACR) - Adopción: 2017, Publicación: 107ª reunión CIT (2018) 

La Comisión toma nota de las observaciones conjuntas de la Unión Nacional de Trabajadores de Venezuela 

(UNETE), la Confederación de Trabajadores de Venezuela (CTV), la Confederación General de Trabajadores 

(CGT) y la Confederación de Sindicatos Autónomos (CODESA), recibidas el 18 de septiembre de 2017, así como 

de la memoria presentada por el Gobierno. 

Artículos 2 y 12 del Convenio. Prohibición de emplear durante la noche a personas menores de 18 años en 

empresas industriales, y legislación. La Comisión tomó nota anteriormente de que el artículo 257 de la Ley 

Orgánica del Trabajo, de 1997, preveía que la jornada de trabajo de los menores de 18 años debía contemplarse 

en un horario comprendido entre las 6 horas y las 19 horas. Este mismo artículo autorizaba igualmente, por 

motivos especiales, excepciones a la prohibición del trabajo nocturno de los menores, cuando se consideraran 

apropiadas, en colaboración con el inspector del trabajo, y determinadas por los organismos responsables del 

control de menores. Ulteriormente, la Comisión tomó nota de la promulgación de la Ley Orgánica del Trabajo, 

los Trabajadores y las Trabajadoras, núm. 6076, de 2012, cuyo artículo 32 establece una prohibición general del 

trabajo de los menores de 14 años de edad, salvo cuando se trate de actividades artísticas y culturales y hayan sido 

autorizados por el órgano competente para la protección de menores. Este artículo 32 prevé además que el trabajo 

de los menores de edad sea regulado por la Ley Orgánica para la Protección de Niños, Niñas y Adolescentes de 

1998. Sin embargo, la Comisión ha tomado nota con preocupación de que la nueva Ley Orgánica del Trabajo, los 

Trabajadores y las Trabajadoras de 2012, contrariamente a la antigua, no contiene ninguna disposición que prohíba 

el trabajo nocturno de menores. Además, la Comisión ha observado que la Ley Orgánica para la Protección del 

Niño y del Adolescente, de 1998, tampoco contiene disposiciones sobre el trabajo nocturno de menores. Por 

consiguiente, pide al Gobierno que adopte las medidas necesarias para poner su legislación en conformidad con 

el Convenio. 

La Comisión toma nota de las observaciones conjuntas formuladas por la UNETE, la CTV, la CGT y la CODESA, 

según las cuales el Gobierno no ha tomado ninguna medida para poner su legislación en conformidad con el 

Convenio, a pesar de que muchos niños trabajan en la calle a cualquier hora del día y de la noche. 

La Comisión toma nota de la indicación del Gobierno de que no considera necesario modificar su legislación, ya 

que, según el artículo 23 de la Constitución, los tratados internacionales tienen jerarquía constitucional y 

prevalecen en el orden interno. La Comisión recuerda una vez más que el artículo 2, 1), del Convenio prohíbe 

emplear durante la noche a menores de 18 años en empresas industriales, con excepción de aquellas en que 

únicamente estén empleados los miembros de una misma familia, salvo en los casos previstos en el artículo 2, 

2). Además debe recordar que, conforme a lo dispuesto en el artículo 12 del Convenio, todo Miembro que 

ratifique el Convenio se obliga a aplicar sus disposiciones y a tomar las medidas necesarias para el cumplimiento 

de dichas disposiciones. Por consiguiente, toma nota con profunda preocupación de que el Gobierno no ha 

adoptado ninguna medida para prohibir el trabajo nocturno de menores en las empresas industriales. Como 

consecuencia, la Comisión insta al Gobierno a adoptar las medidas necesarias para poner la legislación 

nacional en conformidad con el Convenio sin dilación, introduciendo en la misma una disposición que prohíba 

el trabajo nocturno de los menores de 18 años. En el caso de que esta disposición mencionara razones 

especiales por las que pudieran autorizarse excepciones a la prohibición del trabajo nocturno de menores, 

como sucedió con el artículo 257 de la Ley Orgánica del Trabajo de 1997, la Comisión insta al Gobierno a que 

proporcione información sobre estas razones especiales, así como sobre las condiciones en las que puede 

concederse tal autorización, indicando en particular la edad de los menores y el tipo de trabajos que están 

autorizados a efectuar. 
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C026 - Observación (CEACR) - Adopción: 2017, Publicación: 107ª reunión CIT (2018) 

Seguimiento de las decisiones del Consejo de Administración (quejas presentadas en virtud del artículo 26 de 

la Constitución de la OIT) 

La Comisión toma nota de que una queja en virtud del artículo 26 de la Constitución de la OIT alegando el 

incumplimiento de los Convenios núms. 87, 95 y 111 por parte de la República Bolivariana de Venezuela, 

presentada por un grupo de delegados trabajadores en la Conferencia Internacional del Trabajo de 2016, fue 

declarada admisible por el Consejo de Administración en noviembre de 2016. En marzo de 2017, el Consejo de 

Administración decidió, en relación con el Convenio núm. 95, que, en vista de que la Comisión de Expertos no 

había examinado en fechas recientes todos los aspectos de la queja relativos a este Convenio, se transmitieran los 

alegatos correspondientes a la Comisión de Expertos para su examen completo. 

Además, la Comisión toma nota de que la queja en virtud del artículo 26 de la Constitución alegando el 

incumplimiento de los Convenios núms. 26, 87 y 144 por parte de la República Bolivariana de Venezuela, 

presentada por un grupo de delegados empleadores en la Conferencia Internacional del Trabajo de 2015, de la 

cual se había tomado nota en su comentario anterior sobre el Convenio núm. 26, sigue pendiente ante el Consejo 

de Administración que la examinó por última vez en noviembre de 2017. 

Asimismo, la Comisión toma nota de las observaciones formuladas conjuntamente por la Federación de Cámaras 

y Asociaciones de Comercio y Producción de Venezuela (FEDECAMARAS) y la Organización Internacional de 

Empleadores (OIE), en relación con la aplicación del Convenio núm. 26, recibidas el 31 de agosto de 2017, y de 

la respuesta del Gobierno al respecto. Por último, la Comisión toma nota de las observaciones formuladas por la 

Central de Trabajadores Alianza Sindical Independiente (CTASI), recibidas el 31 de agosto de 2017, así como de 

las observaciones formuladas conjuntamente por la Unión Nacional de Trabajadores de Venezuela (UNETE), la 

Confederación de Trabajadores de Venezuela (CTV), la Confederación General del Trabajo (CGT) y la 

Confederación de Sindicatos Autónomos (CODESA), en relación con la aplicación de los Convenios núms. 26 y 

95, recibidas el 18 de septiembre de 2017, y de la respuesta del Gobierno al respecto. La Comisión toma nota de 

que las observaciones de las organizaciones de empleadores y de trabajadores abordan temas planteados en las 

quejas mencionadas. 

En vista de los vínculos entre los temas abordados en el marco de estos procedimientos en relación con la 

aplicación de los Convenios núms. 26 y 95, la Comisión considera oportuno examinarlos en un mismo comentario. 

Salario mínimo 

Artículo 3 del Convenio núm. 26. Participación de los interlocutores sociales en la fijación del salario mínimo. En 

su comentario anterior, la Comisión pidió una vez más al Gobierno que garantice la plena aplicación del artículo 

3 del Convenio con respecto a la consulta y participación en condiciones de igualdad de las organizaciones de 

trabajadores y de empleadores más representativas para el establecimiento y la aplicación del sistema de salario 

mínimo. Al respecto, la Comisión toma nota con preocupación de que tanto FEDECAMARAS y la OIE, como 

la UNETE, la CTV, la CGT y la CODESA, y la CTASI señalan que los últimos incrementos del salario mínimo 

han sido decididos de manera unilateral por el Gobierno. La Comisión toma nota de que en su memoria y en sus 

respuestas a estas observaciones, el Gobierno indica que: i) durante el período 2015-2017, debido a los problemas 

que enfrenta la economía venezolana, tales como los altos índices de inflación, se vio obligado a tomar medidas 

urgentes para proteger a los trabajadores, ajustando el salario mínimo en función de la pérdida del poder 

adquisitivo; ii) para fijar el salario mínimo se toma en cuenta el crecimiento del costo de la canasta básica; siendo 

un criterio técnico, no se presta a negociación; iii) en relación con las consultas y el diálogo social, éstas se llevan 

a cabo en el Consejo Nacional de Economía Productiva, en el que participan cámaras afiliadas a FEDECAMARAS 

y otras organizaciones de empresarios importantes del país, así como las centrales de trabajadores, y iv) en febrero 

de 2017, el Gobierno organizó mediante comunicaciones escritas una consulta sobre el tema del salario mínimo. 

La Comisión toma nota de que, al haber examinado estos temas en el marco de la queja de 2015, el Consejo de 

Administración expresó en noviembre de 2017 su suma preocupación por la falta de progresos con respecto a las 

decisiones tomadas en sus reuniones anteriores y lamentó profundamente esta situación. El Consejo de 

Administración: a) instó al Gobierno a participar de buena fe en un diálogo concreto, transparente y productivo 

basado en el respeto por las organizaciones de empleadores y de trabajadores con miras a promover relaciones 

laborales sólidas y estables; b) instó por última vez al Gobierno a que institucionalizara antes de finales de 2017 

una mesa redonda tripartita para fomentar el diálogo social a fin de resolver todas las cuestiones pendientes, y a 

que invitara a tal efecto a una misión de alto nivel de la OIT dirigida por los miembros de la Mesa del Consejo de 
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Administración, para que se reuniera con las autoridades gubernamentales, FEDECAMARAS y sus 

organizaciones miembros y empresas afiliadas, así como los sindicatos y líderes de todos los sectores 

sociales; c) pidió al Director General de la OIT que pusiera a disposición todo el apoyo necesario a este respecto 

y a los miembros de la Mesa del Consejo de Administración que presentaran un informe sobre la misión de alto 

nivel de la OIT en su 332.ª reunión (marzo de 2018), a fin de determinar si se habían logrado progresos concretos 

por medio del diálogo social en el marco de la mesa redonda tripartita, y d) suspendió la aprobación de la decisión 

relativa al nombramiento de una comisión de encuesta hasta recibir el informe de la misión de alto nivel en su 

332.ª reunión (marzo de 2018). En este contexto, la Comisión insta firmemente al Gobierno a que tome las 

medidas necesarias para que el proceso en curso permita lograr resultados positivos y garantizar el pleno 

cumplimiento con el Convenio en el futuro. La Comisión pide al Gobierno que proporcione información al 

respecto. 

La Comisión observa que tanto el Gobierno como todas las organizaciones que enviaron observaciones se refieren 

también en sus comunicaciones al sistema del «cestaticket socialista». La Comisión considera que las cuestiones 

relativas a este sistema no entran en el campo de aplicación del Convenio núm. 26 y que conviene tratar este tema 

en el marco del Convenio núm. 95. 

Protección del salario 

Artículo 1 del Convenio núm. 95. Elementos de la remuneración. La Comisión toma nota de que en la queja de 

2016 se denuncia un fenómeno de «desalarización» en el país, en particular en relación con el sistema del 

«cestaticket socialista». La Comisión toma nota de que en su respuesta el Gobierno confirma que la legislación 

nacional prevé este sistema como beneficio de alimentación para proteger la capacidad adquisitiva de los 

trabajadores en materia alimentaria, a fin de fortalecer su salud, prevenir las enfermedades ocupacionales y 

propender a una mayor productividad laboral (artículo 1 del decreto con rango, valor y fuerza de ley del cestaticket 

socialista para los trabajadores y trabajadoras, decreto núm. 2066 del 23 de octubre de 2015). La Comisión toma 

nota también de que el decreto núm. 2066 prevé que este beneficio debe ser otorgado a los trabajadores por el 

empleador (artículo 2). Al mismo tiempo, la Comisión observa que el decreto establece que, de conformidad con 

lo establecido en el artículo 105, 2), de la Ley Orgánica del Trabajo, los Trabajadores y las Trabajadoras (LOTTT), 

el beneficio no será considerado como salario, salvo que se le reconozca como tal en las convenciones colectivas, 

acuerdos colectivos o contratos individuales de trabajo. La Comisión recuerda que el tema de la «desalarización» 

en relación con los beneficios de alimentación en el país ya ha sido objeto de análisis en el pasado (Estudio General 

de 2003, Protección del salario, párrafo 47). En ese contexto, la Comisión había recordado que, en aplicación 

del artículo 1 del Convenio, todos los componentes de la remuneración de los trabajadores, independientemente 

de su denominación o cálculo, son protegidos por el Convenio. En vista de las características del «cestaticket 

socialista» (artículos 1 y 2 del decreto núm. 2066), la Comisión considera que, a los efectos del Convenio, este 

beneficio es un componente de la remuneración de los trabajadores. Por lo tanto, aunque la legislación nacional 

prevea que el «cestaticket socialista» no tiene carácter salarial, dicho beneficio debe ser examinado en virtud de 

lo dispuesto en el Convenio. 

Artículo 4. Pago en especie. La Comisión toma nota de que, según lo previsto en el decreto núm. 2066: i) el 

empleador puede elegir entre varias modalidades de aplicación del «cestaticket socialista», tales como el 

suministro de comida en el lugar de trabajo o la provisión de tickets o tarjetas electrónicas de alimentación 

(artículo 4); ii) en ciertos casos excepcionales, el beneficio se puede pagar en dinero efectivo (artículos 5 y 6), y 

iii) cuando medien razones de interés social que así lo ameriten, el Ejecutivo Nacional podrá decretar variaciones 

en cuanto a las modalidades, términos y monto aplicables al cumplimento del beneficio (artículo 7). Al respecto, 

la Comisión toma nota de que por una serie de decretos adoptados en el marco del estado de excepción y 

emergencia económica desde 2016, se aumentó regularmente el monto del «cestaticket socialista». La Comisión 

toma nota de que tanto FEDECAMARAS y la OIE, como la UNETE, la CTV, la CGT y la CODESA, y la CTASI, 

indican en sus observaciones que desde 2016 el monto del «cestaticket socialista» es superior al salario mínimo y 

que la remuneración integral del trabajador (salario mínimo y «cestaticket socialista») no permite cubrir la canasta 

básica. La Comisión recuerda que el artículo 4 del Convenio prevé que se podrá permitir el pago parcial del salario 

con prestaciones en especie y que en los casos en que se autorice tal pago, se deberán tomar medidas pertinentes 

para garantizar que: a) las prestaciones en especie sean apropiadas al uso personal del trabajador y de su familia, 

y redunden en beneficio de los mismos, y b) el valor atribuido a estas prestaciones sea justo y razonable. La 

Comisión recuerda también que ha considerado que, antes de permitir el pago en especie de una proporción 

elevada del salario de los trabajadores, los gobiernos deberían examinar cuidadosamente si tal medida es adecuada 

teniendo en cuenta las posibles repercusiones para los trabajadores interesados así como las circunstancias 

nacionales y los intereses de los trabajadores (Estudio General de 2003, Protección del salario, párrafo 118). La 

Comisión estima que estas consideraciones tienen especial importancia en el caso de los trabajadores que reciben 
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el salario mínimo. La Comisión toma nota de las indicaciones del Gobierno según las cuales el aumento del monto 

del «cestaticket socialista» ha sido necesario para mantener el poder adquisitivo de los trabajadores en el contexto 

de los problemas que enfrenta la economía venezolana, en particular los altos índices de inflación, y el beneficio 

se paga en efectivo desde mayo de 2017, en conformidad con las modalidades temporales adoptadas en el marco 

del estado de excepción y emergencia económica. Al mismo tiempo, la Comisión pide al Gobierno que tome 

todas las medidas necesarias para entablar sin demora un diálogo a nivel nacional que involucre a todas las 

organizaciones de empleadores y de trabajadores concernidas y que permita examinar posibles soluciones 

sostenibles en el tiempo, incluyendo todo ajuste necesario al sistema del «cestaticket socialista» con el fin de 

garantizar la plena conformidad con el artículo 4 del Convenio. La Comisión invita al Gobierno a que 

considere la posibilidad de recurrir a la asistencia técnica de la OIT. 

Por último, la Comisión toma nota de que en sus observaciones la UNETE, la CTV, la CGT y la CODESA, y la 

CTASI indican que el hecho de que el «cestaticket socialista» no tenga carácter salarial tiene consecuencias sobre 

otros beneficios sociales por los cuales se calcula el beneficio en función del monto del salario de los trabajadores. 

Al respecto, la Comisión observa que, aunque este tema podría abordarse oportunamente en el marco de la 

supervisión de otros convenios ratificados en materia de protección social, no está regulado en el Convenio 

núm. 95. 

La Comisión plantea otras cuestiones sobre la aplicación del Convenio núm. 95 en una solicitud dirigida 

directamente al Gobierno. 

 

C087 - Observación (CEACR) - Adopción: 2017, Publicación: 107ª reunión CIT (2018) 

La Comisión toma nota de las observaciones de la Organización Internacional de Empleadores (OIE) y de la 

Federación de Cámaras y Asociaciones de Comercio y Producción de Venezuela (FEDECAMARAS), recibidas 

el 31 de agosto de 2017, relativas a las cuestiones examinadas por la Comisión en la presente observación. La 

Comisión toma nota de la respuesta del Gobierno a dichas observaciones, recibida el 24 de noviembre de 2017. 

En sus comentarios anteriores, la Comisión pidió al Gobierno que comunicara sus comentarios sobre las 

observaciones de la Alianza Sindical Independiente (ASI), recibidas en 2016, en relación con el proceso de 

inscripción de esta organización en el registro sindical. La Comisión pide una vez más al Gobierno que transmita 

sus comentarios al respecto. 

Quejas presentadas en virtud del artículo 26 de la Constitución de la OIT por incumplimiento del Convenio 

En sus comentarios anteriores, la Comisión tomó nota de que el Consejo de Administración estaba examinando 

una queja presentada, en virtud del artículo 26 de la Constitución de la OIT, por varios delegados empleadores en 

la Conferencia Internacional del Trabajo (CIT) de 2015, en la que se alegaba el incumplimiento de éste y otros 

convenios por la República Bolivariana de Venezuela. La Comisión toma nota de que el Consejo de 

Administración, en su 331.ª reunión (octubre noviembre de 2017), sumamente preocupado por la falta de 

progresos con respecto a las decisiones tomadas en sus reuniones anteriores y lamentando profundamente esta 

situación: i) instó al Gobierno de la República Bolivariana de Venezuela a participar de buena fe en un diálogo 

concreto, transparente y productivo basado en el respeto por las organizaciones de empleadores y de trabajadores 

con miras a promover relaciones laborales sólidas y estables; ii) instó por última vez al Gobierno a que 

institucionalizara, antes de finales de 2017, una mesa redonda tripartita para fomentar el diálogo social a fin de 

resolver todas las cuestiones pendientes, y a que invitara a tal efecto a una misión de alto nivel de la OIT, dirigida 

por la Mesa del Consejo de Administración para que se reuniera con las autoridades gubernamentales, 

FEDECAMARAS y sus organizaciones miembros y empresas afiliadas, así como con los sindicatos y dirigentes 

de todos los sectores sociales, y iii) suspendió la aprobación de la decisión relativa al nombramiento de una 

comisión de encuesta hasta recibir el informe de la misión de alto nivel en su 332.ª reunión (marzo de 2018). 

La Comisión toma nota asimismo de que, en su 329.ª reunión (marzo de 2017), el Consejo de Administración 

decidió dar por terminado el procedimiento relativo a la queja presentada en junio de 2016, en virtud del artículo 

26 de la Constitución de la OIT, por varios delegados trabajadores, en la que se alegaba el incumplimiento de éste 

y otros convenios por la República Bolivariana de Venezuela, y remitir al Comité de Libertad Sindical todas las 

alegaciones de la queja relativas al presente Convenio para su examen (caso núm. 3277). 

La Comisión toma nota de las conclusiones y las recomendaciones del Comité de Libertad Sindical en relación 

con los casos núms. 2254 y 3178, en los que las organizaciones querellantes son la OIE y FEDECAMARAS. La 



5 
 

Comisión toma nota asimismo de las conclusiones y las recomendaciones relativas al caso núm. 3172 presentado 

por una organización sindical. 

Libertades públicas y derechos sindicales. Actos de violencia e intimidación contra organizaciones y dirigentes 

de empleadores y sindicales. En su comentario anterior, la Comisión tomó nota con preocupación una vez más de 

la gravedad de las cuestiones planteadas por los actos de violencia, de los ataques verbales realizados por 

representantes de los órganos superiores del Estado y de diversas formas de intimidación y estigmatización 

dirigidas contra las organizaciones de empleadores y de trabajadores, así como contra sus dirigentes y miembros. 

La Comisión indicó asimismo al Gobierno que confiaba en que se establecería sin dilación la responsabilidad 

penal por el asesinato del dirigente sindical, Sr. Tomás Rangel, y en que se proporcionaría información sobre el 

resultado del procedimiento judicial. Además, la Comisión reiteró su invitación a las organizaciones de 

empleadores y de trabajadores para que suministraran la información adicional que dispusieran sobre las 

alegaciones que habían formulado, tanto antiguas como recientes, haciendo particular referencia a las últimas 

denuncias de trabajadores heridos durante el ejercicio de sus actividades sindicales en 2016. La Comisión pidió 

al Gobierno que facilitara información detallada sobre los diversos alegatos de actos de violencia, detenciones, 

intimidación e injerencia mencionados en dicho comentario y en sus comentarios anteriores. 

La Comisión toma nota de que FEDECAMARAS afirma que persisten los mismos actos graves referidos en sus 

observaciones anteriores y denuncia la existencia de nuevos casos de igual gravedad, alegando que voceros 

gubernamentales continúan atacando FEDECAMARAS, así como sus miembros y dirigentes, intensificándose la 

campaña mediática continua y sistemática de estigmatización en su contra. FEDECAMARAS alega asimismo que 

el Gobierno sigue responsabilizándola de la grave crisis económica del país y vinculándola con la oposición 

política, que se han producido nuevas tomas de propiedades pertenecientes a dirigentes de FEDECAMARAS y 

que sigue deteniéndose a empleados y directivos del sector empresarial en el contexto de la aplicación arbitraria 

de los controles administrativos ejecutados por el Estado. La Comisión toma nota de que FEDECAMARAS 

denuncia también los siguientes actos perpetrados recientemente por el Gobierno: i) el ataque por grupos 

paramilitares (denominados «colectivos»), vinculados con el Gobierno contra la sede de una de sus organizaciones 

afiliadas, la Asociación de Ganaderos del Estado de Táchira (ASOGATA), el 18 de mayo de 2017, presumiéndose 

que el ataque se produjo porque ASOGATA había organizado, durante las protestas de mayo de 2017, la 

distribución gratuita de leche y queso a la población. FEDECAMARAS añade que el Gobernador del Estado de 

Táchira amenazó a los ganaderos participantes con la expropiación y los acusó de «terroristas y miembros de 

bandas criminales y paramilitares»; ii) la toma de tierras productivas (el fundo «El Gólgota») propiedad del 

presidente de la Federación de Ganaderos de Venezuela (FEDENAGA), Carlos Odoardo Albornoz, incumpliendo 

las recomendaciones de la misión tripartita de 2014; iii) la venta forzada de bienes por debajo de su precio en el 

sector textil y del calzado; iv) el decomiso de 4 millones de juguetes para distribuirlos a través de comités creados 

por el Gobierno, acompañado de la detención de los gerentes y empleados de la empresa en cuestión; v) la 

detención y el enjuiciamiento por tribunales militares de seis gerentes y un directivo de una empresa de crédito, 

debido a un fallo masivo en el punto de venta; vi) la ocupación arbitraria de las panaderías y la imposición de 

supervisión permanente por militantes del partido del Gobierno junto con organismos oficiales, y vii) la 

imposición de sanciones fiscales y administrativas por sumarse a un paro cívico. Asimismo, la Comisión toma 

nota de la alegación de FEDECAMARAS de que ha sido objeto de intimidación por el Presidente de la República 

por haber declinado la invitación a participar en las discusiones de la Asamblea Nacional Constituyente, que 

FEDECAMARAS considera inconstitucional. 

La Comisión toma nota de la respuesta del Gobierno en la que indica que las aseveraciones de FEDECAMARAS 

están marcadas por intereses políticos que pretenden quebrantar la institucionalidad y desconocer los poderes 

públicos, apoyándose en argumentos que están fuera de contexto, infundados, manipuladores y tendenciosos. 

Asimismo, el Gobierno afirma por una parte que FEDECAMARAS es una organización históricamente golpista 

y, por otra, que si bien agrupa un número considerable de cámaras de comercio, no es la única organización que 

agrupe cámaras de comercio. El Gobierno añade que en Venezuela no existe ninguna política de agresión, 

exclusión o intimidación en contra de FEDECAMARAS, sus afiliados o sus dirigentes, y que éstos no han sido 

perseguidos, presionados amenazados o víctimas de ningún acto de violencia por motivo de su condición o del 

ejercicio de la actividad gremial. Respecto de la denuncia de ataques perpetrados por grupos paramilitares contra 

la sede de ASOGATA, el Gobierno indica que ha solicitado información al Ministerio Público, que la remitirá 

oportunamente, aunque considera irresponsable vincular a las autoridades con los autores de dichos actos. En 

relación con el fundo El Gólgota, el Gobierno indica que se trata de una medida de rescate prevista en la Ley de 

Tierras y que el término «expropiación» está utilizándose de manera inapropiada para estigmatizársele. Por último, 

el Gobierno subraya que las demás alegaciones se discutieron en el marco de la 329.ª reunión del Consejo de 

Administración y en la 106.ª reunión de la CIT. La Comisión expresa su profunda preocupación por las nuevas 

alegaciones formuladas por FEDECAMARAS, que se refieren a la persistencia de actos graves, incluidos ataques, 
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intimidaciones, medidas arbitrarias, toma de tierras productivas, ocupación de empresas, inspecciones 

administrativas llevadas a cabo por militantes del partido de Gobierno, y actos de violencia y vandalismo contra 

FEDECAMARAS, sus afiliados y miembros. La Comisión insta al Gobierno a que adopte todas las medidas 

necesarias para garantizar que las organizaciones de empleadores y de trabajadores puedan ejercer sus 

actividades de defensa de los intereses de sus miembros en un clima exento de violencia, intimidación y 

amenazas de cualquier tipo en particular contra las personas y organizaciones que defienden legítimamente 

los intereses de los empleadores o de los trabajadores en el marco del Convenio. La Comisión insta asimismo 

al Gobierno a que, en vista de las indicaciones ya proporcionadas y de otras que puedan aportar las 

organizaciones de empleadores y de trabajadores interesadas, así como de las investigaciones llevadas a cabo 

por los órganos competentes y de los respectivos procesos aplicables, facilite informaciones detalladas sobre 

las diversas alegaciones de actos de violencia, detenciones, intimidación e injerencia a los que se hace 

referencia en este comentario y en sus comentarios anteriores. 

Observaciones de organizaciones de empleadores y de trabajadores sobre el diálogo social. La Comisión toma 

nota de la afirmación de FEDECAMARAS de que sigue siendo excluida del diálogo social tripartito y de que el 

Gobierno continúa adoptando, sin consultarle, medidas unilaterales que afectan el desempeño empresarial y, en 

relación con esto, hace referencia a diversas medidas recientes: i) la imposición de afectar el 50 por ciento de la 

producción agroindustrial para ser adquirida por el Gobierno con miras a su distribución a través de los Comités 

Locales de Abastecimiento y Producción (CLAP); ii) la aprobación del decreto núm. 2535, por el cual se crean 

los Consejos Productivos de Trabajadores (CPT), con el objetivo de supervisar y aprobar la producción, 

precisando que las altas autoridades del Gobierno han indicado que los sindicatos deben apoyarles y que los CPT 

son organizaciones que se crean y organizan bajo la disciplina de la unión cívico-militar; iii) la creación por parte 

del Presidente de la República del estado mayor de la clase obrera; iv) la creación de las brigadas femeninas 

laborales, y v) la exclusión institucional de FEDECAMARAS del Consejo Nacional de Economía Productiva 

(CNEP). La Comisión toma nota asimismo de que FEDECAMARAS se refiere a la celebración de tres reuniones, 

en enero del 2017, y destaca que la primera reunión no tuvo un verdadero carácter de diálogo social tripartito, ya 

que se celebró en medio de acusaciones e intimidaciones. FEDECAMARAS indica que, a pesar del contexto, 

asistió a todas las reuniones. Respecto del contenido de las reuniones, FEDECAMARAS señala que se 

mencionaron temas salariales sin que se proporcionara información detallada, de que se solicitó al Gobierno que 

pusiera fin a los ataques intimidatorios para que el diálogo pudiera ser creíble, y de que expresó profunda 

preocupación por los ataques y las medidas arbitrarias contra el sector privado. FEDECAMARAS añade que, 

durante las reuniones, planteó la importancia de incorporar a los sindicatos independientes en el diálogo social, y 

que el Gobierno respondió a este respecto que el diálogo social sólo estaba previsto con la Central Bolivariana 

Socialista de Trabajadores (CBST) de Venezuela. La Comisión toma nota de que FEDECAMARAS se refiere 

asimismo a: i) el incumplimiento del plan de acción para el diálogo social que el Gobierno se había comprometido 

a llevar a cabo ante el Consejo de Administración de la OIT, en marzo de 2016; ii) el incumplimiento del 

compromiso contraído por el Gobierno ante el Director General de la OIT, en noviembre de 2016, de incluir a 

FEDECAMARAS en las mesas redondas socioeconómicas que se celebrarían bajo los auspicios de la Santa Sede, 

y iii) la falta de consideración por el Gobierno de la agenda para el diálogo propuesta por FEDECAMARAS sobre 

temas relacionados con los temas laborales en general, la queja presentada en virtud del artículo 26 de la 

Constitución de la OIT, y los temas macroeconómicos y empresariales. La Comisión toma nota de la indicación 

de FEDECAMARAS de que, a pesar de todo esto, aceptó la invitación del Gobierno de celebrar una reunión el 

13 de junio de 2017, pero que durante una reunión anterior, celebrada con motivo de la Comisión de Aplicación 

de Normas de la CIT en presencia del Director General de la OIT, había sido objeto de acusaciones graves e 

infundadas y había sido objeto de engaño en lo que respecta a la presencia de las organizaciones independientes 

de trabajadores, por lo que se negó a participar en la reunión celebrada el 13 de junio. Por último, la Comisión 

toma nota de la valoración general de FEDECAMARAS de que no ha existido un proceso de diálogo efectivo en 

los términos definidos por la OIT, de que la organización, sus dirigentes y afiliados han seguido siendo objeto de 

ataques intimidatorios y de que no se han cumplido las recomendaciones formuladas por los órganos de control 

de la OIT. 

La Comisión toma nota de la indicación del Gobierno de que el Presidente de la República tiene plenas facultades 

para convocar una Asamblea Nacional Constituyente, y de que le resultan asombrosos los cuestionamientos 

formulados por FEDECAMARAS a este respecto. La Comisión toma nota de la respuesta del Gobierno a la 

posición de FEDECAMARAS de negarse a participar en la reunión del 13 de junio de 2017, en la que indica que 

la reunión se celebró en el marco de una situación de desestabilización que estaba gestándose en ese momento, y 

que ello propició un contexto para que se diera un golpe a la institucionalidad, así como el desconocimiento de 

las autoridades y el quebrantamiento de su autodeterminación. La Comisión toma nota de que el Gobierno 

manifiesta que: i) se celebraron varias reuniones, en septiembre y octubre de 2017, entre el Ministerio del Poder 

Popular para el Comercio Exterior e Inversión Internacional, el Ministerio del Poder Popular para el Proceso 
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Social del Trabajo y FEDECAMARAS, y ii) en la reunión de octubre se acordó definir una agenda consensuada 

para el diálogo por medio de mesas de discusión a fin de discutir temas de interés común, tales como la política 

salarial, la estabilidad, la formación y la seguridad y la salud. Por último, la Comisión toma nota de la afirmación 

del Gobierno de que se adoptará un enfoque positivo del diálogo y el entendimiento con el establecimiento de la 

mesa redonda tripartita y la visita de la misión de alto nivel de la OIT de acuerdo a la decisión del Consejo de 

Administración en su 331.ª reunión. La Comisión expresa su profunda preocupación por la persistente ausencia 

de diálogo social con FEDECAMARAS y con las organizaciones de trabajadores críticas con la política del 

Gobierno, lo cual se traduce en la falta de consulta a las mismas antes de la adopción de normas y decisiones 

públicas importantes que afectan los intereses económicos y sociales de sus miembros. La Comisión lamenta 

profundamente la ausencia de progresos a este respecto, a pesar de los reiterados comentarios de esta Comisión, 

del Consejo de Administración y de otros órganos de control de la OIT, y de los compromisos asumidos ante estas 

instancias por el Gobierno en los últimos años. La Comisión espera que, tal como afirmó el Gobierno, la mesa 

redonda tripartita mencionada en la decisión del Consejo de Administración, en su 331.ª reunión, se 

establecerá inmediatamente y, junto con la visita de la misión tripartita de alto nivel decidida por el Consejo de 

Administración, contribuirá a sentar unas bases sólidas para un diálogo respetuoso, sustancial y duradero con 

todas las organizaciones representativas de empleadores y trabajadores del país. La Comisión pide al Gobierno 

que proporcione información sobre cualquier avance a este respecto. 

Artículos 2 y 3 del Convenio. Derecho de los trabajadores de constituir las organizaciones que estimen 

convenientes y derecho de tales organizaciones de formular su programa de acción. Imposición por el Gobierno 

de órganos creados recientemente con la participación de representantes de las autoridades públicas. La Comisión 

toma nota de que, en el marco del caso núm. 2254, el Comité de Libertad Sindical le ha remitido los aspectos 

legislativos del caso relativos a la creación de los CPT y de otras estructuras similares en las empresas, que afectan 

la libertad sindical (véase el 383.er informe del Comité de Libertad Sindical, de octubre de 2017, caso núm. 2254, 

párrafo 709). La Comisión observa que la figura de los CPT se creó en virtud del decreto núm. 2535, de 8 de 

noviembre de 2016, cuyo preámbulo y articulado establecen que: i) las autoridades tienen la obligación de 

organizar la clase obrera desde las mismas entidades de trabajo; ii) el objeto de los CPT consiste en impulsar la 

participación de la clase obrera como sujeto protagónico en la gestión de la actividad productiva, desde las 

entidades de trabajo públicas y privadas, y iii) los CPT tienen una composición preestablecida que comprende tres 

trabajadores de la empresa y cuatro miembros adicionales, incluidos representantes de la fuerza armada y las 

milicias bolivarianas. La Comisión toma nota asimismo de que, en el marco del caso núm. 2254, el Gobierno 

manifestó que: i) los CPT son una institución establecida en desarrollo de la Ley Orgánica del Trabajo, los 

Trabajadores y las Trabajadoras (LOTTT) a fin de promover la participación de la clase obrera como sujeto 

protagónico en la gestión de la actividad productiva, y que ii) en ningún caso la creación de los CPT reemplaza 

los sindicatos o es contraria a los mismos, sino que éstos se conciben como una forma de participación protagónica 

de los trabajadores en la supervisión real y efectiva de los procesos productivos de sus entidades de trabajo. 

Al tiempo que toma nota de las indicaciones del Gobierno de que los objetivos de los CPT diferirían de los 

objetivos de los sindicatos, la Comisión considera que tanto la composición de estos nuevos órganos, que incluye 

la participación de representantes de las autoridades públicas, como la amplia definición de sus objetivos, pueden 

menoscabar el derecho de los trabajadores de constituir las organizaciones que estimen convenientes 

(artículo 2 del Convenio) e interferir considerablemente en el derecho de estas organizaciones de determinar 

libremente sus actividades y su programa de acción y, en último término, puede conducir a que los sindicatos 

independientes sean remplazados por estos nuevos órganos. De manera análoga, la Comisión considera que la 

creación de los CPT afecta forzosamente al desarrollo de las relaciones laborales colectivas entre las 

organizaciones de empleadores y de trabajadores de conformidad con los diversos convenios de la OIT sobre 

libertad sindical y negociación colectiva ratificados por la República Bolivariana de Venezuela. Por consiguiente, 

la Comisión espera que el Gobierno adopte de manera urgente todas las medidas necesarias para eliminar, 

tanto en la legislación como en la práctica, la imposición de estructuras para la organización de los 

trabajadores que incluyan una participación de representantes de las autoridades públicas, tales como los CPT. 

La Comisión pide al Gobierno que proporcione información sobre todos los progresos realizados a este 

respecto. 

Artículos 2 y 3. Disposiciones legislativas contrarias al ejercicio de los derechos sindicales, a la autonomía de las 

organizaciones, y a su derecho a organizar sus actividades con plena libertad. La Comisión recuerda que, desde 

hace varios años, pide al Gobierno que, en consulta con las organizaciones de trabajadores y de empleadores más 

representativas, tome las medidas necesarias para revisar los siguientes aspectos de la legislación nacional con 

miras a ponerlos en conformidad con el Convenio: 
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 -el artículo 388 de la LOTTT, a fin de que los sindicatos no tengan la obligación de comunicar la nómina 

de sus afiliados al Registro Nacional de Organizaciones Sindicales; 

 -los artículos 367 y 368 de la LOTTT, con el fin de eliminar la imposición a las organizaciones sindicales 

de finalidades relacionadas con responsabilidades que son propias de las autoridades públicas; 

 -el artículo 402 de la LOTTT y otras disposiciones vigentes a fin de que: i) no permitan que una autoridad 

no judicial (como el Consejo Nacional Electoral (CNE)) decida los recursos relativos a las elecciones 

sindicales; ii) se elimine, tanto en la práctica como en la legislación, el principio de que la mora electoral 

inhabilita a las organizaciones sindicales para la negociación colectiva; iii) se elimine la obligación de 

comunicar al CNE el cronograma electoral, y iv) se elimine la obligación de publicar en la Gaceta Electoral 

los resultados de las elecciones sindicales como condición para ser reconocidas; 

 -el artículo 387 de la LOTTT, para que no se supedite la elegibilidad de los dirigentes al hecho de haber 

convocado en el plazo establecido elecciones sindicales cuando eran dirigentes de otra organización 

sindical; 

 -el artículo 395 de la LOTTT, a fin de eliminar la disposición de la ley que establece que el incumplimiento 

por parte de los afiliados y afiliadas a los aportes o cuotas sindicales no impedirá el derecho al sufragio; 

 -el artículo 403 de la LOTTT, a fin de que se elimine la imposición de determinados sistemas de votación a 

las organizaciones sindicales; 

 -el artículo 410 de la LOTTT, a fin de eliminar la figura del referéndum revocatorio de cargos sindicales. 

 -el artículo 484 de la LOTTT, con el fin de asegurar que una autoridad judicial o independiente determine 

los ámbitos o las actividades que no pueden estar sujetos a interrupciones durante una huelga por afectar el 

suministro de bienes o servicios esenciales cuya paralización cause daños a la población, y 

 -el artículo 494 de la LOTT, con miras a asegurar que el sistema para la designación de los miembros de la 

junta de arbitraje en caso de huelga en los servicios esenciales garantice la confianza de las partes en el 

sistema. 

La Comisión pide al Gobierno que proporcione información sobre todos los progresos realizados a este 

respecto, así como información completa sobre los alegados obstáculos y retrasos excesivos en el registro de 

organizaciones sindicales denunciados por la Confederación de Trabajadores de Venezuela (CTV), la Unión 

Nacional de Trabajadores de Venezuela (UNETE), la Confederación General del Trabajo (CGT) y la 

Confederación de Sindicatos Autónomos (CODESA), indicados en sus observaciones de 2016. 

 

C088 - Observación (CEACR) - Adopción: 2017, Publicación: 107ª reunión CIT (2018) 

La Comisión toma nota de las observaciones formuladas por la Organización Internacional de Empleadores (OIE) 

y la Federación de Cámaras y Asociaciones de Comercio y Producción de Venezuela (FEDECAMARAS), 

recibidas el 31 de agosto de 2016 y el 31 de agosto de 2017. La Comisión toma nota asimismo de las observaciones 

de la Unión Nacional de Trabajadores de Venezuela (UNETE), la Confederación de Trabajadores de Venezuela 

(CTV), la Confederación General del Trabajo (CGT) y la Confederación de Sindicatos Autónomos (CODESA), 

recibidas el 12 de octubre de 2016 y el 18 de septiembre de 2017. Igualmente toma nota de las repuestas del 

Gobierno a las observaciones de los interlocutores sociales de 2016, recibidas el 11 de noviembre de 2016. 

Artículo 1 del Convenio. Contribución del servicio del empleo a la promoción del empleo. Aplicación del 

Convenio en la práctica. La Comisión toma nota de que, en su memoria, el Gobierno se refiere a la creación de 

las divisiones de previsión social (DPS), que se articulan con los Centros de encuentro para la educación y el 

trabajo (CEET) para brindar atención en materia de trabajo, educación y seguridad social. Las DPS son entidades 

adscritas al Ministerio del Poder Popular para el Proceso Social del Trabajo que prestan servicios integrales de 

información y orientación en materia laboral a personas con discapacidad, trabajadores migrantes, trabajadores 

no dependientes y solicitantes de la prestación por pérdida involuntaria del empleo. Asimismo, el Gobierno 

proporciona información sobre las actividades llevadas a cabo por los CEET entre 2014 y 2016 en cooperación 

con diferentes entidades del Estado. Al respecto, el Gobierno indica que entre enero y noviembre de 2014, los 

CEET brindaron asistencia a 72 269 trabajadores y trabajadoras, de los cuales 35 938 fueron registrados; 30 811 
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fueron incluidos en el área formativa y 1 874 fueron incluidos en el área laboral y socio productiva; y 3 646 

postularon a oportunidades de trabajo. En 2015 se modificaron las competencias y funciones de los CEET con el 

objetivo de desarrollar la autoformación colectiva, integral, continua y permanente de los trabajadores y las 

trabajadoras, y se brindó asistencia a 108 079 trabajadores. En 2016, 92 326 trabajadores fueron registrados, a los 

que se les otorgó orientación y formación por parte de los CEET, y se organizaron 3 120 trabajadores en 266 

equipos promotores de autoformación colectiva, integral, continua y permanente. Se elaboró además un Plan 

piloto de atención integral dirigido a los jóvenes y estudiantes con el objetivo de promover la participación activa 

de los jóvenes en el proceso social del trabajo. El Gobierno añade que entre 2015 y 2016, 205 079 trabajadores y 

trabajadoras cesantes fueron registrados y orientados para su inclusión al proceso social del trabajo. La Comisión 

toma nota de que la OIE y FEDECAMARAS sostienen en sus observaciones que los CEET continúan estando 

inoperativos. Por su parte, las centrales de trabajadores UNETE, CTV, CGT y CODESA señalan que el Gobierno 

no ha implementado el Sistema de registro de necesidades y oferta de empleo creado en virtud de la Ley de la 

Gran Misión Saber y Trabajo, de forma que no existe en la práctica un registro que permita diagnosticar e 

identificar la cantidad y características de los trabajadores desempleados. La Comisión solicita al Gobierno que 

envíe información detallada, incluyendo estadísticas desglosadas por sexo y edad, sobre el número de 

solicitudes de empleo recibidas, ofertas de empleo notificadas y colocaciones efectuadas por los centros de 

encuentro para la educación y el trabajo y las divisiones de previsión social. Asimismo, la Comisión solicita al 

Gobierno que comunique información actualizada sobre el impacto de las medidas adoptadas para cubrir las 

necesidades de los jóvenes en materia de empleo y orientación profesional, incluidas aquellas adoptadas en el 

marco del Plan piloto de atención integral. 

Artículos 4 y 5. Cooperación con los interlocutores sociales. El Gobierno se refiere en su memoria al sistema de 

organización de las entidades de trabajo en la cadena productiva. No obstante, la Comisión observa que la 

información proporcionada por el Gobierno no responde a sus comentarios anteriores. La Comisión recuerda que 

el artículo 5 del Convenio prevé que la política general del servicio de empleo deberá fijarse previa consulta con 

los representantes de los empleadores y de los trabajadores. La Comisión toma nota de que FEDECAMARAS y 

la OIE indican que el Gobierno continúa incumpliendo el citado artículo del Convenio y sostienen que 

FEDECAMARAS no ha sido consultada para la construcción e implantación de la política general del servicio de 

empleo. La Comisión solicita al Gobierno que envíe sus comentarios al respecto. Asimismo, la Comisión reitera 

su solicitud al Gobierno de que proporcione ejemplos concretos sobre las consultas previas celebradas con las 

organizaciones de empleadores y las organizaciones de trabajadores para obtener su cooperación en la 

organización y el funcionamiento del servicio público del empleo. 

 

C095 - Observación (CEACR) - Adopción: 2017, Publicación: 107ª reunión CIT (2018) 

Seguimiento de las decisiones del Consejo de Administración (quejas presentadas en virtud del artículo 26 de 

la Constitución de la OIT) 

La Comisión toma nota de que una queja en virtud del artículo 26 de la Constitución de la OIT alegando el 

incumplimiento de los Convenios núms. 87, 95 y 111 por parte de la República Bolivariana de Venezuela, 

presentada por un grupo de delegados trabajadores en la Conferencia Internacional del Trabajo de 2016, fue 

declarada admisible por el Consejo de Administración en noviembre de 2016. En marzo de 2017, el Consejo de 

Administración decidió, en relación con el Convenio núm. 95, que, en vista de que la Comisión de Expertos no 

había examinado en fechas recientes todos los aspectos de la queja relativos a este Convenio, se transmitieran los 

alegatos correspondientes a la Comisión de Expertos para su examen completo. 

Además, la Comisión toma nota de que la queja en virtud del artículo 26 de la Constitución alegando el 

incumplimiento de los Convenios núms. 26, 87 y 144 por parte de la República Bolivariana de Venezuela, 

presentada por un grupo de delegados empleadores en la Conferencia Internacional del Trabajo de 2015, de la 

cual se había tomado nota en su comentario anterior sobre el Convenio núm. 26, sigue pendiente ante el Consejo 

de Administración que la examinó por última vez en noviembre de 2017. 

Asimismo, la Comisión toma nota de las observaciones formuladas conjuntamente por la Federación de Cámaras 

y Asociaciones de Comercio y Producción de Venezuela (FEDECAMARAS) y la Organización Internacional de 

Empleadores (OIE), en relación con la aplicación del Convenio núm. 26, recibidas el 31 de agosto de 2017, y de 

la respuesta del Gobierno al respecto. Por último, la Comisión toma nota de las observaciones formuladas por la 

Central de Trabajadores Alianza Sindical Independiente (CTASI), recibidas el 31 de agosto de 2017, así como de 

las observaciones formuladas conjuntamente por la Unión Nacional de Trabajadores de Venezuela (UNETE), la 

Confederación de Trabajadores de Venezuela (CTV), la Confederación General del Trabajo (CGT) y la 
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Confederación de Sindicatos Autónomos (CODESA), en relación con la aplicación de los Convenios núms. 26 y 

95, recibidas el 18 de septiembre de 2017, y de la respuesta del Gobierno al respecto. La Comisión toma nota de 

que las observaciones de las organizaciones de empleadores y de trabajadores abordan temas planteados en las 

quejas mencionadas. 

En vista de los vínculos entre los temas abordados en el marco de estos procedimientos en relación con la 

aplicación de los Convenios núms. 26 y 95, la Comisión considera oportuno examinarlos en un mismo comentario. 

Salario mínimo 

Artículo 3 del Convenio núm. 26. Participación de los interlocutores sociales en la fijación del salario mínimo. En 

su comentario anterior, la Comisión pidió una vez más al Gobierno que garantice la plena aplicación del artículo 

3 del Convenio con respecto a la consulta y participación en condiciones de igualdad de las organizaciones de 

trabajadores y de empleadores más representativas para el establecimiento y la aplicación del sistema de salario 

mínimo. Al respecto, la Comisión toma nota con preocupación de que tanto FEDECAMARAS y la OIE, como 

la UNETE, la CTV, la CGT y la CODESA, y la CTASI señalan que los últimos incrementos del salario mínimo 

han sido decididos de manera unilateral por el Gobierno. La Comisión toma nota de que en su memoria y en sus 

respuestas a estas observaciones, el Gobierno indica que: i) durante el período 2015-2017, debido a los problemas 

que enfrenta la economía venezolana, tales como los altos índices de inflación, se vio obligado a tomar medidas 

urgentes para proteger a los trabajadores, ajustando el salario mínimo en función de la pérdida del poder 

adquisitivo; ii) para fijar el salario mínimo se toma en cuenta el crecimiento del costo de la canasta básica; siendo 

un criterio técnico, no se presta a negociación; iii) en relación con las consultas y el diálogo social, éstas se llevan 

a cabo en el Consejo Nacional de Economía Productiva, en el que participan cámaras afiliadas a FEDECAMARAS 

y otras organizaciones de empresarios importantes del país, así como las centrales de trabajadores, y iv) en febrero 

de 2017, el Gobierno organizó mediante comunicaciones escritas una consulta sobre el tema del salario mínimo. 

La Comisión toma nota de que, al haber examinado estos temas en el marco de la queja de 2015, el Consejo de 

Administración expresó en noviembre de 2017 su suma preocupación por la falta de progresos con respecto a las 

decisiones tomadas en sus reuniones anteriores y lamentó profundamente esta situación. El Consejo de 

Administración: a) instó al Gobierno a participar de buena fe en un diálogo concreto, transparente y productivo 

basado en el respeto por las organizaciones de empleadores y de trabajadores con miras a promover relaciones 

laborales sólidas y estables; b) instó por última vez al Gobierno a que institucionalizara antes de finales de 2017 

una mesa redonda tripartita para fomentar el diálogo social a fin de resolver todas las cuestiones pendientes, y a 

que invitara a tal efecto a una misión de alto nivel de la OIT dirigida por los miembros de la Mesa del Consejo de 

Administración, para que se reuniera con las autoridades gubernamentales, FEDECAMARAS y sus 

organizaciones miembros y empresas afiliadas, así como los sindicatos y líderes de todos los sectores 

sociales; c) pidió al Director General de la OIT que pusiera a disposición todo el apoyo necesario a este respecto 

y a los miembros de la Mesa del Consejo de Administración que presentaran un informe sobre la misión de alto 

nivel de la OIT en su 332.ª reunión (marzo de 2018), a fin de determinar si se habían logrado progresos concretos 

por medio del diálogo social en el marco de la mesa redonda tripartita, y d) suspendió la aprobación de la decisión 

relativa al nombramiento de una comisión de encuesta hasta recibir el informe de la misión de alto nivel en su 

332.ª reunión (marzo de 2018). En este contexto, la Comisión insta firmemente al Gobierno a que tome las 

medidas necesarias para que el proceso en curso permita lograr resultados positivos y garantizar el pleno 

cumplimiento con el Convenio en el futuro. La Comisión pide al Gobierno que proporcione información al 

respecto. 

La Comisión observa que tanto el Gobierno como todas las organizaciones que enviaron observaciones se refieren 

también en sus comunicaciones al sistema del «cestaticket socialista». La Comisión considera que las cuestiones 

relativas a este sistema no entran en el campo de aplicación del Convenio núm. 26 y que conviene tratar este tema 

en el marco del Convenio núm. 95. 

Protección del salario 

Artículo 1 del Convenio núm. 95. Elementos de la remuneración. La Comisión toma nota de que en la queja de 

2016 se denuncia un fenómeno de «desalarización» en el país, en particular en relación con el sistema del 

«cestaticket socialista». La Comisión toma nota de que en su respuesta el Gobierno confirma que la legislación 

nacional prevé este sistema como beneficio de alimentación para proteger la capacidad adquisitiva de los 

trabajadores en materia alimentaria, a fin de fortalecer su salud, prevenir las enfermedades ocupacionales y 

propender a una mayor productividad laboral (artículo 1 del decreto con rango, valor y fuerza de ley del cestaticket 

socialista para los trabajadores y trabajadoras, decreto núm. 2066 del 23 de octubre de 2015). La Comisión toma 

nota también de que el decreto núm. 2066 prevé que este beneficio debe ser otorgado a los trabajadores por el 
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empleador (artículo 2). Al mismo tiempo, la Comisión observa que el decreto establece que, de conformidad con 

lo establecido en el artículo 105, 2), de la Ley Orgánica del Trabajo, los Trabajadores y las Trabajadoras (LOTTT), 

el beneficio no será considerado como salario, salvo que se le reconozca como tal en las convenciones colectivas, 

acuerdos colectivos o contratos individuales de trabajo. La Comisión recuerda que el tema de la «desalarización» 

en relación con los beneficios de alimentación en el país ya ha sido objeto de análisis en el pasado (Estudio General 

de 2003, Protección del salario, párrafo 47). En ese contexto, la Comisión había recordado que, en aplicación 

del artículo 1 del Convenio, todos los componentes de la remuneración de los trabajadores, independientemente 

de su denominación o cálculo, son protegidos por el Convenio. En vista de las características del «cestaticket 

socialista» (artículos 1 y 2 del decreto núm. 2066), la Comisión considera que, a los efectos del Convenio, este 

beneficio es un componente de la remuneración de los trabajadores. Por lo tanto, aunque la legislación nacional 

prevea que el «cestaticket socialista» no tiene carácter salarial, dicho beneficio debe ser examinado en virtud de 

lo dispuesto en el Convenio. 

Artículo 4. Pago en especie. La Comisión toma nota de que, según lo previsto en el decreto núm. 2066: i) el 

empleador puede elegir entre varias modalidades de aplicación del «cestaticket socialista», tales como el 

suministro de comida en el lugar de trabajo o la provisión de tickets o tarjetas electrónicas de alimentación 

(artículo 4); ii) en ciertos casos excepcionales, el beneficio se puede pagar en dinero efectivo (artículos 5 y 6), y 

iii) cuando medien razones de interés social que así lo ameriten, el Ejecutivo Nacional podrá decretar variaciones 

en cuanto a las modalidades, términos y monto aplicables al cumplimento del beneficio (artículo 7). Al respecto, 

la Comisión toma nota de que por una serie de decretos adoptados en el marco del estado de excepción y 

emergencia económica desde 2016, se aumentó regularmente el monto del «cestaticket socialista». La Comisión 

toma nota de que tanto FEDECAMARAS y la OIE, como la UNETE, la CTV, la CGT y la CODESA, y la CTASI, 

indican en sus observaciones que desde 2016 el monto del «cestaticket socialista» es superior al salario mínimo y 

que la remuneración integral del trabajador (salario mínimo y «cestaticket socialista») no permite cubrir la canasta 

básica. La Comisión recuerda que el artículo 4 del Convenio prevé que se podrá permitir el pago parcial del salario 

con prestaciones en especie y que en los casos en que se autorice tal pago, se deberán tomar medidas pertinentes 

para garantizar que: a) las prestaciones en especie sean apropiadas al uso personal del trabajador y de su familia, 

y redunden en beneficio de los mismos, y b) el valor atribuido a estas prestaciones sea justo y razonable. La 

Comisión recuerda también que ha considerado que, antes de permitir el pago en especie de una proporción 

elevada del salario de los trabajadores, los gobiernos deberían examinar cuidadosamente si tal medida es adecuada 

teniendo en cuenta las posibles repercusiones para los trabajadores interesados así como las circunstancias 

nacionales y los intereses de los trabajadores (Estudio General de 2003, Protección del salario, párrafo 118). La 

Comisión estima que estas consideraciones tienen especial importancia en el caso de los trabajadores que reciben 

el salario mínimo. La Comisión toma nota de las indicaciones del Gobierno según las cuales el aumento del monto 

del «cestaticket socialista» ha sido necesario para mantener el poder adquisitivo de los trabajadores en el contexto 

de los problemas que enfrenta la economía venezolana, en particular los altos índices de inflación, y el beneficio 

se paga en efectivo desde mayo de 2017, en conformidad con las modalidades temporales adoptadas en el marco 

del estado de excepción y emergencia económica. Al mismo tiempo, la Comisión pide al Gobierno que tome 

todas las medidas necesarias para entablar sin demora un diálogo a nivel nacional que involucre a todas las 

organizaciones de empleadores y de trabajadores concernidas y que permita examinar posibles soluciones 

sostenibles en el tiempo, incluyendo todo ajuste necesario al sistema del «cestaticket socialista» con el fin de 

garantizar la plena conformidad con el artículo 4 del Convenio. La Comisión invita al Gobierno a que 

considere la posibilidad de recurrir a la asistencia técnica de la OIT. 

Por último, la Comisión toma nota de que en sus observaciones la UNETE, la CTV, la CGT y la CODESA, y la 

CTASI indican que el hecho de que el «cestaticket socialista» no tenga carácter salarial tiene consecuencias sobre 

otros beneficios sociales por los cuales se calcula el beneficio en función del monto del salario de los trabajadores. 

Al respecto, la Comisión observa que, aunque este tema podría abordarse oportunamente en el marco de la 

supervisión de otros convenios ratificados en materia de protección social, no está regulado en el Convenio 

núm. 95. 

La Comisión plantea otras cuestiones sobre la aplicación del Convenio núm. 95 en una solicitud dirigida 

directamente al Gobierno. 

 

C095 - Solicitud directa (CEACR) - Adopción: 2017, Publicación: 107ª reunión CIT (2018) 

Artículo 8 del Convenio. Descuentos de los salarios. En relación con su comentario anterior, la Comisión toma 

nota de que el Gobierno indica en su memoria que: i) el artículo 107 de la Ley Orgánica del Trabajo, los 

Trabajadores y las Trabajadoras (LOTTT) autoriza el descuento de contribuciones e impuestos, y ii) el artículo 
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154 de la LOTTT prevé los límites de los descuentos (un tercio del salario, si el trabajador está activo y, un 50 por 

ciento en caso de terminación de la relación de trabajo). La Comisión toma nota de que, en la queja presentada en 

virtud del artículo 26 de la Constitución de la OIT mencionada en su observación, se alega el exceso en los 

descuentos de los salarios por varios conceptos. La Comisión toma nota de que en su respuesta el Gobierno se 

refiere a las disposiciones de la LOTTT que rigen esta materia. La Comisión pide al Gobierno que proporcione 

información sobre la aplicación de estas disposiciones en la práctica, en particular en relación con los artículos 

103, 107, 125, 152 a 154 de la LOTTT. 

Artículo 9. Descuentos con la finalidad de obtener o mantener un empleo. En sus comentarios anteriores, la 

Comisión tomó nota de que la LOTTT no contiene una prohibición expresa de este tipo de descuentos y pidió al 

Gobierno que indicara la manera en que se da pleno efecto al Convenio a este respecto. La Comisión toma nota 

de la respuesta del Gobierno según la cual sólo son autorizados los descuentos previstos en la LOTTT. 

Artículo 12, 2). Liquidación final de los salarios al término de la relación de trabajo. En sus comentarios anteriores, 

la Comisión pidió al Gobierno que indicara las medidas adoptadas o previstas para garantizar que cuando se 

termine el contrato de trabajo se efectúe sin demora un ajuste final de todos los pagos debidos, tal como se requiere 

en virtud de este artículo del Convenio. La Comisión toma nota de que el Gobierno se refiere al artículo 142, f), 

de la LOTTT, que prevé que el pago de las prestaciones sociales debe efectuarse dentro de los cinco días siguientes 

a la terminación de la relación de trabajo, lo que obliga a que dentro de este mismo plazo se realicen los ajustes 

correspondientes a los pagos adeudados por el trabajador. 

Artículo 15, d). Registros de salarios. En sus comentarios anteriores, la Comisión pidió al Gobierno que indicara 

si se requiere que los empleadores mantengan registros de los pagos con fines de inspección, tal como se prevé en 

este artículo del Convenio. La Comisión toma nota de que el Gobierno se refiere al artículo 106 de la LOTTT que 

prevé que el incumplimiento con la obligación del empleador de otorgar un recibo de pago a los trabajadores hará 

presumir, salvo prueba en contrario, el salario alegado por el trabajador o trabajadora sin menoscabo de las 

sanciones establecidas en la ley. La Comisión pide al Gobierno que indique si en la práctica los empleadores 

mantienen un registro del pago de los salarios. 

 

C097 - Solicitud directa (CEACR) - Adopción: 2017, Publicación: 107ª reunión CIT (2018) 

Artículo 1 del Convenio. Información sobre las políticas y la legislación nacionales. En respuesta a la solicitud 

formulada por la Comisión respecto de la Comisión Nacional de Migraciones, el Gobierno indica en su memoria 

que, aunque ésta no se encuentre activa, las demás autoridades competentes en materia migratoria trabajan en 

coordinación permanente. El Gobierno hace mención de la tarjeta de movilidad fronteriza (TMF), documento que 

facilita el tránsito frecuente de las personas venezolanas y extranjeras que residen en los municipios fronterizos 

con Colombia. También se refiere a algunas medidas, como el Plan de actualización de datos de ciudadanos y 

ciudadanas extranjeros beneficiarios del decreto presidencial núm. 2823, de 3 de febrero de 2004, y el Plan de 

regularización de ciudadanos y ciudadanas de nacionalidad ecuatoriana que residen en el país en condiciones 

migratorias irregulares, que están siendo ejecutadas por el Servicio Administrativo de Identificación, Migración 

y Extranjería (SAIME), entidad adscrita al Ministerio del Poder Popular para las Relaciones Interiores, Justicia y 

Paz. La Comisión pide al Gobierno que puntualice las políticas y acciones adoptadas por las diferentes 

entidades de Gobierno en beneficio de los trabajadores migrantes. La Comisión le pide, asimismo, que continúe 

enviando información sobre la implementación del reglamento para la regularización y naturalización de los 

extranjeros y extranjeras, y que incluya datos sobre el número de personas que han obtenido la residencia o 

que se han naturalizado. 

Acuerdos generales y arreglos especiales. Ante la ausencia de información detallada al respecto, la Comisión 

pide nuevamente al Gobierno que informe sobre los acuerdos generales y arreglos especiales celebrados y que 

comunique copia de los mismos. También le pide nuevamente que envíe información sobre el contenido y la 

aplicación de los acuerdos de integración económica y política que facilitan la inmigración y flexibilizan los 

requisitos para el empleo a los trabajadores de países de América Latina y el Caribe. 

Artículos 2 y 7. Servicios y asistencia a trabajadores migrantes. En respuesta a la solicitud de información respecto 

de las actividades del Servicio de Migraciones Laborales, el Gobierno hace referencia a la misión, a las funciones, 

así como a la gratuidad de los servicios prestados por la Dirección de Migraciones Laborales. El Gobierno añade 

que se están creando a nivel nacional divisiones de previsión social (DPS), adscritas al Viceministerio de Previsión 

Social del Ministerio del Poder Popular para el Proceso Social de Trabajo, para brindar información y 

orientaciones sobre los requisitos legales en materia de migraciones laborales. La Comisión pide al Gobierno que 
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envíe información detallada sobre la cooperación entre el Servicio de Migraciones Laborales, y los servicios 

correspondientes de los demás Miembros. 

Artículo 6. Igualdad de trato. La Comisión toma nota de que el Gobierno se limita a mencionar las disposiciones 

constitucionales y legales vigentes en materia de igualdad de trato. La Comisión recuerda que las disposiciones 

legislativas no son suficientes por sí solas para asegurar que los trabajadores migrantes gocen de igualdad de trato 

con los nacionales y, por consiguiente, es esencial que los Estados velen, en particular mediante los servicios de 

inspección del trabajo o de otras autoridades de control, por que estas disposiciones sean aplicadas en la 

práctica. La Comisión pide nuevamente al Gobierno que envíe información sobre el modo en que se garantiza 

en la práctica a los trabajadores migrantes que se encuentran legalmente en su territorio un trato no menos 

favorable que el que se aplica a los nacionales en relación con las materias enumeradas en los apartados a), 

b), c) y d), del artículo 6, del Convenio. 

Aplicación del Convenio en la práctica. La Comisión recuerda que es esencial contar con datos estadísticos 

apropiados para determinar la naturaleza de la migración laboral y si existe desigualdad de trato hacia los 

trabajadores migrantes, a fin de establecer prioridades, orientar medidas, evaluar el impacto de las mismas y llevar 

a cabo las adaptaciones que sean necesarias. La Comisión se remite a sus comentarios sobre la aplicación del 

Convenio sobre los trabajadores migrantes (disposiciones complementarias), 1975 (núm. 143). 

 

C100 - Solicitud directa (CEACR) - Adopción: 2017, Publicación: 107ª reunión CIT (2018) 

La Comisión toma nota de las observaciones formuladas por la Central de Trabajadores Alianza Sindical 

Independiente (CTASI) respecto de la aplicación del Convenio sobre la discriminación (empleo y ocupación), 

1958 (núm. 111), recibidas el 31 de agosto de 2017. 

Artículos 1 y 2 del Convenio. Brecha salarial por motivo de género. La Comisión toma nota de que la CTASI 

observa que si bien las mujeres han ingresado masivamente al mercado laboral, lo han hecho en áreas de menores 

niveles de productividad y remuneración. Refiriéndose a la evolución de la relación del ingreso laboral de las 

mujeres en proporción con el de los hombres entre 2005 y 2013 (segundo semestre), añade que aunque las cifras 

no hayan sido actualizadas desde hace varios años, los especialistas del área señalan que la tendencia sigue en 

aumento. La Comisión también toma nota de la información proporcionada por el Gobierno en relación con la 

evolución de la brecha de ingresos entre el primer semestre de 2012 y el segundo semestre de 2016 y de la tasa de 

ocupación entre abril de 1999 y abril de 2016. El Gobierno indica que tiene una política de promoción activa de 

la igualdad de género, en el proceso social del trabajo. Añade, refiriéndose a un diferencial inferior al 2 por ciento 

en la ocupación de hombres y mujeres, que queda evidenciada la paridad en el empleo. La Comisión observa que, 

según los datos proporcionados por el Gobierno, la brecha de remuneración se ha ido acentuado, al primer 

semestre de 2012, las mujeres percibían un 82,2 por ciento de la remuneración que percibieron los hombres, 

mientras que al segundo trimestre de 2016, percibían un 77,9 por ciento. Dicha tendencia afectó todas las ramas 

de la actividad económica, con excepción del rubro «electricidad, gas y agua» (en el que durante el mismo período 

se pasó de un 91,9 por ciento a un 135,6 por ciento). 

La Comisión recuerda que para abordar la discriminación y la disparidad de las remuneraciones, así como para 

determinar si se han tomado medidas que están teniendo un efecto positivo, es esencial disponer de datos e 

investigaciones sobre la situación, incluidas las causas subyacentes. Las diferencias salariales entre los hombres 

y las mujeres se atribuyen principalmente a los siguientes factores: segregación ocupacional horizontal y vertical 

de las mujeres hacia empleos u ocupaciones menos remunerados y puestos de nivel inferior sin posibilidades de 

ascenso, niveles de educación, formación y capacitación inferiores, menos adecuados y menos orientados hacia 

el empleo, responsabilidades familiares y en el hogar, supuestos costos de emplear a mujeres, y estructuras 

salariales (véase Estudio General de 2012 sobre los convenios fundamentales, párrafos 869 y 712). La Comisión 

sigue considerando que, a efecto de poder evaluar adecuadamente el modo en el que se aplica el Convenio, así 

como la naturaleza, el grado y las causas de las diferencias de remuneración entre hombres y mujeres es necesario 

contar con mayor información sobre la tasa de empleo, los sectores de ocupación y la remuneración, desglosados 

por sexo. La Comisión recuerda la importancia de analizar el puesto de trabajo y la remuneración correspondiente 

a los hombres y las mujeres en todas las categorías de empleos, dentro de los sectores y entre éstos (Estudio 

General de 2012, párrafo 888). En consecuencia, la Comisión pide nuevamente al Gobierno que tome las 

medidas necesarias para recolectar y facilitar estadísticas y cualquier otra información adicional desglosadas 

por sexo que permitan cuantificar la brecha de remuneración entre trabajadores y trabajadoras por sector, 

esclarecer las causas de la misma y medir su evolución. La Comisión pide asimismo al Gobierno que informe 

sobre las medidas adoptadas para abordar la brecha de remuneración, con miras a su reducción. 
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C100 - Observación (CEACR) - Adopción: 2017, Publicación: 107ª reunión CIT (2018) 

Artículo 1, a), del Convenio. Definición de remuneración. En su comentario anterior, la Comisión tomó nota de 

lo dispuesto en los artículos 104 y 105 de la Ley Orgánica del Trabajo, las Trabajadoras y los Trabajadores 

(LOTTT), de 30 de abril de 2012, respecto del salario y de los beneficios sociales de carácter no remunerativo. 

Entre dichos beneficios sociales de carácter no remunerativo figura el beneficio de alimentación para los 

trabajadores y las trabajadoras. En dicha ocasión, recordó que el Convenio prevé una definición muy amplia del 

término «remuneración» con el objeto de incluir todos los elementos que un trabajador puede percibir por su 

trabajo y que exceden el salario básico. En su Estudio General de 2012 sobre los convenios fundamentales, párrafo 

687, la Comisión había indicado que si sólo se compararan los sueldos básicos, no se reflejaría gran parte del valor 

monetario percibido por el desempeño de un trabajo, aunque esos componentes adicionales suelen ser 

considerables y cada vez componen una parte más importante de los ingresos totales. 

La Comisión toma nota de la información proporcionada por el Gobierno en su memoria en relación con las 

disposiciones constitucionales y legales vigentes respecto del salario y del beneficio de alimentación comúnmente 

denominado «Cestaticket». El Gobierno también se refiere en su memoria a la evolución del incremento al salario 

mínimo entre 1992 y 2017, así como a la del promedio total de ingresos (incluido el beneficio de alimentación) 

entre 1999 y 2017. En relación con el sistema de beneficios de alimentación, la Comisión se refiere a los 

comentarios en virtud del Convenio sobre la protección del salario, 1949 (núm. 95). Recordando que la 

aplicación del Convenio requiere que se examine tanto la igualdad a nivel del puesto de trabajo como al de la 

remuneración percibida, la Comisión pide nuevamente al Gobierno que tome las medidas necesarias con miras 

a asegurar que todos los beneficios adicionales percibidos por los trabajadores con motivo de su empleo, tales 

como los previstos en el artículo 105 de la Ley Orgánica del Trabajo, las Trabajadoras y los Trabajadores, 

incluido el beneficio de alimentación, así como las prestaciones pagadas en conformidad con los sistemas de 

seguro social, sean considerados como remuneración a efecto de garantizar la plena aplicación del principio 

del Convenio y le pide que envíe información sobre todo progreso logrado al respecto. 

Artículo 1, b). Igualdad de remuneración por un trabajo de igual valor. Legislación. En su comentario anterior, la 

Comisión observó que, desde hace años, se refiere a la necesidad de incorporar el principio del Convenio en la 

legislación. Lamentó que el Gobierno no haya aprovechado la oportunidad que ofreció la adopción de la LOTTT 

para incluir en la misma el principio de igualdad de remuneración entre hombres y mujeres por un trabajo de igual 

valor. Ante la ausencia de información indicativa de cualquier evolución al respecto y habida cuenta de que el 

concepto de «trabajo de igual valor» constituye el núcleo del derecho fundamental a la igualdad de 

remuneración entre hombres y mujeres por un trabajo de igual valor y la promoción de la igualdad, la 

Comisión pide nuevamente al Gobierno que tome las medidas necesarias con miras a modificar el artículo 109 

de la Ley Orgánica del Trabajo, las Trabajadoras y los Trabajadores a fin de dar plena expresión legislativa al 

principio del Convenio. 

La Comisión plantea otras cuestiones en una solicitud dirigida directamente al Gobierno. 

 

C111 - Solicitud directa (CEACR) - Adopción: 2017, Publicación: 107ª reunión CIT (2018) 

Artículo 1, 1), a), del Convenio. Legislación. En su comentario anterior, la Comisión se refirió a lo dispuesto en 

el artículo 21 de la Ley Orgánica del Trabajo, los Trabajadores y las Trabajadoras (LOTTT), de 30 de abril de 

2012, y en el artículo 37 de la Ley Orgánica contra la Discriminación Racial, de 19 de diciembre de 2011. Observó 

que ni la ascendencia nacional ni el color figuran entre los motivos prohibidos de discriminación, según la LOTTT. 

También observó que, si bien la Ley Orgánica contra la Discriminación Racial define el fenotipo como cualquier 

rasgo físico observable en una persona que, por ende, incluye el color, también define el «origen nacional» como 

la nacionalidad de nacimiento o la adquirida por circunstancias particulares, lo cual se identifica a la 

«nacionalidad» y no a la «ascendencia nacional». En su Estudio General de 2012 sobre los convenios 

fundamentales, párrafo 764, la Comisión explicó que entre las formas de discriminación fundadas en la 

ascendencia nacional estarían comprendidas las que se ejercen contra personas que son ciudadanos de un país 

determinado, pero que han adquirido la nacionalidad por naturalización o son descendientes de inmigrantes 

extranjeros, o contra personas que pertenecen a grupos de ascendencia nacional diferentes, reunidos dentro de un 

mismo Estado. Las distinciones entre ciudadanos de un mismo país en función del nacimiento o del origen 

extranjero constituyen uno de los ejemplos más evidentes. Recordando que cuando se adopta legislación para 

dar aplicación al principio del Convenio, la misma debería incluir por lo menos todos los motivos de 

discriminación previstos en el artículo 1, 1), a), del Convenio, la Comisión pide nuevamente al Gobierno que 
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tome las medidas necesarias con miras a incluir la ascendencia nacional entre los motivos de discriminación 

prohibidos, con ocasión de una próxima revisión legislativa. También le pide que informe de toda evolución al 

respecto. 

Discriminación por motivo de sexo. Acoso sexual. En sus comentarios anteriores, la Comisión se refirió a las 

disposiciones legislativas relativas al acoso sexual y laboral, como son los artículos 164 y 165 de la LOTTT, el 

artículo 56 de la Ley Orgánica de Prevención, Condiciones y Medio Ambiente del Trabajo (LOPCYMAT), de 30 

de junio de 2005, y el artículo 15, 2), de la Ley Orgánica sobre el Derecho de las Mujeres a una Vida Libre de 

Violencia (LODMVLV), de 25 de noviembre de 2006, en su tenor reformado. El Gobierno indica en su memoria 

que el Ministerio Público es el que recibe las denuncias, aplica las sanciones previstas en la Ley y realiza campañas 

de sensibilización para los trabajadores y empleadores sobre la legislación vigente y sobre los procedimientos de 

queja disponibles. La Comisión toma nota de que el Gobierno se limita a informar que el Instituto Nacional de 

Prevención, Salud y Seguridad Laborales (INPSASEL) dispone de cifras estadísticas sobre las denuncias de acoso 

sexual en el trabajo, el tratamiento dado a las mismas, las sanciones impuestas y las reparaciones acordadas, sin 

proporcionar las mismas. La Comisión pide al Gobierno que continúe adoptando e implementando programas 

de sensibilización y formación para los órganos encargados de la recepción de denuncias, en particular sobre 

el acoso sexual en sus dos formas, el que se asemeja a un chantaje y el que se deriva de la creación de un 

ambiente de trabajo hostil. También le pide que informe sobre la implementación del artículo 56 de la 

LOPCYMAT y que realice campañas de sensibilización para los trabajadores y los empleadores sobre la 

legislación vigente y los procedimientos de queja disponibles. La Comisión pide al Gobierno que envíe 

información estadística sobre las denuncias de acoso sexual en el trabajo examinadas por el INPSASEL, el 

tratamiento dado a las mismas, las sanciones impuestas y las reparaciones acordadas. 

Artículo 1, 1), b). Discriminación por motivo de estado serológico respecto del VIH. En su comentario anterior, 

la Comisión tomó nota de la adopción de la Ley para la promoción y protección del derecho a la igualdad de las 

personas con VIH o sida y sus familiares, de 30 de diciembre de 2014. La Comisión toma nota de las informaciones 

proporcionadas por el Gobierno respecto de lo dispuesto en los artículos 23 (igualdad en el derecho al trabajo), 

24 (garantías de igualdad en el trabajo), 25 (inamovilidad laboral), 26 (garantías de igualdad en salud y seguridad 

laboral) y 27 (garantía de igualdad en la seguridad social), de la ley en cuestión. La Comisión pide nuevamente 

al Gobierno que envíe información sobre toda denuncia por discriminación, incluyendo la violación de la 

prohibición de la exigencia de pruebas del VIH para acceder o permanecer en el empleo, sobre el tratamiento 

dado a las mismas, las sanciones impuestas y las reparaciones acordadas. 

Artículos 2 y 3, f). Política nacional de igualdad de género. La Comisión toma nota de la información 

proporcionada por el Gobierno en su memoria respecto de las disposiciones constitucionales y legales vigentes en 

materia de igualdad de género, y de los objetivos del Plan para la igualdad y equidad de género «Mamá Rosa» 

2013-2019. El Gobierno indica que, por medio del Fondo Nacional para el Desarrollo Productivo de las Mujeres, 

creado en 2013, cuyo objeto es promover la inclusión de la mujer en la actividad económica, se han financiado 

5 862 proyectos o iniciativas socioproductivas en el área agrícola, beneficiando a 5 398 mujeres a nivel nacional. 

El Gobierno también hace mención de los resultados del programa nacional «Soy Mujer», lanzado en mayo de 

2016, cuyo objetivo principal es incluir a las mujeres en los procesos de producción nacional inscritos en los 

motores de la Agenda Económica Bolivariana. Por medio de dicho programa, se han otorgado 2 288 créditos, en 

todo el territorio nacional. Añade que en marzo de 2017, el Presidente de la República instruyó a la banca pública 

del país a que destinara el 45 por ciento de su cartera crediticia a mujeres u organizaciones de mujeres con 

iniciativas socioproductivas. El Gobierno añade que, por medio de la Gran Misión «Hogares de la Patria», a marzo 

de 2017 se habían beneficiado más de 97 588 mujeres en todo el territorio nacional. Las beneficiarias se 

desempeñan en trabajos del hogar, tienen dependientes (hijas, hijos, madres, padres u otros familiares) y sus 

familias o no perciben ingresos de ningún tipo o perciben ingresos inferiores al costo de la canasta alimentaria. 

En su Estudio General de 2012 sobre los convenios fundamentales, párrafo 847, la Comisión indicó que era 

necesario realizar un control, una evaluación y un ajuste continuos no sólo de las medidas establecidas para 

promover la igualdad, sino también de su impacto en la situación de los grupos protegidos y de la incidencia de 

la discriminación. La Comisión pide una vez más al Gobierno que envíe información sobre la ejecución del 

Plan para la igualdad y equidad de género «Mamá Rosa» 2013-2019, puntualizado los resultados obtenidos, 

así como los obstáculos encontrados en la aplicación del Convenio. La Comisión pide nuevamente al Gobierno 

que informe sobre las actividades llevadas a cabo por la Comisión Nacional de Justicia de Género para abordar 

la discriminación en el empleo y la ocupación. También le pide que envíe información sobre la adopción, 

ejecución e impacto de planes y políticas en relación con los otros motivos de discriminación previstos en el 

artículo 1, 1), a) y b), del Convenio. 
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C111 - Observación (CEACR) - Adopción: 2017, Publicación: 107ª reunión CIT (2018) 

La Comisión toma nota de las observaciones formuladas por la Confederación de Trabajadores de Venezuela 

(CTV), la Unión Nacional de Trabajadores de Venezuela (UNETE), la Confederación General del Trabajo (CGT) 

y la Confederación de Sindicatos Autónomos (CODESA) recibidas en 2015, 2016 y 2017, que se refieren, como 

en ocasiones anteriores, a alegatos de discriminación por motivo de opinión política. Asimismo, la Comisión toma 

nota de las observaciones formuladas por la Central de Trabajadores Alianza Sindical Independiente (CTASI), 

recibidas el 31 de agosto de 2017. La Comisión toma nota de las respuestas del Gobierno a estas observaciones. 

Seguimiento de las decisiones del Consejo de Administración (queja presentada en virtud del artículo 26 de 

la Constitución de la OIT) 

La Comisión recuerda que en sus comentarios anteriores tomó nota de la queja presentada en virtud del artículo 

26 de la Constitución de la OIT por varios delegados trabajadores en la Conferencia Internacional del Trabajo de 

2016, en la que se alegaba el incumplimiento del Convenio sobre la libertad sindical y la protección del derecho 

de sindicación, 1948 (núm. 87), del Convenio sobre la protección del salario, 1949 (núm. 95) y del Convenio 

sobre la discriminación (empleo y ocupación), 1958 (núm. 111) por parte de la República Bolivariana de 

Venezuela, declarada admisible por el Consejo de Administración, en su 328.ª reunión (octubre-noviembre de 

2016). En relación con el Convenio núm. 111, los alegatos se referían a actos de discriminación por motivos 

políticos (como son la elaboración de listas de opositores, entre éstas la denominada «Lista Tascón» en la que 

figuraban los nombres de las personas que habían firmado la convocatoria de 2004 a un referéndum revocatorio 

del mandato del entonces Presidente de la República, y más recientemente las declaraciones hechas respecto de 

quienes apoyaron la convocatoria de 2016 a un referéndum revocatorio del mandato del actual Presidente de la 

República) y la partidización e ideologización de los cargos y del ambiente en la función pública. En diversas 

comunicaciones, el Gobierno objetó a la admisibilidad de la queja y, en lo concerniente al Convenio, el Gobierno 

indicó que, en el país, se promueve el principio de no discriminación en todas sus formas, previsto en el marco 

jurídico nacional y que ningún trabajador puede ser despedido, sin justa causa, por motivos políticos; además, 

rechazó enfáticamente la acusación referente a la presunta partidización e ideologización de los cargos y del 

ambiente en la función pública. En su 329.ª reunión (marzo de 2017), el Consejo de Administración 

decidió: a) que todos los alegatos de la queja relativa al Convenio núm. 87 se transmitieran, para su examen, al 

Comité de Libertad Sindical; b) que, en vista de que la Comisión de Expertos en Aplicación de Convenios y 

Recomendaciones (CEACR) no había examinado en fechas recientes todos los aspectos de la queja relativa a los 

Convenios núms. 95 y 111, se transmitieran esos alegatos a la CEACR para su examen completo, y c) que la queja 

no se remitiera a una comisión de encuesta y que, por tanto, se diera por terminado el procedimiento entablado en 

virtud del artículo 26 de la Constitución de la OIT. 

Artículo 1, 1), a), del Convenio. Discriminación fundada en la opinión política. Desde hace numerosos años 

(2007), la Comisión ha venido tomando nota de alegados actos de discriminación por motivos políticos contra los 

empleados de la administración pública central o descentralizada, empresas del Estado y miembros de las fuerzas 

armadas, los que incluyen amenazas, hostigamiento, traslado, desmejoramiento de las condiciones de trabajo y 

despidos masivos. La Comisión había tomado nota de denuncias de despido masivo de quienes no pertenezcan al 

partido gobernante, no participen de las manifestaciones a favor del Gobierno o que se expresen en contra del 

mismo, así como de la persistente discriminación contra los trabajadores que figuran en la Lista Tascón (entre 

otras, las denuncias se referían a los despidos de 124 trabajadores del Banco Bicentenario, de 40 trabajadores de 

la Fundación Nacional del Niño Simón, y de cuatro trabajadores del Servicio Nacional Integrado de 

Administración Aduanera y Tributaria (SENIAT), por haberse pronunciado a favor de la consulta popular para la 

activación de un referéndum revocatorio del Presidente de la República). La Comisión toma nota de que en sus 

recientes comunicaciones, la CTV, la UNETE, la CGT, la CTASI y la CODESA alegan que la discriminación por 

motivos políticos, lejos de atenuarse se ha agravado, y denuncian las intimidaciones y las sanciones en contra de 

los trabajadores que participaron o se pronunciaron a favor de la consulta popular para la activación de un 

referéndum revocatorio del mandato del Presidente de la República en 2016. La Comisión toma nota de que estos 

alegatos, en particular los vinculados con las amenazas de altos funcionarios del Gobierno y dirigentes del partido 

oficial en contra de personas que votaron por los candidatos de oposición en las elecciones parlamentarias de 

diciembre de 2015 y a favor del referéndum revocatorio del mandato del Presidente de la República de 2016, 

también fueron denunciados en el marco de la queja presentada en virtud del artículo 26 de la Constitución de la 

OIT por delegados trabajadores a la Conferencia Internacional del Trabajo. La Comisión toma nota también de 

que, en sus observaciones de 2017, la CTASI alega que, desde los eventos de 2002, se ha venido estigmatizando 

cualquier expresión de disidencia política. Asimismo, la Comisión observa que la CTV, la CGT, la UNETE y la 

CODESA alegan que los funcionarios y trabajadores son sujetos de movilización obligatoria para concentraciones 

y marchas en apoyo al Gobierno. 
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La Comisión toma nota de que en sus respuestas a las observaciones formuladas por la UNETE, la CTV, la CGT 

y la CODESA, el Gobierno indica que la estabilidad laboral está reconocida por la Ley Orgánica del Trabajo, los 

Trabajadores y las Trabajadoras (LOTTT) y por la Constitución Nacional, aunque existan excepciones a esa regla, 

específicamente la del trabajador de dirección. Añade el Gobierno que la inamovilidad laboral, prevista en el 

decreto núm. 2158, de 28 de diciembre de 2015, con rango, valor y fuerza de ley, ha sido extendida por tres años 

y recuerda que los trabajadores amparados por dicho decreto no pueden ser despedidos, desmejorados o 

trasladados. La Comisión toma nota de que el Gobierno reitera en su memoria de 2017 que la discriminación por 

razones políticas de los trabajadores y de las trabajadoras es contraria a los principios establecidos en el 

ordenamiento jurídico nacional, e indica que, en 2005, el entonces Presidente de la República ordenó que se dejara 

de lado la denominada Lista Tascón. El Gobierno se refiere a las respuestas dadas con anterioridad, y rechaza los 

alegatos respecto de la Lista Tascón y desmiente los argumentos esgrimidos respecto de las elecciones 

parlamentarias del 2015. Además indica que: 1) en lo concerniente a los alegatos de grave situación en el país por 

los despidos masivos por motivos políticos, que las denuncias realizadas son generales y no precisan si se 

presentaron denuncias ante las distintas instancias oficiales que ofrece la institucionalidad para la atención de 

víctimas de agravios, vulneración de derechos individuales o colectivos, o delitos o ante las instancias 

administrativas dependientes del Ministerio del Poder Popular para el Proceso Social del Trabajo, por el despido 

de un trabajador amparado por la inamovilidad; 2) en lo atinente a las alegadas amenazas de despido contra 

quienes hubieran votado por la oposición, que la participación de los ciudadanos en actividades políticas no está 

sujeta al estatus que tengan por ser funcionarios públicos o trabajadores de empresa pública o privada, y que la 

participación del pueblo es protagónica y por ende, cualquiera que así lo desee, puede asistir o no a las actividades 

políticas que se convoquen, y 3) en lo referente a las supuestas amenazas de sanciones y despidos por haber 

apoyado el referéndum revocatorio del mandato del Presidente de la República, que requiere de más detalles al 

no tener conocimiento de denuncias presentadas al respecto ante instancias administrativas o judiciales. 

La Comisión observa con preocupación las nuevas denuncias de discriminación en el empleo por motivos 

políticos. Al tiempo de que toma nota de las disposiciones constitucionales y legales, que según el Gobierno 

protegen contra la discriminación en el empleo, la Comisión recuerda que las medidas legislativas para dar 

cumplimiento a los principios del Convenio son importantes, pero no suficientes para lograr el objetivo del mismo. 

Además, la existencia de disposiciones jurídicas no implica que no haya discriminación en la práctica. La 

Comisión reitera que la protección contra la discriminación basada en la opinión política implica protección de 

las actividades encaminadas a expresar o demostrar oposición a opiniones y principios políticos preestablecidos. 

Asimismo, la obligación general de conformarse a una ideología establecida es considerada discriminatoria (véase 

el Estudio General de 2012 sobre los convenios fundamentales, párrafos 805, 850 y 856). En estas condiciones, 

la Comisión pide una vez más al Gobierno que tome las medidas necesarias sin demora para velar por el pleno 

respeto y cumplimiento del Convenio y que se asegure que ni los trabajadores del sector público ni los del sector 

privado sean objeto de discriminación debido a su opinión política. Asimismo, teniendo en cuenta el elevado 

número de alegatos presentados y que según el Gobierno las denuncias son generales, la Comisión urge al 

Gobierno a que sin demora tome todas las medidas necesarias para establecer un grupo de trabajo que 

involucre a todas las organizaciones sindicales concernidas, que examine y sistematice el tratamiento de todas 

las denuncias y que permita al mismo tiempo reflexionar sobre un sistema de prevención y el establecimiento 

de mecanismos o instituciones para atender de manera independiente denuncias de discriminación en el 

empleo y la ocupación sobre la base de los motivos del Convenio, en particular la discriminación por motivos 

políticos, además de proporcionar reparaciones adecuadas. La Comisión recuerda al Gobierno que puede 

recurrir a la asistencia técnica de la OIT. 

La Comisión plantea otras cuestiones en una solicitud dirigida directamente al Gobierno. 

 

C122 - Observación (CEACR) - Adopción: 2017, Publicación: 107ª reunión CIT (2018) 

La Comisión toma nota de las observaciones formuladas por la Central de Trabajadores Alianza Sindical 

Independiente (CTASI), así como de las observaciones presentadas por la Organización Internacional de 

Empleadores (OIE) y la Federación de Cámaras y Asociaciones de Comercio y Producción de Venezuela 

(FEDECAMARAS), recibidas el 31 de agosto de 2017. La Comisión toma nota asimismo de las observaciones 

de la Unión Nacional de Trabajadores de Venezuela (UNETE), la Confederación de Trabajadores de Venezuela 

(CTV), la Confederación General del Trabajo (CGT) y la Confederación de Sindicatos Autónomos (CODESA), 

recibidas el 18 de septiembre de 2017. La Comisión solicita al Gobierno que envíe sus comentarios al respecto. 

Seguimiento de las conclusiones de la Comisión de Aplicación de Normas (Conferencia Internacional del 

Trabajo, 106.ª reunión, junio de 2017) 
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La Comisión toma nota de la discusión sobre la aplicación del Convenio que tuvo lugar en la Comisión de 

Aplicación de Normas de la Conferencia en junio de 2017. La Comisión toma nota además de que en sus 

conclusiones, la Comisión de la Conferencia tomó nota con gran preocupación de que el Gobierno aún no había 

dado curso a sus conclusiones de 2016. La Comisión de la Conferencia tomó nota también de la falta de diálogo 

social en relación con una política activa de empleo destinada a promover el pleno empleo, productivo y 

libremente elegido. A la luz de la discusión, la Comisión de la Conferencia instó al Gobierno a que: con asistencia 

técnica de la OIT y sin dilación, formule, en consulta con las organizaciones más representativas de empleadores 

y de trabajadores, una política de empleo orientada a promover el pleno empleo, productivo y libremente elegido, 

en un clima de diálogo exento de cualquier forma de intimidación; adopte medidas concretas para poner en 

práctica una política de empleo que estimule el crecimiento y el desarrollo económicos, eleve los niveles de vida 

y ayude a combatir el desempleo y el subempleo; e institucionalice un debate tripartito, con la presencia de la 

OIT, para fomentar un clima de confianza basado en el respeto de las organizaciones de empleadores y de 

trabajadores a fin de impulsar el diálogo social y promover unas relaciones laborales sólidas y estables. Asimismo, 

la Comisión de la Conferencia instó al Gobierno a que presentara informaciones detalladas a la Comisión de 

Expertos sobre la aplicación en la práctica del Convenio; y dé seguimiento a las conclusiones de la Comisión de 

la Conferencia. Por último, la Comisión acoge con beneplácito la aceptación por parte del Gobierno de una misión 

tripartita de alto nivel de la OIT, siguiendo la recomendación de la Comisión de la Conferencia de 2016. La 

Comisión confía en que la misión tripartita de alto nivel de la OIT examinará los progresos alcanzados para 

cumplir con las conclusiones de la Comisión de la Conferencia. 

Artículos 1 y 2 del Convenio. Aplicación de la política de empleo en el marco de una política económica y social 

coordinada. Medidas para responder a la crisis económica. La Comisión toma nota de que, en el marco de las 

discusiones sobre el caso de la República Bolivariana de Venezuela ante la Comisión de Aplicación de Normas 

en junio de 2017, un representante gubernamental se refirió a la memoria presentada en 2016 e indicó que en la 

misma se habían presentado indicadores que dan cuenta de la existencia de una política de empleo sostenida. Al 

respecto, el Gobierno se refirió a la ejecución del segundo plan socialista de desarrollo económico y social de la 

nación y de la Agenda Económica Bolivariana. La Comisión toma nota, por otra parte, de que el Gobierno destaca 

en su memoria que en octubre de 2016 se reforzaron las Misiones y Grandes Misiones en el marco de la adopción 

del Plan de socialismo en lo territorial 2016-2019. En particular, el Gobierno se refiere a la «Gran misión saber y 

trabajo», que fue creada con el objetivo de atender a las personas desempleadas que no reciben ningún tipo de 

ingreso y a las «Bases de misiones» que persiguen erradicar la pobreza extrema. Asimismo, se han continuado 

dictando decretos de inamovilidad laboral y se ha llevado a cabo un aumento anual del salario mínimo tomando 

como referencia el costo de la canasta básica. El Gobierno indica que, en el marco de la Agenda Económica 

Bolivariana, los agentes sociales han participado en mesas de trabajo con miras a diseñar medidas que generen 

estabilidad y empleo. La Comisión toma nota de que la CTASI señala en sus observaciones que el Gobierno 

continúa sin adoptar una política de empleo. La OIE y FEDECAMARAS sostienen una vez más que no existe 

dentro de la planificación macroeconómica del país una política coordinada para la ejecución conjunta de planes 

de empleo. Asimismo, las organizaciones de empleadores se refieren a información estadística del Fondo 

Monetario Internacional (FMI), que prevé una contracción del 10 por ciento del PIB y una inflación acumulada 

del 1 660 por ciento en 2017, de forma que se alcanzaría el período de recesión más largo en el país en veinte años 

y Venezuela tendría la inflación más alta del mundo por tercer año consecutivo. Añaden que, según la Encuesta 

de condiciones de vida (ENCOVI), el 93 por ciento de los hogares en 2016 no tenían ingresos suficientes para 

acceder a la canasta básica y un 82 por ciento de la población vivía en situación de pobreza. Indican que se 

desconocen las acciones estratégicas concretas de la Agenda Económica Bolivariana adoptadas por el Gobierno 

con miras a reforzar la protección al empleo. Las centrales de trabajadores UNETE, CTV, CGT y CODESA 

señalan que también se desconocen las medidas adoptadas en el marco del Plan de desarrollo económico y social 

para 2007 2013 y de las misiones sociales en relación con la generación de empleo productivo. La Comisión 

solicita al Gobierno que continúe enviando información detallada sobre las medidas concretas adoptadas para 

elaborar y adoptar una política activa de empleo destinada a promover el pleno empleo, productivo y libremente 

elegido, en pleno cumplimiento del Convenio, y sobre las consultas llevadas a cabo con los interlocutores 

sociales a este fin. 

Tendencias del mercado laboral. La Comisión observa que, según la Encuesta de Hogares por Muestreo del 

Instituto Nacional de Estadística (INE), la tasa de actividad disminuyó del 64,8 por ciento en abril de 2015 al 62,7 

por ciento en abril de 2016. La tasa de actividad masculina aumentó 0,4 puntos porcentuales, mientras que la de 

las mujeres disminuyó 3,7 puntos porcentuales. En el mismo período, la tasa de inactividad aumentó del 35,2 por 

ciento al 37,3 por ciento, con un aumento significativo de la tasa de inactividad entre las mujeres (3,7 puntos 

porcentuales) en comparación con la de los hombres (0,4 puntos porcentuales). La tasa de población ocupada 

disminuyó del 93 por ciento al 92,7 por ciento, y la tasa de población desocupada aumentó del 7 por ciento al 7,3 

por ciento (8,3 por ciento entre las mujeres y 6,7 entre los hombres). En sus observaciones, la CTASI reitera que 
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las estadísticas de empleo utilizadas en la República Bolivariana de Venezuela no abordan la subocupación o el 

empleo precario, y destaca que la suma del desempleo abierto y de los ocupados con jornadas de quince horas o 

menos evidencia un déficit del mercado laboral en el país que llega al 11 por ciento. Las centrales de trabajadores 

UNETE, CTV, CGT y CODESA afirman que el Gobierno no facilita información detallada y desagregada sobre 

la situación, el nivel y las tendencias del empleo que permitan evaluar el impacto de las medidas adoptadas en el 

marco de la política de empleo. La Comisión solicita al Gobierno que brinde información detallada, incluyendo 

estadísticas actualizadas, desglosadas por sexo y edad, sobre la situación y las tendencias del mercado laboral 

en el país. La Comisión solicita asimismo al Gobierno que proporcione información sobre el impacto de las 

medidas tomadas para dar efecto al Convenio. 

Régimen laboral transitorio. En sus comentarios anteriores, la Comisión tomó nota de la adopción de la resolución 

núm. 9855, de 22 de julio de 2016, mediante la cual se establece un régimen laboral transitorio de carácter 

obligatorio y estratégico para el reimpulso del sector agroalimentario, que prevé la inserción laboral de 

trabajadores de empresas públicas y privadas en otras empresas (empresas requirentes) de dicho sector, distintas 

a las que generan la relación de trabajo originaria. La Comisión tomó nota asimismo de las observaciones de la 

OIE y FEDECAMARAS, en las que indicaban que eran las empresas requirentes (propiedad del Estado) y no el 

trabajador quienes disponen la movilización del trabajador hacia otra empresa, contrariamente a los principios del 

Convenio. La Comisión toma nota de que en junio de 2017, un representante gubernamental en la Comisión de la 

Conferencia declaró que la resolución núm. 9855 había sido derogada. Asimismo, el Gobierno indica en su 

memoria que el señalado régimen ha quedado sin efecto, ya que la citada resolución preveía una vigencia de 180 

días. La Comisión toma nota, sin embargo, de que las organizaciones de empleadores OIE y FEDECAMARAS 

señalan que no se conoce la derogatoria oficial de la resolución núm. 9855 y únicamente se ha dejado de aplicar 

temporalmente por el Gobierno. Sostienen, por lo tanto, que el Gobierno continúa infringiendo del principio del 

Convenio que requiere que los Estados Miembros deben desarrollar, de manera coordinada con los interlocutores 

sociales, una política activa destinada a fomentar el pleno empleo, productivo y libremente elegido. Ante la 

divergencia de posiciones, la Comisión solicita al Gobierno que indique la situación actual en la que se 

encuentra la aplicación de la resolución núm. 9855. 

Empleo juvenil. El Gobierno se refiere en su memoria a la adopción de diversas medidas con miras a reducir el 

desempleo juvenil y favorecer su inserción en el mercado de trabajo. Al respecto, el Gobierno indica que en virtud 

de la Ley de Empleo para la Juventud Productiva se proporciona acompañamiento y recursos a los jóvenes para 

que lleven a cabo proyectos que permitan impulsar la construcción del nuevo modelo de desarrollo económico 

del país. En 2017, se adoptó el plan chamba juvenil, que está dirigido a jóvenes de entre 19 y 35 años con el 

objetivo de incorporarlos al mercado de trabajo en aquellos sectores priorizados en la Agenda Económica 

Bolivariana. Este plan tiene como destinatarios fundamentalmente a jóvenes en situación de vulnerabilidad: 

jóvenes universitarios desocupados, jóvenes no escolarizados, madres solteras, jóvenes con cargas familiares y 

jóvenes en situación de calle. La primera fase del plan prevé la incorporación de 200 000 jóvenes al mercado 

laboral y se desarrollará en 172 centros de formación. El Gobierno indica además que la «Gran misión saber y 

trabajo» tiene entre sus principales objetivos la implementación de un plan especial de empleo productivo para 

los jóvenes. Por otra parte, el Gobierno indica que en 2016, 24 085 mujeres y 17 737 hombres fueron aprendices 

activos en el Programa nacional de aprendizaje (PNA). La tasa de ocupación de participantes del PNA aumentó 

del 1,88 por ciento en 2015 al 2,10 por ciento en 2016. El Gobierno añade que a través de la cooperación entre 

diversos entes del Estado y entidades de trabajo privadas, más de 40 000 jóvenes aprendices al año reciben 

capacitación y son incorporados al mercado laboral. En sus observaciones, la OIE y FEDECAMARAS sostienen 

que las cifras de empleo juvenil de la encuesta oficial de abril de 2016 no reflejan la gravedad de la situación. 

Indican que se ha producido una disminución significativa de la población económica activa y un aumento del 

desempleo entre los jóvenes de 15 a 24 años. Por su parte, las centrales de trabajadores UNETE, CTV, CGT y 

CODESA lamentan que el Gobierno oculte información sobre las tendencias del empleo juvenil. Además, 

sostienen que no se han adoptado medidas para minimizar el impacto del desempleo en los jóvenes y favorecer 

su inserción duradera en el mercado de trabajo, en particular, de las categorías más desfavorecidas de jóvenes. La 

Comisión reitera su solicitud al Gobierno de que, con la participación de los interlocutores sociales, presente 

una evaluación de las medidas de política activa de empleo ejecutadas para reducir el desempleo juvenil y 

favorecer su inserción duradera en el mercado de trabajo, particularmente para las categorías de jóvenes más 

desfavorecidas. La Comisión solicita también al Gobierno que continúe enviando información estadística 

detallada, desglosada por edad y sexo, sobre las tendencias del empleo juvenil. 

Desarrollo de pequeñas y medianas empresas (pymes). En respuesta a sus comentarios anteriores, el Gobierno 

indica que se han evaluado las necesidades de las pymes con el objetivo de mejorar su eficiencia productiva, se 

les ha otorgado asistencia técnica y financiación, y se han creado nuevos incentivos y mecanismos para favorecer 

el desarrollo del sector de la pequeña y media industria. El Gobierno se refiere además en su memoria a la adopción 
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de medidas para promover el emprendimiento entre mujeres, entre otras, el programa «Soy Mujer» que otorga 

apoyo técnico, logístico y financiero a sus proyectos. La Comisión toma nota, sin embargo, que la OIE y 

FEDECAMARAS señalan en sus observaciones que se está produciendo un cierre cada vez más acelerado de 

empresas privadas, especialmente de pequeñas y medianas empresas, las cuales representan el 80 por ciento del 

total. La Comisión solicita al Gobierno que envíe información sobre el impacto de las medidas adoptadas para 

favorecer la creación y productividad de las pequeñas y medianas empresas, y para favorecer un clima propicio 

para la generación de empleos en dichas empresas. 

Artículo 3. Participación de los interlocutores sociales. La Comisión toma nota de que en junio de 2017 se 

organizó, en el marco de la Conferencia Internacional del Trabajo, una reunión tripartita entre el Gobierno y los 

interlocutores sociales. No obstante, los miembros empleadores en la Comisión de la Conferencia manifestaron 

su negativa a participar en dicha reunión debido a la falta de equilibrio en la representatividad, ya que no todas 

las organizaciones de trabajadores de la República Bolivariana de Venezuela presentes en la Conferencia habían 

sido convocadas a participar en la misma. Por otro lado, la Comisión toma nota de que el Gobierno indica en su 

memoria que ha celebrado reuniones con FEDECAMARAS y las organizaciones de trabajadores en 2017. Por su 

parte, la OIE y FEDECAMARAS indican que el Gobierno continúa incumpliendo con su obligación de consultar 

a los representantes de los empleadores y de los trabajadores para formular la política de empleo, destacando que 

FEDECAMARAS, a pesar de su representatividad, lleva diecisiete años sin ser consultada por el Gobierno sobre 

la definición o coordinación de la política de empleo. FEDECAMARAS indica además que no ha sido convocada 

al Consejo Nacional de Economía Productiva (CNEP), en el seno del cual se celebran consultas sobre áreas 

económicas estratégicas para el país. FEDECAMARAS solicita que el Gobierno proporcione las minutas de las 

reuniones del CNEP, en las que se hayan acordado la política de empleo, los incrementos salariales o cualquier 

otra medida estructural en relación al empleo. Las centrales de trabajadores UNETE, CTV, CGT y CODESA 

afirman que las organizaciones de trabajadores continúan sin ser consultadas para la formulación de las políticas 

y que el Gobierno continúa también sin tomar en consideración los puntos de vista de las organizaciones de 

empleadores y de trabajadores para desarrollar y aplicar las políticas y los programas de empleo. La Comisión 

reitera nuevamente su solicitud al Gobierno de transmitir información, incluyendo ejemplos concretos, sobre 

la manera en que se han consultado y tenido en cuenta los puntos de vista de las organizaciones de empleadores 

y de trabajadores para desarrollar y aplicar las políticas y los programas de empleo. Asimismo, la Comisión 

solicita una vez más al Gobierno que proporcione información detallada sobre las actividades del CNEP 

relacionadas con los temas cubiertos por el Convenio. 

 

C143 - Solicitud directa (CEACR) - Adopción: 2017, Publicación: 107ª reunión CIT (2018) 

Artículo 2 del Convenio. Migraciones en condiciones abusivas. Determinación sistemática. La Comisión toma 

nota de la información proporcionada por el Gobierno respecto de las autoridades competentes en materia de 

atención a trabajadores migrantes indocumentados o sujetos a condiciones abusivas de trabajo, 

independientemente de su condición migratoria. La Comisión recuerda que los Estados Miembros deberían aspirar 

a identificar metódicamente las condiciones abusivas de vida y de trabajo de los trabajadores migrantes, como un 

primer paso para impedir y eliminar la migración en condiciones abusivas. A este respecto, destaca que la principal 

responsabilidad de los inspectores del trabajo es garantizar el cumplimiento de las disposiciones legales relativas 

a las condiciones de trabajo y a la protección de los trabajadores. La Comisión pide al Gobierno que indique si 

se han detectado situaciones de trabajadores migrantes y trabajadores indocumentados empleados o sujetos a 

condiciones abusivas de trabajo y, de ser el caso, precise su número, su nacionalidad y el trabajo que realizan. 

Asimismo, le pide una vez más que indique la manera en que los empleadores y las organizaciones de 

trabajadores son consultadas o facultadas para rendir la información que tengan disponible sobre este 

particular. 

Artículo 12. Colaboración de las organizaciones de empleadores y trabajadores, e igualdad de oportunidades y de 

trato. El Gobierno se refiere en su memoria a la participación amplia e incluyente de los sectores de empleadores 

y trabajadores en el fortalecimiento del modelo productivo nacional planteado por el Plan de la patria. La 

Comisión recuerda que la participación de los interlocutores sociales resulta fundamental para garantizar la 

aplicación eficaz del Convenio. Ante la ausencia de información detallada respecto del nivel de colaboración 

con los interlocutores sociales, la Comisión pide nuevamente al Gobierno que indique las medidas concretas 

tomadas o previstas en cooperación con las organizaciones de empleadores y de trabajadores para dar 

cumplimiento a la política nacional de acuerdo al artículo 12, a)-g), del Convenio. 

Aplicación del Convenio en la práctica. Según las informaciones estadísticas facilitadas por el Gobierno, en 2016, 

se otorgaron 713 autorizaciones laborales, de éstas 635 a trabajadores extranjeros y 78 a trabajadoras extranjeras. 
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En el primer trimestre del año 2017, un 93 por ciento de las autorizaciones laborales emitidas o renovadas lo 

fueron a trabajadores de sexo masculino (287 de 297), principalmente en los sectores de la construcción (34 por 

ciento), los servicios comunales, sociales y personales (32 por ciento), y la explotación de minas y canteras (21 

por ciento). La Comisión solicita al Gobierno que proporcione estadísticas desglosadas por sexo, país de destino 

y sector de actividad de los trabajadores venezolanos en el exterior. También le pide que continúe 

proporcionando estadísticas desagregadas por sexo, nacionalidad, y sector de actividad respecto de las 

autorizaciones laborales otorgadas a trabajadores migrantes en el país. 

 

C143 - Observación (CEACR) - Adopción: 2017, Publicación: 107ª reunión CIT (2018) 

Artículo 10 y 12, d), del Convenio. Igualdad de oportunidades y de trato. En respuesta a las solicitudes formuladas 

por la Comisión desde hace ya varios años de reformar o derogar las disposiciones legales que limitan el acceso 

al empleo de los trabajadores extranjeros, el Gobierno indica en su memoria que las disposiciones contenidas en 

la Constitución Nacional y en la Ley Orgánica del Trabajo, los Trabajadores y las Trabajadoras (LOTTT) 

garantizan la igualdad de oportunidades y prohíben la discriminación en el acceso y en las condiciones de trabajo 

basada en la nacionalidad. La Comisión recuerda que aunque la existencia de legislación para combatir la 

discriminación sea importante, no resulta suficiente para garantizar la igualdad de oportunidades y de trato en la 

práctica. En efecto, es necesario tomar medidas proactivas para garantizar la aceptación y la observancia del 

principio de no discriminación. Por otra parte, la Comisión recuerda que el artículo 12, d), prevé que se deberá 

derogar toda disposición legislativa y modificar toda norma o práctica administrativa que sea incompatible con la 

política nacional. Los artículos 27 (porcentaje de personal venezolano), 28 (excepciones temporales), 29 

(contratación de trabajadores extranjeros y trabajadoras extranjeras) y 231 (límite de trabajadores y trabajadoras 

agrícolas extranjeros) de la LOTTT restringen la contratación de los trabajadores extranjeros al prever que los 

trabajadores nacionales deberán representar un 90 por ciento del total del personal, salvo las excepciones 

taxativamente enumeradas, y que los trabajadores extranjeros no podrán percibir más del 20 por ciento del total 

de las remuneraciones pagadas al conjunto del personal. La Comisión lamenta tomar nota de que, a pesar del 

tiempo transcurrido y las numerosas solicitudes formuladas, el Gobierno no modifica las disposiciones en 

cuestión. La Comisión insta firmemente una vez más al Gobierno a tomar las medidas necesarias con miras a 

la modificación o derogación de los artículos 27, 28, 29 y 231 de la Ley Orgánica del Trabajo, las Trabajadoras 

y los Trabajadores (LOTTT) a fin de poner la legislación en plena conformidad con el principio de igualdad 

de oportunidades y de trato en materia de empleo de los trabajadores migrantes respecto de los trabajadores 

nacionales. 

La Comisión plantea otras cuestiones en una solicitud dirigida directamente al Gobierno. 

 

C144 - Observación (CEACR) - Adopción: 2017, Publicación: 107ª reunión CIT (2018) 

La Comisión toma nota de que, en su 329.ª reunión (marzo de 2017), el Consejo de Administración declaró 

admisible una queja alegando el incumplimiento por la República Bolivariana de Venezuela de los Convenios 

núms. 26, 87 y 144 presentada por un grupo de delegados empleadores en la Conferencia Internacional del Trabajo 

de 2015, en virtud del artículo 26 de la Constitución de la OIT. En dicha reunión, el Consejo de Administración 

tomó nota de la información proporcionada por el Gobierno sobre los esfuerzos desplegados para reforzar el 

diálogo social con la Federación de Cámaras y Asociaciones de Comercio y Producción de Venezuela 

(FEDECAMARAS), pero lamentó la falta de progresos en el establecimiento de una mesa de diálogo social y de 

un plan de acción mencionados por el Consejo de Administración en el pasado, y recordó que las recomendaciones 

formuladas por la Misión Tripartita de Alto Nivel que visitó el país en 2014 todavía no se han implementado. Por 

ello, urgió al Gobierno a que adoptara medidas para garantizar que no hubieran actos de injerencia, agresión y 

estigmatización contra FEDECAMARAS, sus organizaciones afiliadas y sus dirigentes, y que institucionalizara 

sin demora una mesa redonda tripartita, con la presencia de la OIT, para fomentar el diálogo social con miras a la 

resolución de todos los temas pendientes. En la 331.ª reunión del Consejo de Administración, en octubre-

noviembre de 2017, el Gobierno reiteró su compromiso con el diálogo social, e informó de dos reuniones 

celebradas el 19 y 25 de octubre de 2017 entre el Gobierno y la nueva mesa ejecutiva de FEDECAMARAS. La 

Comisión acoge con beneplácito la aceptación por el Gobierno a través de su comunicación de fecha 24 de 

noviembre de 2017 y sus anexos, tras la celebración de la 331.ª reunión del Consejo de Administración, de la 

misión de alto nivel de la OIT y de la instauración de una mesa redonda tripartita con la presencia de la OIT. La 

Comisión espera firmemente que el Gobierno adoptará sin demora las medidas necesarias con miras a la 

celebración de la misión tripartita de alto nivel de la OIT y al establecimiento de una mesa redonda tripartita 
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con la presencia de la OIT, y espera que estas medidas llevarán en un futuro próximo a la resolución de los 

temas pendientes. 

En relación con sus comentarios de 2015, la Comisión toma nota de las observaciones formuladas conjuntamente 

por FEDECAMARAS y la Organización Internacional de Empleadores (OIE), recibidas el 18 de mayo y el 31 de 

agosto de 2016 y el 31 de agosto de 2017. La Comisión toma nota también de las observaciones presentadas por 

las centrales de trabajadores Unión Nacional de Trabajadores de Venezuela (UNETE), Confederación de 

Trabajadores de Venezuela (CTV), Confederación General de Trabajo (CGT) y Confederación de Sindicatos 

Autónomos (CODESA), recibidas el 8 de septiembre de 2016 y el 18 de septiembre de 2017. Igualmente toma 

nota de las observaciones de la Central de Trabajadores Alianza Sindical Independiente (CTASI), recibidas el 23 

y 26 de agosto de 2016 y el 18 de septiembre de 2017. La Comisión toma nota además de las respuestas del 

Gobierno a las observaciones de los interlocutores sociales, que fueron recibidas el 11 de noviembre de 2016 y el 

24 de noviembre de 2017. 

Artículos 2, 5 y 6 del Convenio. Consultas tripartitas efectivas. La Comisión toma nota de la memoria del 

Gobierno informando de la creación del Consejo Nacional de Economía Productiva el 19 de enero de 2016, en el 

que participan, entre otros, representantes del Gobierno, de organizaciones de trabajadores, así como de empresas 

y cámaras adscritas a FEDECAMARAS. La Comisión toma nota, sin embargo, de que en sus observaciones las 

organizaciones de empleadores sostienen que FEDECAMARAS, a pesar de su representatividad, así como el 

sector sindical independiente no han sido invitados a participar en el citado consejo. Por otro lado, el Gobierno 

indica que se han celebrado reuniones entre representantes del Gobierno y de FEDECAMARAS, el 8 y el 14 de 

octubre de 2015, el 11 y el 31 de enero y el 19 y el 25 de octubre de 2017. Además, el Gobierno indica que los 

representantes del Gobierno y de FEDECAMARAS han intercambiado comunicaciones escritas en las que ambas 

partes han manifestado su voluntad de continuar con el proceso de diálogo. En sus observaciones, la OIE y 

FEDECAMARAS reiteran que las reuniones y comunicaciones mencionadas por el Gobierno no configuran un 

mecanismo de consulta ni de diálogo ejecutivo. Asimismo, sostienen que no existen órganos institucionalizados 

de diálogo social ni una mesa de diálogo tripartita, de acuerdo a lo establecido en el informe de la Misión de Alto 

Nivel de 2014. En este sentido, las organizaciones de empleadores destacan que el Gobierno ha adoptado 

importantes medidas en materia laboral sin consultar previamente a los interlocutores sociales, tales como el 

decreto ejecutivo núm. 2158 de 28 de diciembre de 2015, el incremento del salario mínimo y del cestaticket 

socialista de alimentación en 2016 y la aprobación de un Estado de excepción de emergencia económica el 14 de 

enero de 2016. FEDECAMARAS reitera que no exige una consulta exclusiva, sino tan solo ser incluida en las 

consultas que el Gobierno alega celebrar con los interlocutores sociales. Ante ello, el Gobierno indica que 

FEDECAMARAS se refiere a la falta de consulta en materias que se encuentran fuera del ámbito de aplicación 

del presente Convenio. Además, indica que las señaladas medidas han sido adoptadas tras su discusión en el seno 

del Consejo Nacional de Economía Productiva. Por otro lado, la UNETE, CTV, CGT y CODESA sostienen que 

el Gobierno no envía copias de sus memorias sobre los convenios ratificados a las centrales de trabajadores o 

envía tales copias sólo después de su transmisión a la Oficina, de manera que no pueden realizar sus aportaciones 

al respecto. La Comisión solicita al Gobierno que envíe información sobre las consultas celebradas respecto a 

cada una de las materias relativas a las normas internacionales del trabajo cubiertas por el artículo 5, párrafo 

1, del Convenio. La Comisión solicita también al Gobierno que comunique información sobre las consultas 

efectivas realizadas con los interlocutores sociales sobre la manera en que se podría perfeccionar el 

funcionamiento de los procedimientos requeridos por el Convenio. Adicionalmente, y en el contexto de los 

procedimientos requeridos por el Convenio, la Comisión espera que el Gobierno tomará medidas para 

establecer un plazo adecuado que permita a las organizaciones de empleadores y de trabajadores disponer de 

suficiente antelación para poder formar sus opiniones y hacer los comentarios que consideren oportunos al 

respecto de los proyectos compartidos por el Gobierno en conformidad con el artículo 5, párrafo 1. 

 

C158 - Observación (CEACR) - Adopción: 2017, Publicación: 107ª reunión CIT (2018) 

La Comisión toma nota de las observaciones formuladas por la Organización Internacional de Empleadores (OIE) 

y la Federación de Cámaras y Asociaciones de Comercio y Producción de Venezuela (FEDECAMARAS) el 30 

de agosto de 2017. Asimismo, toma nota de las observaciones de 18 de septiembre de 2017 formuladas por la 

Unión Nacional de Trabajadores de Venezuela (UNETE), la Confederación de Trabajadores de Venezuela (CTV), 

la Confederación General del Trabajo (CGT) y la Confederación de Sindicatos Autónomos (CODESA). La 

Comisión solicita al Gobierno que presente sus comentarios al respecto. 
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Artículo 8 del Convenio. Recursos contra el despido injustificado. En respuesta a sus comentarios anteriores, el 

Gobierno reitera que existen dos tipos de estabilidad laboral, la estabilidad relativa y la estabilidad absoluta. La 

Comisión toma nota de la respuesta del Gobierno indicando que mediante decretos presidenciales, se otorgó 

inamovilidad laboral a los trabajadores con una antigüedad superior de treinta días que no sean empleados de 

dirección. La Comisión nota de que, en virtud del artículo 94 de la Ley Orgánica del Trabajo, de las Trabajadoras 

y de los Trabajadores (LOTTT), los trabajadores protegidos de inamovilidad no pueden ser despedidos, ni 

trasladados, ni desmejorados sin una causa justificada la cual debe ser previamente calificada por el inspector del 

trabajo. Al respecto, la Comisión nota que dicho procedimiento se encuentra previsto por el artículo 422 de la 

LOTTT y que el mismo dispone que la decisión del inspector del trabajo será inapelable, quedando a salvo el 

derecho de las partes de interponer un recurso contencioso administrativo laboral ante los tribunales laborales 

competentes. Asimismo, el Gobierno se refiere al artículo 425 de la LOTTT, el cual dispone que cuando un 

trabajador amparado por fuero sindical o inamovilidad sea despedido, trasladado o desmejorado, dentro de los 

treinta días continuos, éste puede interponer una denuncia ante la Inspectoría del Trabajo solicitando la restitución 

de la situación jurídica infringida y el pago de salarios caídos y que la decisión del inspector del trabajo en materia 

de reenganche o restitución de la situación de un trabajador amparado es inapelable. Al respecto, la Comisión 

constata que las autoridades no darán curso alguno al recurso contencioso administrativo de nulidad, hasta tanto 

la autoridad administrativa no certifique el cumplimiento efectivo de la orden de reenganche y la restitución de la 

situación jurídica infringida (artículo 425, numeral 9 LOTTT). La OIE y FEDECAMERAS manifiestan que el 

régimen legal de inamovilidad laboral y los procedimientos de calificación de despidos y reenganche generan 

improductividad. Asimismo, manifiestan que no se ha establecido por vía legal o reglamentaria mecanismos para 

garantizar objetividad y neutralidad en el procesamiento de las calificaciones de despido ni mecanismos que 

ofrezcan garantías del derecho a la defensa y el debido proceso a los empleadores. Al respecto, la Comisión 

recuerda que, en virtud del artículo 9, 1), del Convenio, solo los organismos neutrales tales como los tribunales, 

los tribunales del trabajo y las juntas de arbitraje, estarán facultados para examinar las causas invocadas para 

justificar la terminación de la relación de trabajo y todas las demás circunstancias relacionadas con el caso, y 

pronunciarse sobre si la terminación estaba justificada. Por otra parte, en su memoria, el Gobierno indica, respecto 

al caso planteado con anterioridad por las organizaciones sindicales sobre el despido de los 972 trabajadores de 

los peajes pertenecientes al Ministerio de Transporte, que de los 71 peajes en el país sólo 21 se mantenían 

operativos, y que desde 2014, la administración de dichos peajes fue transferida a las gobernaciones, bajo la 

rectoría del Despacho de Transporte Terrestre y Obras Públicas (Gaceta Oficial núm. 40577). La Comisión pide 

al Gobierno que especifique la forma en la que garantiza, para los empleadores y los trabajadores, la 

imparcialidad del inspector del trabajo en el otorgamiento efectivo de la certificación de reenganche según lo 

previsto en el artículo 425, numeral 9, de la LOTTT. Asimismo, pide al Gobierno que indique el número de 

veces que fue interpuesto el recurso de nulidad y el número de veces que fue declarado con lugar. Por último, 

la Comisión pide al Gobierno que indique, respecto a los 972 trabajadores despedidos, si éstos fueron 

reintegrados a sus puestos de trabajo. 

Aplicación del Convenio en la práctica. El Gobierno indica que, a nivel nacional y hasta el tercer semestre de 

2017, se han instaurado un total de 27 214 procedimientos de denuncias por despidos, traslados o desmejoras y 

13 244 procedimientos de autorización de despido en las inspectorías de trabajo. Adicionalmente, el Gobierno 

señala que de enero a julio de 2017 se decidieron 9 989 denuncias por despidos, traslados y desmejoras, y 5 150 

procedimientos de autorización por despido. Por otra parte, la Comisión toma nota de que sólo el 41 por ciento de 

los expedientes en mora entre 2006 y 2015 han sido resueltos, razón por la cual el Gobierno ha implementado dos 

planes con miras a disminuir los casos de desacato y las demoras: i) el Plan de restitución de derechos y cargas de 

insolvencias en el Sistema de Registro de Insolvencias y Subsanación (SIRIS), implementado en 2017, tiene como 

objetivo la reducción del número de desacatos en los procedimientos administrativos de reenganches; al respecto, 

el Gobierno indica que durante sus primeras doce semanas de implementación, se realizaron 6 575 ejecuciones de 

reenganche, y ii) el Plan puesta al día que está dirigido a la toma de acciones en vista de evitar el retardo procesal 

y dar seguimiento a las causas juzgadas para así evitar los casos de desacato; al respecto, el Gobierno indica que 

desde la implementación de dicho plan se han decidido 12 139 expedientes en materia de restitución de derechos 

y 2 684 en materia de autorizaciones de despido de los identificados en mora para el período 2006-2015. La 

Comisión toma nota de las observaciones formuladas por la OIE y FEDECAMERAS señalando que no se han 

construido nuevas inspectorías que permitan aligerar el flujo en el procesamiento de las calificaciones de despido 

y que ni las estadísticas ni los mecanismos de seguimiento del Gobierno son eficaces o accesibles. La Comisión 

pide al Gobierno que continúe proporcionando información actualizada sobre el número de despidos, el 

número de reenganches ordenados por la inspección del trabajo y el número de casos en los cuales los 

tribunales laborales declararon con lugar el orden de reenganche. Asimismo, pide al Gobierno que comunique 

información sobre el impacto del Plan de restitución de derechos y cargas de insolvencias y del Plan puesta al 

día en relación con la disminución de demoras y de situaciones de desacato. 
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Adoptado por la CEACR en 2016 

 

C029 - Observación (CEACR) - Adopción: 2016, Publicación: 106ª reunión CIT (2017) 

La Comisión toma nota de la memoria del Gobierno y de las observaciones de la Alianza Sindical Independiente 

(ASI), recibidas el 23 de agosto de 2016; de la Asociación Internacional de Empleadores (OIE) y de la Federación 

de Cámaras y Asociaciones de Comercio y Producción de Venezuela (FEDECAMARAS), de 31 de agosto de 

2016; y de la Confederación de Sindicatos Autónomos (CODESA), la Confederación de Trabajadores de 

Venezuela (CTV), la Confederación General del Trabajo (CGT) y la Unión Nacional de Trabajadores de 

Venezuela (UNETE), recibidas el 12 de octubre de 2016. También toma nota de la respuesta del Gobierno a estas 

observaciones, recibida el 11 de noviembre de 2016. 

Artículos 1, 1), 2, 1), y 25 del Convenio. Marco legislativo de lucha contra la trata de personas. La Comisión tomó 

nota anteriormente de que varios textos legislativos contienen disposiciones relativas a la trata de personas y, en 

particular, la Ley Orgánica contra la Delincuencia Organizada y Financiamiento al Terrorismo, de 2012. La 

Comisión solicitó al Gobierno que comunicara informaciones sobre los procedimientos judiciales iniciados y las 

condenas pronunciadas en los casos de trata, así como sobre las medidas adoptadas para reforzar los medios de 

los que disponen las autoridades para luchar contra este delito. 

La Comisión toma nota de que el Gobierno señala, en su memoria, que la institución competente en materia de 

lucha contra la trata es, ahora, la Oficina Nacional contra la Delincuencia Organizada y el Financiamiento al 

Terrorismo (ONCDOFT). Esta oficina se ocupa de realizar actividades periódicas para reforzar las estrategias de 

prevención, neutralización y lucha contra la trata de personas y sus vínculos con el crimen organizado. Las 

actividades se inscriben en el marco del plan «Patria segura», que tiene como objetivo disminuir la delincuencia 

en el conjunto del territorio nacional. El Gobierno precisa que la ONCDOFT organiza programas de formación 

para funcionarios del Poder Judicial, la Fiscalía y las fuerzas de seguridad, en relación con las diversas 

modalidades de trata de personas. Estos cursos de formación se imparten en el conjunto del territorio y, en 

particular, en las regiones fronterizas. Asimismo, se han desarrollado herramientas para mejorar los mecanismos 

de identificación de las víctimas de trata y de los modus operandi de este delito. La Comisión toma nota de estas 

informaciones y alienta al Gobierno a proseguir sus actividades de sensibilización y de formación destinadas 

a las diversas autoridades que intervienen en la lucha contra la trata de personas, con el fin de velar por que 

estas autoridades puedan detectar las situaciones de trata de personas y llevar a cabo las investigaciones 

pertinentes. 

La Comisión lamenta observar, no obstante, que el Gobierno no siempre ha comunicado informaciones sobre los 

procedimientos judiciales incoados ni sobre las sanciones pronunciadas en los casos de trata, tanto si éstos se han 

planteado en virtud de la Ley Orgánica contra la Delincuencia Organizada y el Financiamiento al Terrorismo, de 

2012, como en virtud de otros textos que contienen disposiciones que penalizan la trata. La Comisión toma nota 

de que, en sus observaciones finales relativas a la República Bolivariana de Venezuela, el Comité de las Naciones 

Unidas para la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer manifestó su inquietud ante la prevalencia de la 

trata de mujeres y niñas, en particular en las zonas fronterizas, así como sobre las denuncias de explotación sexual 

de mujeres y niñas en las zonas turísticas del Estado (CEDAW/C/VEN/CO/7-8, de 14 de noviembre de 2014, 

párrafo 20). La Comisión recuerda que el artículo 25 del Convenio exige que se apliquen sanciones penales 

eficaces a las personas que imponen trabajo forzoso. En consecuencia, la Comisión confía en que el Gobierno 

proporcionará informaciones sobre los procedimientos judiciales en curso y las sentencias pronunciadas en 

los casos de trata de personas, ya sea con fines de explotación sexual o de explotación en el trabajo, señalando 

las disposiciones de la legislación nacional en virtud de las cuales se han impuesto las sanciones 

correspondientes. 

Marco institucional. En lo que se refiere a la adopción de un plan de acción nacional, la Comisión toma nota de 

que, según las informaciones disponibles en el sitio web del Ministerio del Poder Popular para Relaciones 

Interiores, Justicia y Paz, este último mantiene conversaciones con las diversas instituciones implicadas en esta 

materia con miras a la formulación de líneas estratégicas dentro del marco del Plan nacional contra la trata de 

personas. Este plan está concebido en torno a tres ejes: prevención; investigación y sanciones; y protección de las 

víctimas. Además, se está estudiando también la creación de una comisión presidencial de lucha contra la trata de 

personas. Teniendo en cuenta la complejidad del fenómeno de la trata de personas, la Comisión espera que el 
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Gobierno adoptará todas las medidas necesarias para la pronta aprobación del Plan nacional contra la trata 

de personas y la aplicación de sus tres ejes de acción. La Comisión le pide que se sirva comunicar 

informaciones sobre las actividades realizadas, los resultados obtenidos y los obstáculos que dificultan la 

aplicación de este plan. Por otra parte, teniendo en cuenta que la lucha contra la trata requiere la intervención 

de numerosos actores, la Comisión espera que se haya previsto también a estos efectos un órgano de 

coordinación. 

Protección de las víctimas. La Comisión toma nota de que el Gobierno señala que la Coordinación nacional para 

la protección de las víctimas, testigos y demás sujetos procesales, en colaboración con las unidades de atención a 

las víctimas, se ocupa de proporcionar una protección adecuada a las víctimas tan pronto como se conoce el caso. 

Esta protección comprende la asistencia médica, psicológica y jurídica, un alojamiento provisional, los gastos que 

cubren su alimentación y las condiciones de seguridad. La Comisión pide al Gobierno que suministre 

informaciones concretas sobre el número de víctimas que se benefician de asistencia y sobre el tipo de 

asistencia que se les dispensa. 

Artículo 2, 2), d). Movilización de trabajadores. La Comisión toma nota de que, en sus observaciones, tanto la 

ASI como FEDECAMARAS y la OIE, se refieren a la adopción de la resolución núm. 9855, de 19 de julio de 

2016, que establece un régimen laboral transitorio de carácter obligatorio y estratégico para todas las entidades de 

trabajo del país públicas, privadas, de propiedad social y mixtas, que contribuya a la reactivación productiva del 

sector agroalimentario, estableciendo mecanismos de inserción temporal de trabajadores y trabajadoras en 

aquellas entidades objeto de medidas especiales implementadas para fortalecer su producción. FEDECAMARAS 

y la OIE precisan que estas entidades pueden solicitar a empresas públicas o privadas que pongan a disposición 

obligatoriamente un número determinado de trabajadores. Se trata, por consiguiente, de un trabajo que no es 

elegido libremente por el trabajador. Este último es transferido de su puesto de trabajo a solicitud de una tercera 

empresa, lo que conlleva una modificación de sus condiciones de trabajo a las cuales no ha prestado su 

consentimiento. Además, esta medida de movilización tiene una repercusión financiera en las empresas 

implicadas así como en su productividad. Para la ASI, con esta resolución, el Estado establece un régimen de 

contratación forzosa que priva a los trabajadores de su relación de trabajo estable y libremente escogida. La ASI 

recuerda que corresponde al Estado elaborar una política de empleo sostenible a través de la formación de los 

trabajadores. 

La Comisión toma nota de que en su respuesta el Gobierno indica que la resolución tiene como objetivo apoyar y 

facilitar la prestación de servicios por parte de un trabajador que manifieste su voluntad de prestar sus servicios 

en una empresa que forma parte del proceso de fortalecimiento e impulso del sector agroalimentario. El Gobierno 

no decide insertar a trabajadores de una empresa a otra. En ningún caso se obliga a una persona a trasladarse a un 

lugar de trabajo que no desee; por el contrario, debe existir una manifestación expresa de voluntad del trabajador 

de participar en dicho proceso. 

La Comisión toma nota de que, según el preámbulo de la resolución núm. 9855, esta medida se inscribe en el 

marco del deber del Estado de garantizar la soberanía alimentaria de la población y de promover y proteger el 

aparato productivo agroalimentario, con el fin de fortalecer el desarrollo económico del país con la participación 

activa de la clase trabajadora. La resolución permite que pueda transferirse a los trabajadores y trabajadoras 

movilizados durante un período renovable de sesenta días. La Comisión observa asimismo que esta resolución fue 

adoptada en el marco del decreto núm. 2323 que, en mayo de 2016, declaró el estado de excepción y de urgencia 

económica, posteriormente prolongado en julio, septiembre y noviembre de 2016. 

La Comisión reitera que, según el artículo 2, 2), d), del Convenio, no constituye trabajo forzoso «cualquier trabajo 

o servicio que se exija en casos de fuerza mayor». La Comisión subrayó a este respecto el poder de movilizar a 

los trabajadores o de imponer trabajo obligatorio, en este contexto debe circunscribirse a situaciones de auténtica 

urgencia o a casos de fuerza mayor, es decir, un acontecimiento repentino e imprevisto que ponga en peligro la 

vida o las condiciones normales de existencia del conjunto de una parte de la población y que, por consiguiente, 

exija una intervención inmediata. Además, la duración y la importancia del servicio impuesto, así como los fines 

para los cuales se utilice, deberían limitarse estrictamente a lo previsto en función de las exigencias de la situación. 

La Comisión reitera que es importante que el poder de movilización de trabajadores se circunscriba a los límites 

señalados anteriormente de forma que esta exigencia no se transforme en una movilización de la mano de obra 

con fines de desarrollo económico, lo que está expresamente prohibido por el artículo 1, b), del Convenio sobre 

la abolición del trabajo forzoso, 1957 (núm. 105). Al tiempo que toma nota de que el sistema de inserción temporal 

de los trabajadores tiene la finalidad de reforzar el aparato productivo agroalimentario para garantizar la seguridad 

agroalimentaria, la Comisión observa que la aplicación de este sistema no parece responder a ningún 

acontecimiento repentino e imprevisible que ponga en peligro la vida de la población. Tomando nota de que el 
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Gobierno indica que los trabajadores no pueden ser trasladados a una empresa sin su consentimiento, la 

Comisión pide al Gobierno que tome las medidas necesarias para modificar la resolución núm. 9855, de 19 de 

julio de 2016, por la que establece un régimen laboral transitorio especial, de manera a prever explícitamente 

el carácter voluntario de estos traslados. Sírvase también indicar las medidas adoptadas para garantizar que, 

en la práctica, no se ejerza ninguna presión sobre los trabajadores para que acepten dichos traslados. Al no 

prever la legislación el consentimiento expreso por parte de los trabajadores, la Comisión pide al Gobierno 

que, de conformidad con las consideraciones precedentes, garantice que todos los actos que autoricen la 

movilización de trabajadores en caso de fuerza mayor se circunscriban a los límites estrictos autorizados por 

el Convenio. 

Trabajo social de los empleados públicos y situación de los médicos cubanos. La Comisión toma nota de que, en 

sus observaciones, la ASI se refiere a dos situaciones en las cuales los trabajadores podrían verse obligados a 

realizar un trabajo bajo amenaza. La primera se refiere al trabajo social voluntario que los funcionarios y 

empleados del sector público realizan cuando llevan a cabo trabajos solidarios fuera de sus horarios laborales. La 

ASI considera que existen dudas sobre el carácter voluntario de estos trabajos, por cuanto los funcionarios podrían 

estar siendo objeto de presiones por parte de las autoridades. La ASI se refiere asimismo a la situación de los 

médicos cubanos que vienen a ejercer su profesión en la República Bolivariana de Venezuela en el marco de un 

acuerdo entre los Gobiernos de estos dos países. Para la ASI, la contratación, las condiciones de trabajo y el 

aislamiento de los médicos plantea interrogantes a los cuales el Gobierno debería responder públicamente. La 

Comisión pide al Gobierno que transmita informaciones sobre estos alegatos. 

 

C081 - Observación (CEACR) - Adopción: 2016, Publicación: 106ª reunión CIT (2017) 

La Comisión toma nota de las observaciones de la Unión Nacional de Trabajadores de Venezuela (UNETE), 

recibidas el 24 de septiembre de 2014 y el 2 de octubre de 2015, así como de la correspondiente respuesta del 

Gobierno. Toma nota igualmente de las observaciones conjuntas de la UNETE, la Confederación de Trabajadores 

de Venezuela (CTV), la Confederación General del Trabajo (CGT) y la Confederación de Sindicatos Autónomos 

(CODESA), recibidas el 8 de septiembre y el 12 de octubre de 2016 y de la correspondiente respuesta del Gobierno 

Por último, toma nota de las observaciones de la Central de Trabajadores Alianza Sindical Independiente (ASI) 

recibidas el 23 de agosto de 2016 y de la respuesta del Gobierno. 

Artículos 3, 1), a) y b), 5, 13 y 16 del Convenio. Actividades de inspección en el ámbito de la seguridad y salud 

en el trabajo (SST). Cooperación efectiva con otros organismos e instituciones. En sus comentarios anteriores, la 

Comisión solicitó al Gobierno que: i) comunicase información sobre el número de controles efectuados en el área 

de la SST, por los inspectores de las unidades de supervisión y del Instituto Nacional de Prevención, Salud y 

Seguridad Laborales (INPSASEL), especialmente en los sectores del petróleo y de la construcción; ii) indicase 

las medidas adoptadas por estas entidades como consecuencia de las inspecciones, señalando las disposiciones 

legales en las que se apoyaban y la naturaleza de las sanciones impuestas; iii) transmitiese información sobre las 

actividades de prevención y asesoramiento llevadas a cabo por la inspección, y iv) comunicase información sobre 

las medidas de ejecución inmediata ordenadas por los inspectores de las unidades de supervisión, particularmente 

en los casos en que pudiera existir un peligro grave para la salud y seguridad de los trabajadores. 

En respuesta a esta última pregunta, el Gobierno indica que los inspectores de las unidades de supervisión, al igual 

que los inspectores del INPSASEL, están facultados en virtud del reglamento de la Ley Orgánica del Trabajo, de 

los Trabajadores y de las Trabajadoras (LOTTT) para paralizar o suspender las labores que pudieran causar un 

daño grave a la vida o la salud de los trabajadores. Paralelamente, la UNETE, la CTV, la CGT y la CODESA, 

siguen formulando las mismas observaciones que en el pasado, aunque la ASI considera que el cumplimiento de 

las normas de prevención y seguridad en el trabajo ha mejorado últimamente de manera sustancial. Por 

consiguiente, la Comisión pide, una vez más, al Gobierno la siguiente información: i) el número de controles 

en SST realizados por los inspectores de las unidades de supervisión y del INPSASEL, desglosado por sectores; 

ii) las medidas adoptadas como consecuencia de dichos controles, especialmente las de ejecución inmediata y 

copia de informes de inspección que lo avalen, y iii) la información sobre las demás actividades de prevención 

llevadas a cabo por la inspección. 

Artículos 6, 7, 1), y 15, a). Independencia y competencias de los inspectores del trabajo. Situación jurídica y 

condiciones de servicio del personal que ejerce funciones de inspección. En sus comentarios anteriores, la 

Comisión pidió al Gobierno que remitiese información sobre las condiciones de servicio de los «supervisores» 

(quienes según el Gobierno constituyen la única categoría del sistema de inspección que ejerce funciones de 
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inspección con arreglo al Convenio) y, en su caso sobre las quejas recibidas en relación con cualquier 

comportamiento de los supervisores contrario a los principios deontológicos que deben respetar. 

Al respecto, el Gobierno indica que la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela establece que el 

nombramiento o la remoción de los funcionarios públicos no podrán estar determinados por la afiliación u 

orientación política. Asimismo, el artículo 2 del decreto presidencial núm. 2434 otorga a los supervisores, las 

remuneraciones previstas para el profesional universitario. Señala, también, que el ingreso al Ministerio del Poder 

Popular para el Proceso Social de Trabajo (MINPPTRASS) se hace de acuerdo con las disposiciones contenidas 

en la Ley del Estatuto de la Función Pública, el reglamento de carrera administrativa y de acuerdo con el 

reglamento interno de ingreso y permanencia a los cargos de supervisor, inspector y fiscal para el Sistema 

integrado de inspección laboral y de la seguridad social. Por otro lado, el Gobierno indica que no ha recibido queja 

alguna sobre actuaciones de los supervisores del trabajo que pudieran ser contrarias a los principios deontológicos. 

No obstante, la ASI manifiesta en sus observaciones que el problema de la selección inadecuada persiste y que el 

Estado ha promovido la discriminación por razones de ideología, o política, garantizando únicamente el empleo 

público a quienes son sus partidarios. La Comisión pide al Gobierno que comunique sus comentarios a este 

respecto. 

Situación jurídica y condiciones de servicio del personal que ejerce funciones de inspección. En sus comentarios 

anteriores, la Comisión tomó nota de las informaciones comunicadas por el Gobierno según las cuales, las 

inspecciones del trabajo contaban con «Comisarios Especiales» que tenían funciones de apoyo al control. Por 

consiguiente, la Comisión solicitó al Gobierno que explicara las condiciones de servicio y las funciones exactas 

de dichos comisarios. Solicitó también información sobre el número de inspectores del trabajo que dependían del 

INPSASEL, su distribución geográfica, sus áreas de especialización y su formación. 

El Gobierno indica que, en virtud de la LOTTT, todo ministro puede designar comisarios que dependen 

directamente de él, con carácter permanente u ocasional para las cuestiones que les asigne. Añade que en 2005, 

se contrataron comisarios especiales para la inspección del trabajo con la finalidad de lograr la cobertura y eficaz 

atención de sectores vulnerables donde la función inspectora no llegaba por razón de distancia. Indica igualmente 

que dichos comisarios disfrutan de los beneficios establecidos en la Convención Colectiva de Trabajo celebrada 

entre el MINPPTRASS y las organizaciones sindicales competentes. 

La Comisión recuerda al respecto (véase Estudio General de 2006, Inspección del trabajo, párrafos 201 y 202), 

que el personal que ejerce funciones inspectoras debe estar compuesto de funcionarios públicos (contratados en 

base a sus aptitudes para el desempeño de las funciones) cuya situación jurídica y cuyas condiciones de servicio 

les garanticen la estabilidad en el empleo y los independice de los cambios de gobierno y de cualquier influencia 

exterior indebida. En el caso que nos ocupa, los comisarios no son funcionarios públicos, ni tienen garantizado su 

empleo y dependen directamente del ministro. La Comisión insta al Gobierno a que tome las medidas oportunas 

para garantizar que todo el personal que ejerce funciones de inspección tenga garantizadas la estabilidad en 

el empleo y la independencia. 

Artículos 12, 1) y 2), y 15, c). Notificación de la presencia del inspector al efectuar una visita de inspección. Franja 

horaria de los controles. Obligación de confidencialidad. En sus comentarios anteriores, la Comisión solicitó, tal 

y como venía haciéndolo en reiteradas ocasiones, que la legislación fuese puesta en conformidad con el Convenio 

suprimiendo la obligación que tiene el inspector del trabajo de comunicar al empleador el motivo de la visita. 

El Gobierno reitera que, en la práctica, la comunicación del motivo de su visita no es otro que la realización de la 

visita de inspección en el marco de la legislación nacional y del presente Convenio. Asimismo, explica que la 

excepción al deber de notificar la presencia del funcionario sólo es factible en los establecimientos abiertos al 

público en general. No obstante, la Comisión toma nota de que el artículo 514, párrafo 1, de la LOTTT mantiene 

la obligación de los inspectores de acreditar su identidad al llegar, comunicando el motivo de su visita y que 

permite las visitas únicamente en horario de trabajo, lo que limita el libre acceso de los inspectores a los 

establecimientos. Al respecto, la Comisión recuerda que en virtud del artículo 12, 1) del Convenio, los inspectores 

deben estar autorizados para entrar a cualquier hora del día o de la noche en los establecimientos sujetos a su 

control, y solamente de día en cualquier lugar cuando tengan un motivo razonable para suponer que está sujeto a 

inspección. En su Estudio General de 2006, Inspección del trabajo, párrafo 270, la Comisión indica que la 

protección de los trabajadores y las exigencias técnicas de control, deberían ser los factores primordiales a la hora 

de determinar el momento apropiado de las visitas para, por ejemplo, constatar condiciones abusivas de trabajo 

nocturno en un establecimiento que oficialmente sólo funciona de día. La Comisión pide al Gobierno que 

modifique el artículo mencionado para: i) dotar de seguridad jurídica en la legislación nacional el principio 

de confidencialidad y la posibilidad de que el inspector obvie avisar su presencia cuando considere que dicha 
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notificación puede perjudicar el éxito de su misión tal y como estipulan los artículos 12, 2), y 15, c), y ii) dar 

cumplimiento al artículo 12, 1), a), del Convenio y permitir que los inspectores puedan entrar libremente, a 

cualquier hora del día o de la noche, en todo establecimiento sujeto a inspección. 

Artículos 20 y 21. Informe anual. La Comisión lamenta, una vez más, comprobar que no se comunicó a la OIT 

ningún informe anual de inspección, si bien el Gobierno comunica que está tomando las medidas oportunas para 

recibir, procesar y publicar regularmente dicho informe. La Comisión insta, una vez más, al Gobierno a que 

tome las medidas necesarias para la elaboración del informe anual, incluyendo datos estadísticos sobre todas 

las cuestiones que figuran en el artículo 21, a) a g), y se lo transmita próximamente. 

La Comisión plantea otras cuestiones en una solicitud dirigida directamente al Gobierno. 

 

C081 - Solicitud directa (CEACR) - Adopción: 2016, Publicación: 106ª reunión CIT (2017) 

Artículos 3, 4 y 6 del Convenio. Estructura de la Inspección del Trabajo. La Comisión toma nota de que en su 

memoria relativa al Convenio sobre la administración del trabajo, 1978 (núm. 150), el Gobierno indica que ha 

aprobado el Plan de Actualización del Sistema de Administración de Justicia de Trabajo en Sede Administrativa 

(PASJTSA) por resolución núm. 9314 de 8 de septiembre de 2015, por una duración de quince meses a contar 

desde dicha fecha. Entre otros, el PASJTSA preveía organizar la inspección en inspectorías de trabajo de derechos 

colectivos, inspectorías de trabajo de sanciones e inspectorías de trabajo de derechos individuales. La Comisión 

solicita al Gobierno que le comunique información sobre los resultados de dicho plan, así como, en el caso de 

que sea prorrogado, información acerca de las inspectorías de trabajo, su composición y funciones. 

Artículos 10 y 11 del Convenio. Número de inspectores y medios materiales. En sus comentarios anteriores, la 

Comisión solicitó información acerca de la composición de las unidades de supervisión y el número de personas 

con funciones de inspección que las componían. Solicitó también información sobre el número de inspectores del 

trabajo que dependían del Instituto Nacional de Prevención, Salud y Seguridad Laborales (INPSASEL), su 

distribución geográfica, sus áreas de especialización y su formación. 

La Comisión toma nota de las observaciones de la Central de Trabajadores Alianza Sindical Independiente (ASI), 

según las cuáles las nuevas formas de organización del trabajo y el uso constante de la flexibilización hacen 

necesario redimensionar la Inspección del Trabajo, y el Ministerio del Poder Popular para el Trabajo y Seguridad 

Social (MINPPTRASS), que carece de personal suficiente y se caracteriza por ser, dentro de la administración 

pública, el de menor presupuesto. 

Por consiguiente, la Comisión pide al Gobierno que le informe del número actual de supervisores y de 

inspectores del trabajo que depende del INPSASEL así como de la política seguida para definir las necesidades 

en cuanto al número de supervisores y de inspectores del INPSASEL necesarios para una cobertura adecuada 

de los lugares de trabajo sujetos a inspección. Asimismo, pide información acerca de la evolución 

presupuestaria de la Inspección del Trabajo en los últimos cinco años. 

 

C102 - Observación (CEACR) - Adopción: 2016, Publicación: 106ª reunión CIT (2017) 

En su observación anterior sobre estos instrumentos, la Comisión abordó importantes cuestiones relativas a la 

transición hacia un sistema de seguridad social reformado y en principios firmes de buena gobernanza y diálogo 

social. Según indica el Gobierno, si bien la legislación de aplicación prevista por la Ley Orgánica del Sistema de 

Seguridad Social (LOSSS), de 2002, no fue adoptada dentro del plazo de cinco años previsto inicialmente, a saber 

las relativas a los regímenes de salud y de pensiones, se realizaron progresos en 2012, al haberse establecido las 

instituciones de seguridad social previstas en la LOSSS tales como la Tesorería de Seguridad Social y la 

Superintendencia de seguridad social. En respuesta a las preguntas formuladas por la Comisión en lo concerniente 

al nuevo calendario establecido para la adopción de la legislación de aplicación de la LOSSS, el Gobierno indica 

que, mientras esté pendiente la adopción de la nueva legislación, sigue en vigor el marco legal aplicable 

anteriormente, incluyendo la Ley de Seguridad Social de 1967, en su forma enmendada. Al tomar nota de lo 

anteriormente expuesto, la Comisión desea señalar a la atención del Gobierno los puntos que se indican a 

continuación. 
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I. Observaciones de las organizaciones de trabajadores 

En relación con sus comentarios anteriores, la Comisión toma nota de la memoria del Gobierno, y de las nuevas 

observaciones comunicadas por la Central de Trabajadores Alianza Sindical Independiente (ASI) el 22 y 26 de 

agosto de 2016, así como de las suministradas conjuntamente por la Unión Nacional de Trabajadores de 

Venezuela (UNETE), la Confederación de Trabajadores de Venezuela (CTV), la Confederación General del 

Trabajo (CGT), y la Confederación de Sindicatos Autónomos (CODESA) el 12 de octubre de 2016. La Comisión 

toma nota de las importantes cuestiones planteadas por la ASI en sus observaciones, que no han recibido respuesta 

del Gobierno, a saber: las dificultades de acceso a la información impide garantizar una supervisión eficaz del 

grado de cobertura y de la gestión del sistema de seguridad social; la falta de representación de los trabajadores, 

tanto en el Instituto Venezolano de los Seguros Sociales (IVSS) como en otras instituciones públicas tales como 

el Instituto Nacional de Prevención, Salud y Seguridad Laborales (INAPSASEL) o en el Instituto Nacional de 

Cooperación Educativa Socialista (INCES); disparidad de los datos estadísticos, falta de suministros médicos o 

retrasos en el pago de los incrementos en las pensiones que sólo se compensan parcialmente por las medidas 

destinadas a garantizar la seguridad alimentaria de los segmentos más vulnerables de la población; la legislación 

prevista por la LOSSS genera incompatibilidades legales. Las dificultades procedimentales que deben superar los 

usuarios del sistema de seguridad social para ejercer sus derechos ante la justicia, en particular, ante el Tribunal 

Supremo de Justicia (TSJ), que se ha mostrado contradictorio con respecto a la progresividad que debería 

caracterizar la aplicación del derecho fundamental a la seguridad social, especialmente al incurrir en demoras en 

los procedimientos y a dar lugar a retrocesos jurisprudenciales. Además, el Gobierno no ha proporcionado 

respuestas a las numerosas observaciones formuladas por la ASI y la CTV, señalando que esas organizaciones no 

son las más representativas en el contexto nacional. La Comisión no advierte indicación alguna de que el Gobierno 

haya iniciado con los interlocutores sociales un diálogo social efectivo sobre la aplicación de la reforma del 

sistema de seguridad social. Recordando que el éxito de la reforma de la seguridad social requiere la 

participación efectiva de los interlocutores sociales, la Comisión pide al Gobierno que, en su próxima memoria, 

proporcione una respuesta detallada a los comentarios y criticas formulados por las organizaciones sindicales. 

 

II. Atención médica 

En relación con la protección de la salud, la memoria se refiere a la adopción en 2014 de la Ley del Plan de la 

Patria que prevé la articulación progresiva de todos los niveles de la protección, promoción, prevención y 

rehabilitación de la salud en las «áreas de salud integral comunitarias» durante el período 2013-2019. Además, la 

memoria hace referencia a la creación en 2015 de la «Red de atención comunal de salud» (Gaceta núm. 40723, 

de 13 de agosto de 2015) que establece la lista de entidades médicas que forman parte del sistema público nacional 

de salud, cuya finalidad es reformar la estructura y funcionamiento de los servicios de salud a fin de garantizar la 

cobertura universal de la población. Habida cuenta del objetivo constitucional de integrar el sistema de salud 

en el sistema de seguridad social, la Comisión pide al Gobierno que se sirva indicar de qué manera se articula 

la red de protección de salud recientemente establecido con el administrado por el IVSS y que proporcione 

información estadística acerca del monto de los pagos realizados por los beneficiarios que acceden a la 

atención de salud. 

Además, recordando que la Ley de 1967 sobre el Seguro Social no es adecuada para garantizar que se da pleno 

efecto al Convenio núm. 130, la Comisión lamenta que la memoria no comunique la información solicitada 

anteriormente y pide nuevamente al Gobierno que facilite una memoria detallada sobre ese Convenio 

indicando la manera en que las numerosas medidas legislativas adoptadas en los últimos años dan efecto a 

cada una de sus disposiciones, incluyendo, en particular sobre los puntos siguientes: 

 - artículos 10 y 19 (que han de interpretarse conjuntamente con el artículo 5) (necesidad de proteger de 

manera efectiva ya sea el conjunto de los asalariados y a sus derecho habientes, ya sea al 75 por ciento 

de la población económicamente activa y a sus derecho habientes); 

 - artículo 13 (necesidad de comunicar copia de las leyes y reglamentos en los que se precise la asistencia 

médica prestada a las personas cubiertas, respetando el mínimo previsto por esta disposición del 

Convenio); 

 - artículo 16, 1) (necesidad de armonizar el artículo 127 del reglamento general de la Ley sobre Seguridad 

Social con la práctica establecida por el IVSS, que consiste en proporcionar una asistencia médica 

durante todo el tiempo que dure la contingencia); 
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 - artículo 16, 2) y 3) (necesidad de comunicar copia de toda decisión, circular o reglamento administrativo 

del IVSS que regule la práctica consistente en seguir proporcionando asistencia médica cuando el 

beneficiario deje de pertenecer a la categoría de personas protegidas, en caso de una enfermedad que 

haya empezado cuando dicha persona pertenecía a esas categorías); 

 - artículo 28, 2) (necesidad de modificar el artículo 160 del reglamento general de la Ley del Seguro 

Social, según el cual la pensión no se concederá cuando la contingencia se deba a una infracción de la 

ley o a la comisión de un delito o de un atentado contra la moral y las buenas costumbres, y 

 - artículo 22, interpretado conjuntamente con el artículo 1, h) (en lo que concierne al nivel de las 

prestaciones en efectivo en caso de enfermedad). 

 

III. Régimen de pensiones y otras prestaciones monetarias 

La Comisión lamenta tomar nota de que el Gobierno no haya proporcionado la información detallada que 

requieren los formularios de memoria en virtud de los Convenios núms. 121 y 128 para hacer posible evaluar el 

alcance y el nivel de las prestaciones. Como se indicó en comentarios anteriores de la Comisión en relación con 

los niveles y coberturas de las pensiones y otras prestaciones de seguridad social, las prestaciones de seguridad 

social obligatoria aún siguen regidas por la Ley de Seguridad Social, de 1967, en su forma enmendada. El 

Gobierno indica que la última enmienda parcial de esta ley en 2012 tuvo como consecuencia la extensión de la 

cobertura a las personas empleadas por cuenta propia. En 2015, el 41,3 por ciento de la población estaba asegurada 

en el IVSS y el número de beneficiarios de las pensiones de los diversos regímenes establecidos (IVSS para las 

contingencias de vejez, invalidez, sobrevivientes; «Amor Mayor», pensiones de vejez no contributivas; etc.) 

aumentaron un 527 por ciento en los últimos quince años. La Comisión toma nota de este espectacular resultado. 

Sin embargo, también toma nota de las observaciones formuladas por la ASI relativas a la falta de datos 

estadísticos verificables sobre la cobertura, la erosión de los beneficios debido al elevado contexto inflacionario, 

al hecho de que pese a la creación de la Tesorería de Seguridad Social, aún no funcione en su totalidad y cuestionan 

el criterio seguido por el Gobierno de extender la cobertura mediante esfuerzos no coordinados, carentes de un 

marco jurídico integrado e impulsado principalmente por fines electorales. La Comisión pide nuevamente al 

Gobierno que proporcione memorias detalladas sobre los Convenios núms. 102 (parte II y VIII), 121 y 128, 

indicando la manera en la que la legislación y la práctica nacionales dan efecto a cada una de las disposiciones 

de esos Convenios basándose en el formulario de memoria aprobado por el Consejo de Administración de la 

OIT. En particular: 

 - En lo que respecta al nivel de las prestaciones: le pide que demuestre que el monto de las prestaciones 

monetarias corresponden a un nivel que está en conformidad con el mínimo establecido por el Convenio 

núm. 121 en lo que respecta a las prestaciones por accidentes del trabajo y por enfermedad profesional 

(artículos 13, 14, 2), y 18, 1), interpretados conjuntamente con el artículo 19); y por el Convenio núm. 

128 en lo que respecta a las prestaciones de vejez, invalidez y supervivientes (artículos 10, 17 y 23, 

interpretados conjuntamente con el artículo 26). 

 - En lo que respecta al Convenio núm. 121: artículo 4 (necesidad de cubrir de manera efectiva a todos 

los asalariados (incluidos los aprendices) de los sectores privados o públicos, incluidas las cooperativas, 

y, en caso de fallecimiento del sostén de la familia, a las categorías prescritas de beneficiarios); artículo 

7 (necesidad de precisar las condiciones en las cuales un accidente sufrido en el trayecto debe 

considerarse como un accidente de trabajo que dé lugar al ejercicio de derecho a percibir una 

indemnización en el marco de la legislación en materia de seguridad social ); artículo 8 (establecimiento 

de una lista de enfermedades profesionales de conformidad con lo dispuesto en el Convenio); artículo 10, 

1) (necesidad de adoptar las medidas necesarias con miras a determinar expresamente en la legislación 

los tipos de atención médica proporcionada por el IVSS a los asegurados, entre las cuales deben al menos 

figurar las atenciones de salud enumeradas por el Convenio); artículo 18, leído de consuno con el 

artículo 1, e), i) (modificar el artículo 33 de la Ley sobre el Seguro Social a fin de elevar de 14 a 15 años 

la edad a la que los niños deben tener una pensión de supervivientes); artículo 21 (necesidad de 

suministrar los datos estadísticos requeridos en el formulario de memoria que permitan evaluar el 

impacto real de las revalorizaciones de las pensiones, teniendo en cuenta las variaciones del nivel general 

de las ganancias o de la evolución del costo de la vida); artículo 22, 1), d) y e), y 2) (necesidad de modificar 

el artículo 160 del reglamento general de la Ley sobre el Seguro Social, según el cual la pensión no se 

concederá cuando la contingencia se deba a una infracción de la ley o a la comisión de un delito o de un 

atentado contra la moral y las buenas costumbres). 
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 - En lo que respecta al Convenio núm. 128: artículo 21, 1), leído de consuno con el artículo 1, h), i) 

(necesidad de modificar el artículo 33 de la Ley del Seguro Social a fin de elevar de 14 a 15 años la edad 

en la que los niños deben tener derecho a una pensión de supervivientes); artículo 29 (necesidad de 

proporcionar los datos estadísticos requeridos en el formulario de memoria que permitan evaluar el 

impacto real de las revalorizaciones de pensiones, teniendo en cuenta las variaciones del nivel general 

de ganancias o la evolución del costo de la vida), artículo 32, 1), d) y e) (necesidad de modificar el artículo 

160 del reglamento general de la Ley sobre el Seguro Social, según el cual no se concederá la pensión 

cuando la contingencia se deba a una infracción de la ley o a la comisión de un delito o a un atentado 

contra la moral y las buenas costumbres); artículo 32, 2) (necesidad de prever que cuando se suspenden 

las prestaciones una parte de éstas deberá destinarse a las personas a cargo de beneficiarios) y artículo 

38 (indicar cualquier aumento del número de asalariados del sector agrícola protegidos por el Convenio). 

 - En lo que respecta al Convenio núm. 102: artículos 50 y 52, leídos de consuno con el artículo 65 

(necesidad de armonizar el artículo 143 del reglamento general de la seguridad social con el artículo 11 

de la Ley sobre el Seguro Social). 

 

C105 - Observación (CEACR) - Adopción: 2016, Publicación: 106ª reunión CIT (2017) 

La Comisión toma nota de la memoria del Gobierno así como de las observaciones de la Alianza Sindical 

Independiente (ASI), recibidas el 26 de agosto de 2016; de la Organización Internacional de Empleadores (OIE) 

y de la Federación de Cámaras y Asociaciones de Comercio y Producción de Venezuela (FEDECAMARAS), de 

31 de agosto de 2016; así como de la Confederación de Sindicatos Autónomos (CODESA), la Confederación de 

Trabajadores de Venezuela (CTV), la Confederación General del Trabajo (CGT) y la Unión Nacional de 

Trabajadores de Venezuela (UNETE), recibidas el 12 de septiembre de 2016. 

Artículo 1, a), del Convenio. Imposición de penas de prisión que entrañan la obligación de trabajar como castigo 

por expresar opiniones políticas o por manifestar oposición ideológica al orden político, social o económico 

establecido. La Comisión recordó anteriormente que, cuando la legislación nacional establezca la obligación de 

trabajar para las personas condenadas a una pena privativa de libertad, las disposiciones legislativas que limitan 

o restringen el ejercicio de determinados derechos civiles o libertades públicas, y cuya vulneración está sujeta a 

penas de prisión, pueden incidir sobre la aplicación del Convenio. En este contexto, la Comisión tomó nota de las 

informaciones relativas a las represalias o la adopción de medidas represivas con el fin de intimidar o sancionar a 

las personas en razón de sus opiniones políticas, la criminalización de actividades sindicales legítimas y los 

obstáculos que los defensores de los derechos humanos y de los derechos sindicales han encontrado para el 

ejercicio libre de sus actividades. La Comisión solicitó al Gobierno que se asegure de que ninguna persona que, 

de manera pacífica, exprese opiniones políticas, se oponga al orden político, social o económico establecido o 

participe en una huelga, pueda ser condenada a una pena de prisión, con arreglo a la cual pudiera imponérsele un 

trabajo obligatorio, y a que tenga a bien comunicar informaciones sobre la aplicación práctica de las disposiciones 

siguientes del Código Penal que sancionan algunos comportamientos mediantes pena de «prisión»: 

 -ofensa o falta de respeto al Presidente de la República o a algunas autoridades públicas (artículos 147 y 

148); 

 -denigración pública de la Asamblea Nacional, del Tribunal Supremo de Justicia, etc. (artículo 149); 

 -ofensa al honor, la reputación o la dignidad de un miembro de la Asamblea Nacional o de un funcionario 

público, o de un cuerpo judicial o político (artículos 222 y 225), sin que se admita al culpable alegar prueba 

alguna sobre la verdad de los hechos (artículo 226); 

 -difamación (artículos 442 y 444). 

En su memoria, el Gobierno precisa que a las personas que de manera pacífica expresen sus opiniones políticas o 

participen en huelgas no les imponen penas de prisión ni trabajo obligatorio. Señala que el sistema penitenciario 

desarrolla políticas eficaces con la finalidad de transformar el comportamiento de los prisioneros y facilitar su 

inserción social, en las cuales el trabajo se valora y no constituye una sanción adicional. Estas políticas tienen el 

objetivo de que los condenados se incorporen de manera voluntaria a las unidades de producción. No están 

obligados a trabajar y su integración en estas unidades de producción es un reconocimiento a su buena conducta 

y se tiene en cuenta para considerar si pueden beneficiarse de una reducción de su tiempo de condena. 
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La Comisión toma nota de estas informaciones. Observa que de acuerdo con los términos del nuevo Código 

Orgánico Penitenciario, que entró en vigor en diciembre de 2015, el trabajo de los prisioneros es un derecho y no 

debe tener carácter sancionador u obligatorio. No obstante, la Comisión toma nota de que el trabajo constituye 

asimismo un deber y que según establece el artículo 64 de este Código, las personas condenadas que se nieguen 

a trabajar o que voluntariamente ejecuten el trabajo de manera inapropiada cometen una falta gravísima y serán 

sancionadas de acuerdo a lo establecido en el Código. La Comisión recuerda además que entre las penas privativas 

de libertad previstas en el Código Penal, las penas de «presidio» y de «prisión» implican una obligación de trabajar 

(en trabajos forzosos o en trabajos de artes y oficios). Únicamente las personas condenadas a una pena de «arresto» 

están excluidas de la obligación de trabajar (artículo 17). La Comisión considera, en consecuencia, que las 

disposiciones de la legislación nacional en lo que respecta a la cuestión del trabajo penitenciario pueden 

interpretarse de manera contradictoria puesto que el Código Penal establece expresamente una obligación de 

trabajar y el Código Orgánico Penitenciario precisa que el trabajo no reviste un carácter obligatorio, si bien 

especifica al mismo tiempo que la persona que se niegue a trabajar comete una falta gravísima y podrá ser 

sancionada por ello. La Comisión considera por tanto, que las personas condenadas a una pena de «presidio» o de 

«prisión» podrían ser obligadas a trabajar. 

La Comisión toma nota de que el Comité de Derechos Humanos de las Naciones Unidas, que examinó la 

aplicación por parte de la República Bolivariana de Venezuela del Pacto Internacional de Derechos Civiles y 

Políticos, manifestó su preocupación sobre las informaciones en las que se anunciaban actos de intimidación, 

descalificación, amenazas y/o ataques contra periodistas y defensores de los derechos humanos; sobre los alegatos 

de presuntas detenciones arbitrarias de algunos miembros de la oposición política; y sobre una serie de 

disposiciones y prácticas que podrían tener el efecto de desalentar la expresión de posiciones críticas o la 

publicación de información crítica en los medios de comunicación y redes sociales sobre asuntos de interés 

público, y que podrían entorpecer el ejercicio del derecho de la libertad de expresión, incluyendo normas que 

criminalizan la difamación y a quienes ofendieren o no respetaren al Presidente u otros funcionarios de alto rango 

(documento CCPR/C/VEN/CO, de 14 de agosto de 2015). La Comisión observa asimismo que el Secretario 

General de la Organización de los Estados Americanos (OEA) subrayó, en su informe presentado en junio de 

2016 ante el Consejo Permanente de esta organización, que las restricciones impuestas a la protesta social, el uso 

desmesurado de la fuerza contra los manifestantes y la criminalización de los opositores y disidentes constituyen 

un modelo de acción de gobierno. El Secretario General subrayó también que los medios de comunicación son 

objeto frecuentemente de procedimientos penales y administrativos. Por último, la Comisión recuerda que, en el 

marco del control de la aplicación del Convenio sobre la libertad sindical y la protección del derecho de 

sindicación, 1948 (núm. 87), la Comisión expresa su preocupación en relación con las informaciones relativas a 

los actos de violencia y de intimidación cometidos contra las organizaciones de trabajadores y de empleadores y 

sobre el clima en el que se ejercen las libertades públicas en el país. 

La Comisión manifiesta su profunda preocupación por la criminalización de los movimientos sociales y de la 

expresión de opiniones políticas. Teniendo en cuenta las consideraciones que preceden, la Comisión insta 

firmemente al Gobierno a asegurarse de que ninguna persona que, de manera pacífica, exprese opiniones 

políticas, o se oponga al orden político, social o económico establecido pueda ser condenada a una pena de 

prisión con arreglo a la cual pudiera imponérsele un trabajo obligatorio. La Comisión pide asimismo al 

Gobierno una vez más que transmita información sobre la aplicación práctica de las mencionadas 

disposiciones del Código Penal, señalando el número de las decisiones judiciales dictadas sobre su fundamento 

e indicando los hechos que se encuentran en el origen de las condenas. 

 

C121 - Observación (CEACR) - Adopción: 2016, Publicación: 106ª reunión CIT (2017) 

En su observación anterior sobre estos instrumentos, la Comisión abordó importantes cuestiones relativas a la 

transición hacia un sistema de seguridad social reformado y en principios firmes de buena gobernanza y diálogo 

social. Según indica el Gobierno, si bien la legislación de aplicación prevista por la Ley Orgánica del Sistema de 

Seguridad Social (LOSSS), de 2002, no fue adoptada dentro del plazo de cinco años previsto inicialmente, a saber 

las relativas a los regímenes de salud y de pensiones, se realizaron progresos en 2012, al haberse establecido las 

instituciones de seguridad social previstas en la LOSSS tales como la Tesorería de Seguridad Social y la 

Superintendencia de seguridad social. En respuesta a las preguntas formuladas por la Comisión en lo concerniente 

al nuevo calendario establecido para la adopción de la legislación de aplicación de la LOSSS, el Gobierno indica 

que, mientras esté pendiente la adopción de la nueva legislación, sigue en vigor el marco legal aplicable 

anteriormente, incluyendo la Ley de Seguridad Social de 1967, en su forma enmendada. Al tomar nota de lo 

anteriormente expuesto, la Comisión desea señalar a la atención del Gobierno los puntos que se indican a 

continuación. 
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I. Observaciones de las organizaciones de trabajadores 

En relación con sus comentarios anteriores, la Comisión toma nota de la memoria del Gobierno, y de las nuevas 

observaciones comunicadas por la Central de Trabajadores Alianza Sindical Independiente (ASI) el 22 y 26 de 

agosto de 2016, así como de las suministradas conjuntamente por la Unión Nacional de Trabajadores de 

Venezuela (UNETE), la Confederación de Trabajadores de Venezuela (CTV), la Confederación General del 

Trabajo (CGT), y la Confederación de Sindicatos Autónomos (CODESA) el 12 de octubre de 2016. La Comisión 

toma nota de las importantes cuestiones planteadas por la ASI en sus observaciones, que no han recibido respuesta 

del Gobierno, a saber: las dificultades de acceso a la información impide garantizar una supervisión eficaz del 

grado de cobertura y de la gestión del sistema de seguridad social; la falta de representación de los trabajadores, 

tanto en el Instituto Venezolano de los Seguros Sociales (IVSS) como en otras instituciones públicas tales como 

el Instituto Nacional de Prevención, Salud y Seguridad Laborales (INAPSASEL) o en el Instituto Nacional de 

Cooperación Educativa Socialista (INCES); disparidad de los datos estadísticos, falta de suministros médicos o 

retrasos en el pago de los incrementos en las pensiones que sólo se compensan parcialmente por las medidas 

destinadas a garantizar la seguridad alimentaria de los segmentos más vulnerables de la población; la legislación 

prevista por la LOSSS genera incompatibilidades legales. Las dificultades procedimentales que deben superar los 

usuarios del sistema de seguridad social para ejercer sus derechos ante la justicia, en particular, ante el Tribunal 

Supremo de Justicia (TSJ), que se ha mostrado contradictorio con respecto a la progresividad que debería 

caracterizar la aplicación del derecho fundamental a la seguridad social, especialmente al incurrir en demoras en 

los procedimientos y a dar lugar a retrocesos jurisprudenciales. Además, el Gobierno no ha proporcionado 

respuestas a las numerosas observaciones formuladas por la ASI y la CTV, señalando que esas organizaciones no 

son las más representativas en el contexto nacional. La Comisión no advierte indicación alguna de que el Gobierno 

haya iniciado con los interlocutores sociales un diálogo social efectivo sobre la aplicación de la reforma del 

sistema de seguridad social. Recordando que el éxito de la reforma de la seguridad social requiere la 

participación efectiva de los interlocutores sociales, la Comisión pide al Gobierno que, en su próxima memoria, 

proporcione una respuesta detallada a los comentarios y criticas formulados por las organizaciones sindicales. 

 

II. Atención médica 

En relación con la protección de la salud, la memoria se refiere a la adopción en 2014 de la Ley del Plan de la 

Patria que prevé la articulación progresiva de todos los niveles de la protección, promoción, prevención y 

rehabilitación de la salud en las «áreas de salud integral comunitarias» durante el período 2013-2019. Además, la 

memoria hace referencia a la creación en 2015 de la «Red de atención comunal de salud» (Gaceta núm. 40723, 

de 13 de agosto de 2015) que establece la lista de entidades médicas que forman parte del sistema público nacional 

de salud, cuya finalidad es reformar la estructura y funcionamiento de los servicios de salud a fin de garantizar la 

cobertura universal de la población. Habida cuenta del objetivo constitucional de integrar el sistema de salud 

en el sistema de seguridad social, la Comisión pide al Gobierno que se sirva indicar de qué manera se articula 

la red de protección de salud recientemente establecido con el administrado por el IVSS y que proporcione 

información estadística acerca del monto de los pagos realizados por los beneficiarios que acceden a la 

atención de salud. 

Además, recordando que la Ley de 1967 sobre el Seguro Social no es adecuada para garantizar que se da pleno 

efecto al Convenio núm. 130, la Comisión lamenta que la memoria no comunique la información solicitada 

anteriormente y pide nuevamente al Gobierno que facilite una memoria detallada sobre ese Convenio 

indicando la manera en que las numerosas medidas legislativas adoptadas en los últimos años dan efecto a 

cada una de sus disposiciones, incluyendo, en particular sobre los puntos siguientes: 

 - artículos 10 y 19 (que han de interpretarse conjuntamente con el artículo 5) (necesidad de proteger de 

manera efectiva ya sea el conjunto de los asalariados y a sus derecho habientes, ya sea al 75 por ciento 

de la población económicamente activa y a sus derecho habientes); 

 - artículo 13 (necesidad de comunicar copia de las leyes y reglamentos en los que se precise la asistencia 

médica prestada a las personas cubiertas, respetando el mínimo previsto por esta disposición del 

Convenio); 

 - artículo 16, 1) (necesidad de armonizar el artículo 127 del reglamento general de la Ley sobre Seguridad 

Social con la práctica establecida por el IVSS, que consiste en proporcionar una asistencia médica 

durante todo el tiempo que dure la contingencia); 
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 - artículo 16, 2) y 3) (necesidad de comunicar copia de toda decisión, circular o reglamento administrativo 

del IVSS que regule la práctica consistente en seguir proporcionando asistencia médica cuando el 

beneficiario deje de pertenecer a la categoría de personas protegidas, en caso de una enfermedad que 

haya empezado cuando dicha persona pertenecía a esas categorías); 

 - artículo 28, 2) (necesidad de modificar el artículo 160 del reglamento general de la Ley del Seguro 

Social, según el cual la pensión no se concederá cuando la contingencia se deba a una infracción de la 

ley o a la comisión de un delito o de un atentado contra la moral y las buenas costumbres, y 

 - artículo 22, interpretado conjuntamente con el artículo 1, h) (en lo que concierne al nivel de las 

prestaciones en efectivo en caso de enfermedad). 

 

III. Régimen de pensiones y otras prestaciones monetarias 

La Comisión lamenta tomar nota de que el Gobierno no haya proporcionado la información detallada que 

requieren los formularios de memoria en virtud de los Convenios núms. 121 y 128 para hacer posible evaluar el 

alcance y el nivel de las prestaciones. Como se indicó en comentarios anteriores de la Comisión en relación con 

los niveles y coberturas de las pensiones y otras prestaciones de seguridad social, las prestaciones de seguridad 

social obligatoria aún siguen regidas por la Ley de Seguridad Social, de 1967, en su forma enmendada. El 

Gobierno indica que la última enmienda parcial de esta ley en 2012 tuvo como consecuencia la extensión de la 

cobertura a las personas empleadas por cuenta propia. En 2015, el 41,3 por ciento de la población estaba asegurada 

en el IVSS y el número de beneficiarios de las pensiones de los diversos regímenes establecidos (IVSS para las 

contingencias de vejez, invalidez, sobrevivientes; «Amor Mayor», pensiones de vejez no contributivas; etc.) 

aumentaron un 527 por ciento en los últimos quince años. La Comisión toma nota de este espectacular resultado. 

Sin embargo, también toma nota de las observaciones formuladas por la ASI relativas a la falta de datos 

estadísticos verificables sobre la cobertura, la erosión de los beneficios debido al elevado contexto inflacionario, 

al hecho de que pese a la creación de la Tesorería de Seguridad Social, aún no funcione en su totalidad y cuestionan 

el criterio seguido por el Gobierno de extender la cobertura mediante esfuerzos no coordinados, carentes de un 

marco jurídico integrado e impulsado principalmente por fines electorales. La Comisión pide nuevamente al 

Gobierno que proporcione memorias detalladas sobre los Convenios núms. 102 (parte II y VIII), 121 y 128, 

indicando la manera en la que la legislación y la práctica nacionales dan efecto a cada una de las disposiciones 

de esos Convenios basándose en el formulario de memoria aprobado por el Consejo de Administración de la 

OIT. En particular: 

 - En lo que respecta al nivel de las prestaciones: le pide que demuestre que el monto de las prestaciones 

monetarias corresponden a un nivel que está en conformidad con el mínimo establecido por el Convenio 

núm. 121 en lo que respecta a las prestaciones por accidentes del trabajo y por enfermedad profesional 

(artículos 13, 14, 2), y 18, 1), interpretados conjuntamente con el artículo 19); y por el Convenio núm. 

128 en lo que respecta a las prestaciones de vejez, invalidez y supervivientes (artículos 10, 17 y 23, 

interpretados conjuntamente con el artículo 26). 

 - En lo que respecta al Convenio núm. 121: artículo 4 (necesidad de cubrir de manera efectiva a todos 

los asalariados (incluidos los aprendices) de los sectores privados o públicos, incluidas las cooperativas, 

y, en caso de fallecimiento del sostén de la familia, a las categorías prescritas de beneficiarios); artículo 

7 (necesidad de precisar las condiciones en las cuales un accidente sufrido en el trayecto debe 

considerarse como un accidente de trabajo que dé lugar al ejercicio de derecho a percibir una 

indemnización en el marco de la legislación en materia de seguridad social ); artículo 8 (establecimiento 

de una lista de enfermedades profesionales de conformidad con lo dispuesto en el Convenio); artículo 10, 

1) (necesidad de adoptar las medidas necesarias con miras a determinar expresamente en la legislación 

los tipos de atención médica proporcionada por el IVSS a los asegurados, entre las cuales deben al menos 

figurar las atenciones de salud enumeradas por el Convenio); artículo 18, leído de consuno con el 

artículo 1, e), i) (modificar el artículo 33 de la Ley sobre el Seguro Social a fin de elevar de 14 a 15 años 

la edad a la que los niños deben tener una pensión de supervivientes); artículo 21 (necesidad de 

suministrar los datos estadísticos requeridos en el formulario de memoria que permitan evaluar el 

impacto real de las revalorizaciones de las pensiones, teniendo en cuenta las variaciones del nivel general 

de las ganancias o de la evolución del costo de la vida); artículo 22, 1), d) y e), y 2) (necesidad de modificar 

el artículo 160 del reglamento general de la Ley sobre el Seguro Social, según el cual la pensión no se 

concederá cuando la contingencia se deba a una infracción de la ley o a la comisión de un delito o de un 

atentado contra la moral y las buenas costumbres). 
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 - En lo que respecta al Convenio núm. 128: artículo 21, 1), leído de consuno con el artículo 1, h), i) 

(necesidad de modificar el artículo 33 de la Ley del Seguro Social a fin de elevar de 14 a 15 años la edad 

en la que los niños deben tener derecho a una pensión de supervivientes); artículo 29 (necesidad de 

proporcionar los datos estadísticos requeridos en el formulario de memoria que permitan evaluar el 

impacto real de las revalorizaciones de pensiones, teniendo en cuenta las variaciones del nivel general 

de ganancias o la evolución del costo de la vida), artículo 32, 1), d) y e) (necesidad de modificar el artículo 

160 del reglamento general de la Ley sobre el Seguro Social, según el cual no se concederá la pensión 

cuando la contingencia se deba a una infracción de la ley o a la comisión de un delito o a un atentado 

contra la moral y las buenas costumbres); artículo 32, 2) (necesidad de prever que cuando se suspenden 

las prestaciones una parte de éstas deberá destinarse a las personas a cargo de beneficiarios) y artículo 

38 (indicar cualquier aumento del número de asalariados del sector agrícola protegidos por el Convenio). 

 - En lo que respecta al Convenio núm. 102: artículos 50 y 52, leídos de consuno con el artículo 65 

(necesidad de armonizar el artículo 143 del reglamento general de la seguridad social con el artículo 11 

de la Ley sobre el Seguro Social). 

 

C128 - Observación (CEACR) - Adopción: 2016, Publicación: 106ª reunión CIT (2017) 

En su observación anterior sobre estos instrumentos, la Comisión abordó importantes cuestiones relativas a la 

transición hacia un sistema de seguridad social reformado y en principios firmes de buena gobernanza y diálogo 

social. Según indica el Gobierno, si bien la legislación de aplicación prevista por la Ley Orgánica del Sistema de 

Seguridad Social (LOSSS), de 2002, no fue adoptada dentro del plazo de cinco años previsto inicialmente, a saber 

las relativas a los regímenes de salud y de pensiones, se realizaron progresos en 2012, al haberse establecido las 

instituciones de seguridad social previstas en la LOSSS tales como la Tesorería de Seguridad Social y la 

Superintendencia de seguridad social. En respuesta a las preguntas formuladas por la Comisión en lo concerniente 

al nuevo calendario establecido para la adopción de la legislación de aplicación de la LOSSS, el Gobierno indica 

que, mientras esté pendiente la adopción de la nueva legislación, sigue en vigor el marco legal aplicable 

anteriormente, incluyendo la Ley de Seguridad Social de 1967, en su forma enmendada. Al tomar nota de lo 

anteriormente expuesto, la Comisión desea señalar a la atención del Gobierno los puntos que se indican a 

continuación. 

I. Observaciones de las organizaciones de trabajadores 

En relación con sus comentarios anteriores, la Comisión toma nota de la memoria del Gobierno, y de las nuevas 

observaciones comunicadas por la Central de Trabajadores Alianza Sindical Independiente (ASI) el 22 y 26 de 

agosto de 2016, así como de las suministradas conjuntamente por la Unión Nacional de Trabajadores de 

Venezuela (UNETE), la Confederación de Trabajadores de Venezuela (CTV), la Confederación General del 

Trabajo (CGT), y la Confederación de Sindicatos Autónomos (CODESA) el 12 de octubre de 2016. La Comisión 

toma nota de las importantes cuestiones planteadas por la ASI en sus observaciones, que no han recibido respuesta 

del Gobierno, a saber: las dificultades de acceso a la información impide garantizar una supervisión eficaz del 

grado de cobertura y de la gestión del sistema de seguridad social; la falta de representación de los trabajadores, 

tanto en el Instituto Venezolano de los Seguros Sociales (IVSS) como en otras instituciones públicas tales como 

el Instituto Nacional de Prevención, Salud y Seguridad Laborales (INAPSASEL) o en el Instituto Nacional de 

Cooperación Educativa Socialista (INCES); disparidad de los datos estadísticos, falta de suministros médicos o 

retrasos en el pago de los incrementos en las pensiones que sólo se compensan parcialmente por las medidas 

destinadas a garantizar la seguridad alimentaria de los segmentos más vulnerables de la población; la legislación 

prevista por la LOSSS genera incompatibilidades legales. Las dificultades procedimentales que deben superar los 

usuarios del sistema de seguridad social para ejercer sus derechos ante la justicia, en particular, ante el Tribunal 

Supremo de Justicia (TSJ), que se ha mostrado contradictorio con respecto a la progresividad que debería 

caracterizar la aplicación del derecho fundamental a la seguridad social, especialmente al incurrir en demoras en 

los procedimientos y a dar lugar a retrocesos jurisprudenciales. Además, el Gobierno no ha proporcionado 

respuestas a las numerosas observaciones formuladas por la ASI y la CTV, señalando que esas organizaciones no 

son las más representativas en el contexto nacional. La Comisión no advierte indicación alguna de que el Gobierno 

haya iniciado con los interlocutores sociales un diálogo social efectivo sobre la aplicación de la reforma del 

sistema de seguridad social. Recordando que el éxito de la reforma de la seguridad social requiere la 

participación efectiva de los interlocutores sociales, la Comisión pide al Gobierno que, en su próxima memoria, 

proporcione una respuesta detallada a los comentarios y criticas formulados por las organizaciones sindicales. 
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II. Atención médica 

En relación con la protección de la salud, la memoria se refiere a la adopción en 2014 de la Ley del Plan de la 

Patria que prevé la articulación progresiva de todos los niveles de la protección, promoción, prevención y 

rehabilitación de la salud en las «áreas de salud integral comunitarias» durante el período 2013-2019. Además, la 

memoria hace referencia a la creación en 2015 de la «Red de atención comunal de salud» (Gaceta núm. 40723, 

de 13 de agosto de 2015) que establece la lista de entidades médicas que forman parte del sistema público nacional 

de salud, cuya finalidad es reformar la estructura y funcionamiento de los servicios de salud a fin de garantizar la 

cobertura universal de la población. Habida cuenta del objetivo constitucional de integrar el sistema de salud 

en el sistema de seguridad social, la Comisión pide al Gobierno que se sirva indicar de qué manera se articula 

la red de protección de salud recientemente establecido con el administrado por el IVSS y que proporcione 

información estadística acerca del monto de los pagos realizados por los beneficiarios que acceden a la 

atención de salud. 

Además, recordando que la Ley de 1967 sobre el Seguro Social no es adecuada para garantizar que se da pleno 

efecto al Convenio núm. 130, la Comisión lamenta que la memoria no comunique la información solicitada 

anteriormente y pide nuevamente al Gobierno que facilite una memoria detallada sobre ese Convenio 

indicando la manera en que las numerosas medidas legislativas adoptadas en los últimos años dan efecto a 

cada una de sus disposiciones, incluyendo, en particular sobre los puntos siguientes: 

 - artículos 10 y 19 (que han de interpretarse conjuntamente con el artículo 5) (necesidad de proteger de 

manera efectiva ya sea el conjunto de los asalariados y a sus derecho habientes, ya sea al 75 por ciento 

de la población económicamente activa y a sus derecho habientes); 

 - artículo 13 (necesidad de comunicar copia de las leyes y reglamentos en los que se precise la asistencia 

médica prestada a las personas cubiertas, respetando el mínimo previsto por esta disposición del 

Convenio); 

 - artículo 16, 1) (necesidad de armonizar el artículo 127 del reglamento general de la Ley sobre Seguridad 

Social con la práctica establecida por el IVSS, que consiste en proporcionar una asistencia médica 

durante todo el tiempo que dure la contingencia); 

 - artículo 16, 2) y 3) (necesidad de comunicar copia de toda decisión, circular o reglamento administrativo 

del IVSS que regule la práctica consistente en seguir proporcionando asistencia médica cuando el 

beneficiario deje de pertenecer a la categoría de personas protegidas, en caso de una enfermedad que 

haya empezado cuando dicha persona pertenecía a esas categorías); 

 - artículo 28, 2) (necesidad de modificar el artículo 160 del reglamento general de la Ley del Seguro 

Social, según el cual la pensión no se concederá cuando la contingencia se deba a una infracción de la 

ley o a la comisión de un delito o de un atentado contra la moral y las buenas costumbres, y 

 - artículo 22, interpretado conjuntamente con el artículo 1, h) (en lo que concierne al nivel de las 

prestaciones en efectivo en caso de enfermedad). 

 

III. Régimen de pensiones y otras prestaciones monetarias 

La Comisión lamenta tomar nota de que el Gobierno no haya proporcionado la información detallada que 

requieren los formularios de memoria en virtud de los Convenios núms. 121 y 128 para hacer posible evaluar el 

alcance y el nivel de las prestaciones. Como se indicó en comentarios anteriores de la Comisión en relación con 

los niveles y coberturas de las pensiones y otras prestaciones de seguridad social, las prestaciones de seguridad 

social obligatoria aún siguen regidas por la Ley de Seguridad Social, de 1967, en su forma enmendada. El 

Gobierno indica que la última enmienda parcial de esta ley en 2012 tuvo como consecuencia la extensión de la 

cobertura a las personas empleadas por cuenta propia. En 2015, el 41,3 por ciento de la población estaba asegurada 

en el IVSS y el número de beneficiarios de las pensiones de los diversos regímenes establecidos (IVSS para las 

contingencias de vejez, invalidez, sobrevivientes; «Amor Mayor», pensiones de vejez no contributivas; etc.) 

aumentaron un 527 por ciento en los últimos quince años. La Comisión toma nota de este espectacular resultado. 

Sin embargo, también toma nota de las observaciones formuladas por la ASI relativas a la falta de datos 

estadísticos verificables sobre la cobertura, la erosión de los beneficios debido al elevado contexto inflacionario, 

al hecho de que pese a la creación de la Tesorería de Seguridad Social, aún no funcione en su totalidad y cuestionan 
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el criterio seguido por el Gobierno de extender la cobertura mediante esfuerzos no coordinados, carentes de un 

marco jurídico integrado e impulsado principalmente por fines electorales. La Comisión pide nuevamente al 

Gobierno que proporcione memorias detalladas sobre los Convenios núms. 102 (parte II y VIII), 121 y 128, 

indicando la manera en la que la legislación y la práctica nacionales dan efecto a cada una de las disposiciones 

de esos Convenios basándose en el formulario de memoria aprobado por el Consejo de Administración de la 

OIT. En particular: 

 - En lo que respecta al nivel de las prestaciones: le pide que demuestre que el monto de las prestaciones 

monetarias corresponden a un nivel que está en conformidad con el mínimo establecido por el Convenio 

núm. 121 en lo que respecta a las prestaciones por accidentes del trabajo y por enfermedad profesional 

(artículos 13, 14, 2), y 18, 1), interpretados conjuntamente con el artículo 19); y por el Convenio núm. 

128 en lo que respecta a las prestaciones de vejez, invalidez y supervivientes (artículos 10, 17 y 23, 

interpretados conjuntamente con el artículo 26). 

 - En lo que respecta al Convenio núm. 121: artículo 4 (necesidad de cubrir de manera efectiva a todos 

los asalariados (incluidos los aprendices) de los sectores privados o públicos, incluidas las cooperativas, 

y, en caso de fallecimiento del sostén de la familia, a las categorías prescritas de beneficiarios); artículo 

7 (necesidad de precisar las condiciones en las cuales un accidente sufrido en el trayecto debe 

considerarse como un accidente de trabajo que dé lugar al ejercicio de derecho a percibir una 

indemnización en el marco de la legislación en materia de seguridad social ); artículo 8 (establecimiento 

de una lista de enfermedades profesionales de conformidad con lo dispuesto en el Convenio); artículo 10, 

1) (necesidad de adoptar las medidas necesarias con miras a determinar expresamente en la legislación 

los tipos de atención médica proporcionada por el IVSS a los asegurados, entre las cuales deben al menos 

figurar las atenciones de salud enumeradas por el Convenio); artículo 18, leído de consuno con el 

artículo 1, e), i) (modificar el artículo 33 de la Ley sobre el Seguro Social a fin de elevar de 14 a 15 años 

la edad a la que los niños deben tener una pensión de supervivientes); artículo 21 (necesidad de 

suministrar los datos estadísticos requeridos en el formulario de memoria que permitan evaluar el 

impacto real de las revalorizaciones de las pensiones, teniendo en cuenta las variaciones del nivel general 

de las ganancias o de la evolución del costo de la vida); artículo 22, 1), d) y e), y 2) (necesidad de modificar 

el artículo 160 del reglamento general de la Ley sobre el Seguro Social, según el cual la pensión no se 

concederá cuando la contingencia se deba a una infracción de la ley o a la comisión de un delito o de un 

atentado contra la moral y las buenas costumbres). 

 - En lo que respecta al Convenio núm. 128: artículo 21, 1), leído de consuno con el artículo 1, h), i) 

(necesidad de modificar el artículo 33 de la Ley del Seguro Social a fin de elevar de 14 a 15 años la edad 

en la que los niños deben tener derecho a una pensión de supervivientes); artículo 29 (necesidad de 

proporcionar los datos estadísticos requeridos en el formulario de memoria que permitan evaluar el 

impacto real de las revalorizaciones de pensiones, teniendo en cuenta las variaciones del nivel general 

de ganancias o la evolución del costo de la vida), artículo 32, 1), d) y e) (necesidad de modificar el artículo 

160 del reglamento general de la Ley sobre el Seguro Social, según el cual no se concederá la pensión 

cuando la contingencia se deba a una infracción de la ley o a la comisión de un delito o a un atentado 

contra la moral y las buenas costumbres); artículo 32, 2) (necesidad de prever que cuando se suspenden 

las prestaciones una parte de éstas deberá destinarse a las personas a cargo de beneficiarios) y artículo 

38 (indicar cualquier aumento del número de asalariados del sector agrícola protegidos por el Convenio). 

 - En lo que respecta al Convenio núm. 102: artículos 50 y 52, leídos de consuno con el artículo 65 

(necesidad de armonizar el artículo 143 del reglamento general de la seguridad social con el artículo 11 

de la Ley sobre el Seguro Social). 

 

C130 - Observación (CEACR) - Adopción: 2016, Publicación: 106ª reunión CIT (2017) 

En su observación anterior sobre estos instrumentos, la Comisión abordó importantes cuestiones relativas a la 

transición hacia un sistema de seguridad social reformado y en principios firmes de buena gobernanza y diálogo 

social. Según indica el Gobierno, si bien la legislación de aplicación prevista por la Ley Orgánica del Sistema de 

Seguridad Social (LOSSS), de 2002, no fue adoptada dentro del plazo de cinco años previsto inicialmente, a saber 

las relativas a los regímenes de salud y de pensiones, se realizaron progresos en 2012, al haberse establecido las 

instituciones de seguridad social previstas en la LOSSS tales como la Tesorería de Seguridad Social y la 

Superintendencia de seguridad social. En respuesta a las preguntas formuladas por la Comisión en lo concerniente 
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al nuevo calendario establecido para la adopción de la legislación de aplicación de la LOSSS, el Gobierno indica 

que, mientras esté pendiente la adopción de la nueva legislación, sigue en vigor el marco legal aplicable 

anteriormente, incluyendo la Ley de Seguridad Social de 1967, en su forma enmendada. Al tomar nota de lo 

anteriormente expuesto, la Comisión desea señalar a la atención del Gobierno los puntos que se indican a 

continuación. 

I. Observaciones de las organizaciones de trabajadores 

En relación con sus comentarios anteriores, la Comisión toma nota de la memoria del Gobierno, y de las nuevas 

observaciones comunicadas por la Central de Trabajadores Alianza Sindical Independiente (ASI) el 22 y 26 de 

agosto de 2016, así como de las suministradas conjuntamente por la Unión Nacional de Trabajadores de 

Venezuela (UNETE), la Confederación de Trabajadores de Venezuela (CTV), la Confederación General del 

Trabajo (CGT), y la Confederación de Sindicatos Autónomos (CODESA) el 12 de octubre de 2016. La Comisión 

toma nota de las importantes cuestiones planteadas por la ASI en sus observaciones, que no han recibido respuesta 

del Gobierno, a saber: las dificultades de acceso a la información impide garantizar una supervisión eficaz del 

grado de cobertura y de la gestión del sistema de seguridad social; la falta de representación de los trabajadores, 

tanto en el Instituto Venezolano de los Seguros Sociales (IVSS) como en otras instituciones públicas tales como 

el Instituto Nacional de Prevención, Salud y Seguridad Laborales (INAPSASEL) o en el Instituto Nacional de 

Cooperación Educativa Socialista (INCES); disparidad de los datos estadísticos, falta de suministros médicos o 

retrasos en el pago de los incrementos en las pensiones que sólo se compensan parcialmente por las medidas 

destinadas a garantizar la seguridad alimentaria de los segmentos más vulnerables de la población; la legislación 

prevista por la LOSSS genera incompatibilidades legales. Las dificultades procedimentales que deben superar los 

usuarios del sistema de seguridad social para ejercer sus derechos ante la justicia, en particular, ante el Tribunal 

Supremo de Justicia (TSJ), que se ha mostrado contradictorio con respecto a la progresividad que debería 

caracterizar la aplicación del derecho fundamental a la seguridad social, especialmente al incurrir en demoras en 

los procedimientos y a dar lugar a retrocesos jurisprudenciales. Además, el Gobierno no ha proporcionado 

respuestas a las numerosas observaciones formuladas por la ASI y la CTV, señalando que esas organizaciones no 

son las más representativas en el contexto nacional. La Comisión no advierte indicación alguna de que el Gobierno 

haya iniciado con los interlocutores sociales un diálogo social efectivo sobre la aplicación de la reforma del 

sistema de seguridad social. Recordando que el éxito de la reforma de la seguridad social requiere la 

participación efectiva de los interlocutores sociales, la Comisión pide al Gobierno que, en su próxima memoria, 

proporcione una respuesta detallada a los comentarios y criticas formulados por las organizaciones sindicales. 

II. Atención médica 

En relación con la protección de la salud, la memoria se refiere a la adopción en 2014 de la Ley del Plan de la 

Patria que prevé la articulación progresiva de todos los niveles de la protección, promoción, prevención y 

rehabilitación de la salud en las «áreas de salud integral comunitarias» durante el período 2013-2019. Además, la 

memoria hace referencia a la creación en 2015 de la «Red de atención comunal de salud» (Gaceta núm. 40723, 

de 13 de agosto de 2015) que establece la lista de entidades médicas que forman parte del sistema público nacional 

de salud, cuya finalidad es reformar la estructura y funcionamiento de los servicios de salud a fin de garantizar la 

cobertura universal de la población. Habida cuenta del objetivo constitucional de integrar el sistema de salud 

en el sistema de seguridad social, la Comisión pide al Gobierno que se sirva indicar de qué manera se articula 

la red de protección de salud recientemente establecido con el administrado por el IVSS y que proporcione 

información estadística acerca del monto de los pagos realizados por los beneficiarios que acceden a la 

atención de salud. 

Además, recordando que la Ley de 1967 sobre el Seguro Social no es adecuada para garantizar que se da pleno 

efecto al Convenio núm. 130, la Comisión lamenta que la memoria no comunique la información solicitada 

anteriormente y pide nuevamente al Gobierno que facilite una memoria detallada sobre ese Convenio 

indicando la manera en que las numerosas medidas legislativas adoptadas en los últimos años dan efecto a 

cada una de sus disposiciones, incluyendo, en particular sobre los puntos siguientes: 

 - artículos 10 y 19 (que han de interpretarse conjuntamente con el artículo 5) (necesidad de proteger de 

manera efectiva ya sea el conjunto de los asalariados y a sus derecho habientes, ya sea al 75 por ciento 

de la población económicamente activa y a sus derecho habientes); 
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 - artículo 13 (necesidad de comunicar copia de las leyes y reglamentos en los que se precise la asistencia 

médica prestada a las personas cubiertas, respetando el mínimo previsto por esta disposición del 

Convenio); 

 - artículo 16, 1) (necesidad de armonizar el artículo 127 del reglamento general de la Ley sobre Seguridad 

Social con la práctica establecida por el IVSS, que consiste en proporcionar una asistencia médica 

durante todo el tiempo que dure la contingencia); 

 - artículo 16, 2) y 3) (necesidad de comunicar copia de toda decisión, circular o reglamento administrativo 

del IVSS que regule la práctica consistente en seguir proporcionando asistencia médica cuando el 

beneficiario deje de pertenecer a la categoría de personas protegidas, en caso de una enfermedad que 

haya empezado cuando dicha persona pertenecía a esas categorías); 

 - artículo 28, 2) (necesidad de modificar el artículo 160 del reglamento general de la Ley del Seguro 

Social, según el cual la pensión no se concederá cuando la contingencia se deba a una infracción de la 

ley o a la comisión de un delito o de un atentado contra la moral y las buenas costumbres, y 

 - artículo 22, interpretado conjuntamente con el artículo 1, h) (en lo que concierne al nivel de las 

prestaciones en efectivo en caso de enfermedad). 

 

III. Régimen de pensiones y otras prestaciones monetarias 

La Comisión lamenta tomar nota de que el Gobierno no haya proporcionado la información detallada que 

requieren los formularios de memoria en virtud de los Convenios núms. 121 y 128 para hacer posible evaluar el 

alcance y el nivel de las prestaciones. Como se indicó en comentarios anteriores de la Comisión en relación con 

los niveles y coberturas de las pensiones y otras prestaciones de seguridad social, las prestaciones de seguridad 

social obligatoria aún siguen regidas por la Ley de Seguridad Social, de 1967, en su forma enmendada. El 

Gobierno indica que la última enmienda parcial de esta ley en 2012 tuvo como consecuencia la extensión de la 

cobertura a las personas empleadas por cuenta propia. En 2015, el 41,3 por ciento de la población estaba asegurada 

en el IVSS y el número de beneficiarios de las pensiones de los diversos regímenes establecidos (IVSS para las 

contingencias de vejez, invalidez, sobrevivientes; «Amor Mayor», pensiones de vejez no contributivas; etc.) 

aumentaron un 527 por ciento en los últimos quince años. La Comisión toma nota de este espectacular resultado. 

Sin embargo, también toma nota de las observaciones formuladas por la ASI relativas a la falta de datos 

estadísticos verificables sobre la cobertura, la erosión de los beneficios debido al elevado contexto inflacionario, 

al hecho de que pese a la creación de la Tesorería de Seguridad Social, aún no funcione en su totalidad y cuestionan 

el criterio seguido por el Gobierno de extender la cobertura mediante esfuerzos no coordinados, carentes de un 

marco jurídico integrado e impulsado principalmente por fines electorales. La Comisión pide nuevamente al 

Gobierno que proporcione memorias detalladas sobre los Convenios núms. 102 (parte II y VIII), 121 y 128, 

indicando la manera en la que la legislación y la práctica nacionales dan efecto a cada una de las disposiciones 

de esos Convenios basándose en el formulario de memoria aprobado por el Consejo de Administración de la 

OIT. En particular: 

 - En lo que respecta al nivel de las prestaciones: le pide que demuestre que el monto de las prestaciones 

monetarias corresponden a un nivel que está en conformidad con el mínimo establecido por el Convenio 

núm. 121 en lo que respecta a las prestaciones por accidentes del trabajo y por enfermedad profesional 

(artículos 13, 14, 2), y 18, 1), interpretados conjuntamente con el artículo 19); y por el Convenio núm. 

128 en lo que respecta a las prestaciones de vejez, invalidez y supervivientes (artículos 10, 17 y 23, 

interpretados conjuntamente con el artículo 26). 

 - En lo que respecta al Convenio núm. 121: artículo 4 (necesidad de cubrir de manera efectiva a todos 

los asalariados (incluidos los aprendices) de los sectores privados o públicos, incluidas las cooperativas, 

y, en caso de fallecimiento del sostén de la familia, a las categorías prescritas de beneficiarios); artículo 

7 (necesidad de precisar las condiciones en las cuales un accidente sufrido en el trayecto debe 

considerarse como un accidente de trabajo que dé lugar al ejercicio de derecho a percibir una 

indemnización en el marco de la legislación en materia de seguridad social ); artículo 8 (establecimiento 

de una lista de enfermedades profesionales de conformidad con lo dispuesto en el Convenio); artículo 10, 

1) (necesidad de adoptar las medidas necesarias con miras a determinar expresamente en la legislación 

los tipos de atención médica proporcionada por el IVSS a los asegurados, entre las cuales deben al menos 

figurar las atenciones de salud enumeradas por el Convenio); artículo 18, leído de consuno con el 
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artículo 1, e), i) (modificar el artículo 33 de la Ley sobre el Seguro Social a fin de elevar de 14 a 15 años 

la edad a la que los niños deben tener una pensión de supervivientes); artículo 21 (necesidad de 

suministrar los datos estadísticos requeridos en el formulario de memoria que permitan evaluar el 

impacto real de las revalorizaciones de las pensiones, teniendo en cuenta las variaciones del nivel general 

de las ganancias o de la evolución del costo de la vida); artículo 22, 1), d) y e), y 2) (necesidad de modificar 

el artículo 160 del reglamento general de la Ley sobre el Seguro Social, según el cual la pensión no se 

concederá cuando la contingencia se deba a una infracción de la ley o a la comisión de un delito o de un 

atentado contra la moral y las buenas costumbres). 

 - En lo que respecta al Convenio núm. 128: artículo 21, 1), leído de consuno con el artículo 1, h), i) 

(necesidad de modificar el artículo 33 de la Ley del Seguro Social a fin de elevar de 14 a 15 años la edad 

en la que los niños deben tener derecho a una pensión de supervivientes); artículo 29 (necesidad de 

proporcionar los datos estadísticos requeridos en el formulario de memoria que permitan evaluar el 

impacto real de las revalorizaciones de pensiones, teniendo en cuenta las variaciones del nivel general 

de ganancias o la evolución del costo de la vida), artículo 32, 1), d) y e) (necesidad de modificar el artículo 

160 del reglamento general de la Ley sobre el Seguro Social, según el cual no se concederá la pensión 

cuando la contingencia se deba a una infracción de la ley o a la comisión de un delito o a un atentado 

contra la moral y las buenas costumbres); artículo 32, 2) (necesidad de prever que cuando se suspenden 

las prestaciones una parte de éstas deberá destinarse a las personas a cargo de beneficiarios) y artículo 

38 (indicar cualquier aumento del número de asalariados del sector agrícola protegidos por el Convenio). 

 - En lo que respecta al Convenio núm. 102: artículos 50 y 52, leídos de consuno con el artículo 65 

(necesidad de armonizar el artículo 143 del reglamento general de la seguridad social con el artículo 11 

de la Ley sobre el Seguro Social). 

 

C138 - Solicitud directa (CEACR) - Adopción: 2016, Publicación: 106ª reunión CIT (2017) 

Artículo 3, párrafo 2, del Convenio. Determinación de los tipos de trabajos peligrosos. En sus comentarios 

anteriores, la Comisión tomó nota de que el Reglamento de las condiciones de higiene y seguridad en el trabajo, 

de 1973, prohíbe ciertos tipos de actividades consideradas como peligrosas para los menores de 18 años y 

proporciona, a este respecto, una lista de las actividades que están supuestamente prohibidas en la legislación 

nacional. Sin embargo, la Comisión observó que, si bien el artículo 80 del mencionado reglamento prohíbe el 

empleo de mujeres y varones menores de 18 años en actividades consideradas como peligrosas o insalubres, según 

las define el artículo 79, éste hace referencia a un cuadro que contiene una lista de esas actividades que no se 

integró o anexó al reglamento. 

La Comisión toma nota, en la memoria del Gobierno, del cuadro que contiene la lista de las actividades 

consideradas como peligrosas o insalubres y que son, así, prohibidas a los jóvenes menores de 18 años de edad, 

según el artículo 79 del reglamento. 

 

C138 - Observación (CEACR) - Adopción: 2016, Publicación: 106ª reunión CIT (2017) 

Artículo 1 del Convenio. Política nacional y aplicación del Convenio en la práctica. En sus comentarios anteriores, 

la Comisión tomó nota de las declaraciones de la Confederación Sindical Internacional (CSI), según las cuales el 

trabajo infantil está especialmente extendido en el sector informal y en los sectores de actividad no reglamentados 

del país. La CSI indica que, según algunas estimaciones, unos 1,2 millones de niños trabajarían, sobre todo en la 

agricultura, en el servicio doméstico y en la venta ambulante, y más de 300 000 trabajarían en la economía 

informal. Además, la Comisión tomó nota de las preocupaciones expresadas por la Alianza Sindical Independiente 

(ASI), relativas al aumento del número de niños y de adolescentes que trabajan en la economía informal y que, en 

su mayoría, realizarían trabajos peligrosos. Tomó nota asimismo de que las estadísticas oficiales no permiten 

comprender la dimensión real del trabajo infantil en el sector informal y solicitó al Gobierno que comunicara 

datos actualizados en este sentido. 

La Comisión toma nota de que la memoria del Gobierno no contiene datos actualizados sobre la situación de los 

niños y los adolescentes que trabajan en el país. Sin embargo, toma nota de las estadísticas comunicadas en la 

memoria del Gobierno, relativas a las inspecciones realizadas. Así, en 2015, los servicios de inspección del trabajo 

procedieron a 46 946 inspecciones y detectaron 206 infracciones relacionadas con la edad mínima, de 14 años. La 

Comisión solicita al Gobierno que tenga a bien comunicar informaciones sobre las sanciones impuestas en los 
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casos de infracciones comprobadas por los inspectores del trabajo. Solicita una vez más al Gobierno que se 

sirva adoptar, en los más breves plazos, las medidas necesarias para garantizar que se pongan a disposición 

los datos actualizados sobre la situación de los niños y adolescentes que trabajan en el país, especialmente en 

trabajos peligrosos y en la economía informal. Por último, la Comisión solicita al Gobierno que tenga a bien 

comunicar informaciones sobre las medidas y las políticas nacionales adoptadas o previstas para garantizar 

que todos los niños, incluidos aquellos que están en la economía informal, gocen de la protección acordada 

por las disposiciones del Convenio. 

Artículo 3, párrafo 3. Admisión a los trabajos peligrosos a partir de los 16 años de edad. La Comisión tomó nota 

con anterioridad de que, en virtud del artículo 18, 8), de la Ley Orgánica del Trabajo, las Trabajadoras y los 

Trabajadores, se prohíbe el trabajo de los adolescentes en labores que puedan afectar su desarrollo integral. Ahora 

bien, la Comisión comprobó que el término «adolescente», no está definido en esta ley y que, si uno se remite a 

la definición del término adolescente dada en el artículo 2 de la Ley de 1998 sobre la Protección de Niños y 

Adolescentes, esta prohibición se dirigiría únicamente a los niños mayores de 12 años, definiéndose al adolescente 

como todo joven mayor de 12 años. Además, tomó nota de que, según el artículo 32 de la Ley Orgánica del 

Trabajo, las Trabajadoras y los Trabajadores, el trabajo de los niños de edades comprendidas entre los 14 y los 18 

años, será reglamentado por la Ley de 1998 sobre la Protección de Niños y Adolescentes. Así, el artículo 96, 1), 

de la ley de 1998 relativa a la protección de niños y adolescentes, prohíbe el empleo de los adolescentes de 14 a 

18 años en los trabajos expresamente prohibidos por la ley y en virtud del artículo 96, el Poder Ejecutivo nacional 

podrá, mediante decreto, determinar las edades mínimas más elevadas que la edad mínima de 14 años para los 

tipos de trabajo que son peligrosos o perjudiciales para la salud de los adolescentes. Además, la Comisión observó 

que el decreto núm. 1631, de 31 de diciembre de 1973, sobre el reglamento relativo a las condiciones de higiene 

y de seguridad en el trabajo, prohíbe las actividades peligrosas o insalubres, como las definidas por la legislación 

nacional o el Ministerio del Trabajo, a las mujeres y a los varones menores de 18 años. En consecuencia, la 

Comisión solicitó al Gobierno que armonizara su legislación con el Convenio. 

La Comisión toma nota de la indicación del Gobierno, según la cual indica que su legislación prohíbe todos los 

tipos de trabajo peligrosos a las niñas y a los varones menores de 18 años. Sin embargo, si bien el reglamento 

relativo a las condiciones de higiene y de seguridad prohíbe las actividades peligrosas o insalubres a los jóvenes 

menores de 18 años, la Comisión subraya que el artículo 96 de la ley de 1998, mantiene abierta la posibilidad de 

que el Poder Ejecutivo nacional determine las edades mínimas más elevadas que le edad mínima de 14 años para 

los tipos de trabajo que son peligrosos o perjudiciales para la salud de los adolescentes. Ahora bien, la Comisión 

recuerda al Gobierno que el empleo o el trabajo de los adolescentes de 16 a 18 años en trabajos peligrosos sólo se 

autoriza a reserva de la aplicación de condiciones estrictas que garanticen su protección y su formación previa y 

no está, en ningún caso, autorizado para los jóvenes menores de 16 años. Por consiguiente, la Comisión solicita 

al Gobierno que adopte, en los más breves plazos, las medidas necesarias para armonizar su legislación 

nacional con el Convenio, velando por que la Ley de 1998 sobre la Protección de Niños y Adolescentes autorice 

excepciones a la prohibición de trabajos peligrosos, sólo para los jóvenes de edades comprendidas entre los 16 

y los 18 años, y únicamente en la condiciones previstas en el artículo 3, párrafo 3, del Convenio. 

La Comisión plantea otras cuestiones en una solicitud dirigida directamente al Gobierno. 

 

C156 - Solicitud directa (CEACR) - Adopción: 2016, Publicación: 106ª reunión CIT (2017) 

La Comisión toma nota de las observaciones de la Confederación de Trabajadores de Venezuela (CTV), recibidas 

el 26 de agosto de 2016, que se refiere a las cuestiones que están siendo examinadas. 

Artículo 3 del Convenio. Política nacional. En relación con las medidas adoptadas con miras a promover la 

igualdad entre los trabajadores con responsabilidades familiares y los demás trabajadores, la Comisión toma nota 

de que la Ley Orgánica del Trabajo, los Trabajadores y las Trabajadoras (LOTTT) de 2012, contiene diversas 

disposiciones para la protección de los trabajadores con responsabilidades familiares y para la conciliación de las 

responsabilidades laborales y familiares. La Comisión toma nota de que el artículo 331 de la LOTTT dispone que 

en el proceso social de trabajo y desde cada entidad de trabajo, se protegerá la maternidad y se apoyará a los 

padres y las madres en el cumplimiento de criar, formar, educar, mantener y asistir a sus hijos e hijas. La Comisión 

toma nota asimismo de que el Plan nacional para la igualdad y equidad de género 2013 2019 prevé en su objetivo 

2.9 la promoción de las responsabilidades compartidas del hogar. La Comisión pide al Gobierno que envíe 

información sobre las medidas particulares que se han adoptado para la aplicación del artículo 331 de la 

LOTTT y del Plan nacional para la igualdad y equidad de género 2013-2019 en la práctica. 
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Artículo 4, b). Condiciones de empleo. En relación con las medidas adoptadas para tener en cuenta las necesidades 

de los trabajadores con responsabilidades familiares, la Comisión toma nota de que el artículo 339 de la LOTTT 

prevé una licencia remunerada por paternidad de catorce días y que el artículo 345 prevé el derecho de la madre 

a dos interrupciones diarias para la lactancia. La Comisión toma nota de que según la CTV, en muchas ocasiones, 

la licencia por paternidad no es remunerada. Además, la CTV indica que el principal problema en la conciliación 

de las responsabilidades familiares y laborales es la regulación del tiempo de trabajo, que en la actualidad depende 

principalmente de los empleadores. La Comisión pide al Gobierno que envíe información sobre el modo en que 

la licencia por paternidad se aplica en la práctica, incluyendo información estadística sobre la cantidad de 

licencias otorgadas y que se asegure que la misma es efectivamente remunerada, tal como está establecido en 

la legislación. La Comisión pide también al Gobierno que envíe información sobre las medidas adoptadas o 

previstas en relación con la duración de la jornada de trabajo con miras a favorecer una mejor conciliación 

de las responsabilidades familiares y laborales. La Comisión pide asimismo al Gobierno que envíe información 

sobre toda otra medida adoptada o prevista con miras a tener en cuenta las necesidades de los trabajadores con 

responsabilidades familiares en lo que concierne las condiciones de empleo y seguridad social. 

Artículo 5. Servicios y prestaciones para el cuidado de los niños y otros miembros de la familia. La Comisión 

toma nota de que el artículo 348 de la LOTTT establece que el Estado desarrollará programas de atención 

especializada en el marco de la seguridad social, para brindar apoyo a los trabajadores en el cuidado y protección 

de niños, niñas, adolescentes, personas adultas mayores y otros miembros de la familia, cuando requieran algún 

tipo de atención especial, o cuando no puedan valerse por sí mismos. Asimismo, el artículo 161 de la LOTTT 

prevé la obligación del empleador que tenga bajo su dependencia más de 1 000 trabajadores, cuyas labores se 

presten a más de 100 kilómetros de una ciudad que tenga centros de atención educativa, de establecer institutos 

educacionales. El artículo 343 dispone que el empleador que ocupe a más de 20 trabajadores, deberá mantener un 

centro de educación inicial que cuente con una sala de lactancia, donde se garantice la atención y formación 

adecuada a los hijos de los trabajadores desde los 3 meses hasta la edad de 6 años. El artículo 344 prevé diversas 

modalidades de cumplimiento de esta obligación. La Comisión toma nota asimismo de que las líneas 2.9.1 y 2 del 

Plan nacional para la igualdad y equidad de género 2013-2019 prevén el impulso de políticas de cuidado infantil 

y de personas en condición de alta dependencia por enfermedad y edad avanzada y discapacidad. La Comisión 

pide al Gobierno que envíe información sobre la implementación de los programas de atención para brindar 

apoyo a los trabajadores con responsabilidades familiares previstos en el artículo 348 de la LOTTT, así como 

sobre el cumplimiento por parte de las empresas de los artículos 161 y 343 de la misma ley en relación con la 

obligación de establecer centros educativos. La Comisión pide al Gobierno que envíe información sobre el 

número de establecimientos educativos públicos y privados establecidos. 

Artículo 6. Sensibilización sobre el principio del Convenio. La Comisión toma nota de que el Gobierno se refiere 

a diversas medidas y programas para la sensibilización del público en general sobre la situación de los trabajadores 

con responsabilidades familiares sobre la corresponsabilidad entre hombres y mujeres en relación con el cuidado 

de los hijos y personas dependientes así como respecto de las tareas domésticas, por ejemplo el programa Flora 

Tristán de 2014, las actividades de consulta a los trabajadores y diversos encuentros con trabajadores de más de 

70 empresas. El Plan nacional para la igualdad y equidad de género 2013-2019 también se refiere a la necesidad 

de diseñar una estrategia de comunicación y formación en relación con la repartición de las tareas domésticas 

Artículo 8. Protección contra el despido. La Comisión toma nota de que la LOTTT prevé la inamovilidad de la 

trabajadora en estado de gravidez, desde el inicio del embarazo y hasta dos años después del parto; del padre, 

desde el embarazo de la madre hasta dos años después del parto, de los trabajadores que adopten niños o niñas 

menores de 3 años, hasta dos años después de la fecha en que el niño sea dado en adopción; y de los trabajadores 

con hijos con alguna discapacidad o enfermedad que le impida o dificulte valerse por sí mismo. La Comisión pide 

al Gobierno que envíe información sobre los recursos administrativos y judiciales disponibles en caso de 

incumplimiento de las disposiciones de la LOTTT que garantizan la inamovilidad de los trabajadores con 

responsabilidades familiares. La Comisión pide asimismo al Gobierno que envíe información estadística sobre 

el número de decisiones administrativas o judiciales emitidas en casos de despidos de trabajadores con 

responsabilidades familiares, incluyendo el resultado de las mismas y las eventuales sanciones impuestas. 

 

C182 - Observación (CEACR) - Adopción: 2016, Publicación: 106ª reunión CIT (2017) 

Artículos 3, a) y b), y 7, 1), del Convenio. Venta y trata de niños; utilización, reclutamiento u oferta de niños para 

la prostitución; y sanciones. En sus comentarios anteriores, la Comisión tomó nota de que la prostitución infantil 

es uno de los problemas más graves que afronta el país. La Comisión expresó su preocupación por el hecho de 

que el número de casos registrados en materia de trata y de prostitución infantil sigue siendo relativamente poco 
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elevado en comparación con la extensión y la persistencia de este fenómeno en la realidad. Además, la Comisión 

tomó nota de la adopción de la Ley contra la Delincuencia Organizada y la Financiación del Terrorismo, de 30 de 

abril de 2012, cuyas nuevas disposiciones han permitido reforzar el régimen de sanciones en relación con la venta 

y la trata de niños y adolescentes con fines de trabajo forzoso o de explotación sexual, así como en lo que respecta 

al transporte ilegal de personas en el interior y el exterior del país, como actividad del crimen organizado. Así, la 

venta y la trata de niños se sancionará en adelante con una pena de 20 a 25 años de prisión (artículo 41), y el 

transporte ilegal de personas, con una pena de entre ocho y 12 años de prisión (artículo 42). Además, tomó nota 

de que se habría presentado al Poder Legislativo un anteproyecto de ley contra la trata de personas. 

La Comisión toma nota de la indicación del Gobierno en su memoria, según la cual éste creó un sistema especial 

de protección de los niños víctimas de venta y de trata, gracias a la reforma parcial de la Ley Orgánica para la 

Protección de Niños, Niñas y Adolescentes (LOPNNA), de 8 de junio de 2015, cuyo artículo 119 establece el 

Sistema Rector Nacional para la protección integral de niños, niñas y adolescentes. Del mismo modo, el Gobierno 

indica que la Oficina Nacional contra la Delincuencia Organizada y Financiamiento al Terrorismo (ONCDOFT) 

estableció una serie de acciones destinadas a combatir e investigar la venta y la trata ilegal de personas y de niños, 

incluso mediante campañas de sensibilización contra los crímenes de la delincuencia organizada. Sin embargo, la 

Comisión toma nota de que el Gobierno no transmite cifras sobre las acciones judiciales o las condenas en 

aplicación de los artículos 41 y 42 de la Ley contra la Delincuencia. Además, toma nota de que, según las 

observaciones finales, de 3 de noviembre de 2014, del Comité de los Derechos del Niño, en aplicación del 

protocolo facultativo sobre la venta de niños, la prostitución infantil y la utilización de niños en la pornografía, 

faltan medidas adecuadas adoptadas por el Gobierno para prevenir e investigar los casos de prostitución, mientras 

que la prostitución infantil está especialmente extendida en los territorios fronterizos. La Comisión expresa 

asimismo su preocupación por el hecho de que sólo tres casos hayan sido enjuiciados en los tribunales nacionales 

por trata y prostitución infantil (documento CRC/C/OPSC/VEN/CO/1). La Comisión toma nota 

con preocupación de la impunidad de la que parecen gozar los autores de este tipo de delitos en la República 

Bolivariana de Venezuela. Solicita al Gobierno que se sirva intensificar sus esfuerzos para luchar contra ese 

fenómeno, habida cuenta del escaso número de casos registrados en el curso de los últimos años. La Comisión 

solicita una vez más al Gobierno que se sirva comunicar informaciones sobre el número de condenas y de 

sanciones impuestas en aplicación de los artículos 41 y 42 de la ley contra la delincuencia organizada. 

Tomando nota de la ausencia de informaciones comunicadas a este respecto, la Comisión solicita nuevamente 

al Gobierno que tenga a bien comunicar informaciones sobre los progresos realizados en lo que respecta a la 

adopción del anteproyecto de ley contra la trata de personas. 

Artículo 7, 2). Medidas efectivas y en un plazo determinado. Apartados a) y b). Impedir la ocupación de niños en 

las peores formas de trabajo infantil y librarlos de estas peores formas de trabajo, y asegurar su rehabilitación e 

inserción social. Trata y explotación sexual con fines comerciales. En sus comentarios anteriores, la Comisión 

tomó nota de algunos planes de acción para luchar y prestar asistencia a los niños víctimas de explotación sexual, 

pero expresó que lamentaba que el Gobierno no hubiese comunicado información sobre los resultados obtenidos. 

La Comisión toma nota de la indicación del Gobierno, según la cual adoptó un Plan nacional de derechos humanos 

(2016-2019) para definir y coordinar las grandes decisiones políticas en la materia. Este Plan está compuesto de 

un conjunto de acciones programáticas, como la puesta en práctica de programas de información para prevenir la 

explotación y los abusos sexuales de los niños, el fortalecimiento de la Comisión intersectorial contra el abuso 

sexual y la explotación sexual comercial de niños, niñas y adolescentes, y el establecimiento de una línea gratuita 

de atención telefónica para brindar a los niños una atención especial en lo que respecta a la protección de sus 

derechos humanos. El Gobierno adoptó asimismo un Plan nacional para la protección integral de niños, niñas y 

adolescentes (2015-2019), cuyas líneas directrices se orientan a la prevención y a la protección contra la 

explotación y el abuso sexuales de niños y adolescentes. Sin embargo, la Comisión toma nota de que el Comité 

de los Derechos del Niño en aplicación del protocolo facultativo, manifiesta su preocupación por el hecho de que 

no sean plenamente adecuados los servicios prestados y no respondan suficientemente a las necesidades de los 

niños víctimas (documento CRC/C/OPSC/VEN/CO/1). La Comisión solicita al Gobierno que tenga a bien velar 

por que se adopten medidas eficaces con el fin de prever una ayuda directa necesaria y adecuada para librar a 

los niños víctimas de trata y de explotación sexual y asegurar su rehabilitación e inserción social. Le solicita 

que tenga a bien comunicar informaciones sobre los resultados obtenidos en el marco de los diversos planes 

establecidos, así como sobre el número de niños víctimas de trata y de explotación sexual que han gozado de 

una asistencia. 

La Comisión plantea otras cuestiones en una solicitud dirigida directamente al Gobierno. 
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C182 - Solicitud directa (CEACR) - Adopción: 2016, Publicación: 106ª reunión CIT (2017) 

Artículo 7, párrafo 2. Medidas efectivas a adoptar en un plazo determinado. Apartado d). Niños particularmente 

expuestos a riesgos. 1. Niños de la calle. En sus comentarios anteriores, la Comisión observó que los niños que 

viven en la calle constituyen uno de los problemas más graves del país. Tomó nota de que la Misión Negra 

Hipólita, destinada a responder a los problemas de las personas vulnerables, como los niños que viven en la calle, 

tiene como uno de sus objetivos sacar de su situación a los niños y adolescentes que se dedican a las peores formas 

de trabajo infantil, especialmente a la recuperación en los vertederos, y garantizar su rehabilitación y su reinserción 

social. El Gobierno indicó asimismo que el Consejo Nacional de Derechos de Niños, Niñas y Adolescentes 

(IDENNA) estableció un plan de inclusión familiar dirigido a reintegrar a los niños de la calle en un círculo 

familiar (familia de origen, de acogida o de adopción) y este plan ha conseguido la reintegración familiar de 1 762 

niños, la colocación de 436 niños en familias de acogida y la adopción de 1 533 niños. 

La Comisión toma nota de que el Gobierno no comunica ninguna información sobre el impacto de la Misión 

Negra Hipólita o del plan de integración familiar. Sin embargo, toma nota de la indicación del Gobierno en su 

memoria, según la cual elabora un plan de protección integral de niños y adultos de los hogares de la patria, uno 

de cuyos componentes se dedicará a los niños en situación de vulnerabilidad o de riesgo social. Los objetivos 

específicos relativos a los niños se dirigen, entre otras cosas, a desarrollar sistemas públicos y comunitarios para 

cuidar a los niños en dificultades y a promover su acceso a los servicios de salud, de educación y de alimentación. 

El Gobierno también menciona diversos programas y planes de acción en fase de desarrollo por el IDENNA. Sin 

embargo, la Comisión toma nota de que el Comité de los Derechos del Niño, en sus observaciones finales de 13 

de octubre de 2014, lamenta la ausencia de información sobre la extensión del fenómeno de los niños de la calle, 

la coherencia entre las diferentes medidas adoptadas, los resultados de estas medidas y su impacto real en la mejora 

de las condiciones de vida de los niños de la calle (documento CRC/C/VEN/CO/3-5, párrafo 72). La Comisión 

alienta vivamente al Gobierno a que prosiga sus esfuerzos para proteger a los niños de la calle de las peores 

formas de trabajo infantil, adoptando medidas eficaces y coherentes y midiendo posteriormente su impacto. Le 

solicita que tenga a bien comunicar informaciones sobre el número de niños librados, rehabilitados y 

reinsertados socialmente en el marco de los diversos programas y planes de acción establecidos. 

2. Niños indígenas y afrovenezolanos. La Comisión tomó nota anteriormente de que, a pesar de los esfuerzos 

realizados por el Gobierno, la situación no mejoró lo suficiente en cuanto a la protección de los pueblos indígenas. 

Tomó nota de las medidas adoptadas para responder a la situación de los pueblos indígenas, especialmente a través 

de la mejora de las condiciones de existencia de esos pueblos y de la promoción de su desarrollo económico y 

social. 

La Comisión toma nota de la contribución del IDENNA al Centro Comunal de Protección Integral (CCPI) Schipia 

Wachoini, en un programa de protección a favor de los niños indígenas en situación de vulnerabilidad para 

prestarles una asistencia especial en lo que respecta a la salud, al estímulo pedagógico y a la nutrición. El Gobierno 

indica que, durante el período 2014-2015, el CCPI acogió a 182 niños, 168 niñas y 42 adolescentes. La Comisión 

toma nota asimismo de la indicación del Gobierno, según la cual el IDENNA puso en práctica un programa de 

prevención titulado Plan nacional de recreación para el vivir bien y que tiene como objetivo la defensa del derecho 

a la recreación de los niños indígenas, enseñándoles valores y principios básicos, como la comunicación, la 

cooperación y el trabajo en equipo. El Gobierno indica que el programa benefició a 10 468 niños indígenas y a 

12 794 adolescentes indígenas. Sin embargo, la Comisión toma nota de que el Comité de los Derechos del Niño 

sigue manifestando su preocupación por las persistentes dificultades con las que tropiezan los niños autóctonos o 

de ascendencia africana en lo que respecta al acceso a la educación de calidad (documento CRC/C/VEN/CO/3-5, 

párrafo 64). Recordando que los niños de los pueblos indígenas o afrodescendientes, son a menudo víctimas de 

una explotación que reviste formas muy diversas, y constituyen una población de riesgo de encontrarse en las 

peores formas de trabajo infantil, la Comisión alienta vivamente al Gobierno a que prosiga sus esfuerzos para 

proteger a esos niños de las peores formas de trabajo. Le solicita que se sirva comunicar informaciones sobre 

los resultados obtenidos en el marco de los diversos programas del IDENNA. 

Artículo 8. Cooperación internacional. En sus comentarios anteriores, la Comisión tomó nota de que el Gobierno 

participa en la iniciativa «Niño sur», en el marco del MERCOSUR. Esta iniciativa tiene por objetivo sensibilizar 

al público respecto de la explotación sexual, mejorar el marco jurídico del país e intercambiar las mejores prácticas 

sobre las cuestiones relativas a la protección de las víctimas y a la asistencia. Tomó nota asimismo de que están 

en curso propuestas de cooperación para eliminar la venta, la trata y la explotación sexual de niños, con los 

Gobiernos del Brasil y del Uruguay, y que el IDENNA organizó jornadas para la protección de las niñas, los niños 

y los adolescentes que viven en las zonas fronterizas, en cooperación con Colombia. 
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La Comisión toma nota de que el Gobierno no ha comunicado ninguna información relativa a estas medidas de 

cooperación. Sin embargo, el Gobierno indica que está colaborando con el Instituto de Políticas Públicas en 

Derechos Humanos del MERCOSUR (IPPDH) para desarrollar el Proyecto de Cooperación Humanitaria 

Internacional para migrantes, apátridas, refugiados y víctimas de trata de personas (PCHI). Este proyecto apunta, 

entre otras cosas, a desarrollar los instrumentos de cooperación técnica regional y el diálogo regional para poder 

abordar de manera más inclusiva el problema de la trata de personas, incluida la de los niños. La Comisión solicita 

al Gobierno que tenga a bien comunicar informaciones sobre el impacto de las medidas adoptadas para luchar 

contra la trata y la explotación sexual infantil. Tomando nota de la ausencia de información del Gobierno a 

ese respecto, le solicita una vez más que se sirva comunicar informaciones sobre los casos de los niños víctimas 

de trata repatriados a sus países de origen. 

 

 

Adoptado por la CEACR en 2015 

C022 - Observación (CEACR) - Adopción: 2015, Publicación: 105ª reunión CIT (2016) 

Artículos 3 a 14 del Convenio. Contrato de enrolamiento. En sus comentarios anteriores, la Comisión había 

solicitado al Gobierno que adoptara a la mayor brevedad las medidas necesarias para adecuar la legislación 

nacional a los distintos artículos del Convenio a fin de: i) garantizar un contrato de enrolamiento por escrito 

firmado por el armador y por la gente de mar (artículo 3, párrafo 1, del Convenio); ii) garantizar las condiciones 

para que los marinos puedan examinar y comprender las cláusulas de su contrato de enrolamiento (artículo 3, 

párrafos 1 y 4); iii) exigir que el contrato de enrolamiento indique claramente los derechos y obligaciones de 

ambas partes y comprenda datos fundamentales tales como el salario percibido, las vacaciones anuales o el 

derecho a poner fin a la contratación (artículo 6, párrafos 2 y 3); iv) permitir a ambas partes dar por terminado 

un contrato de enrolamiento por duración indeterminada en un puerto de carga o de descarga del buque, a 

condición de que se observe el plazo de aviso convenido (artículo 9, párrafo 1); v) determinar las circunstancias 

en las que la gente de mar podrá solicitar su desembarco inmediato (artículo 12), y vi) asegurar al marino el 

derecho de obtener del capitán un certificado separado que califique la calidad de su trabajo o que, por lo menos 

indique si ha satisfecho totalmente las obligaciones de su contrato (artículo 14, párrafo 2). 

La Comisión toma nota de que, en su memoria, el Gobierno se refiere a la Ley Orgánica del Trabajo, los 

Trabajadores y las Trabajadoras (LOTTT), de 30 de abril de 2012, la cual incluye, en el Título IV sobre las 

modalidades especiales de condiciones de trabajo, una sección especial relativa al trabajo en la navegación 

marítima, fluvial y lacustre. La Comisión toma nota, en particular, del artículo 246 de la LOTTT, el cual prevé 

que, cuando el contrato de trabajo no se celebre por escrito, para que se entre a prestar servicio en un buque bastará 

la inclusión del trabajador o de la trabajadora en el rol de tripulantes del buque, o el simple aprovechamiento de 

sus servicios. A este respecto, la Comisión recuerda que el artículo 3, párrafo 1, del Convenio, establece que el 

contrato de enrolamiento debe celebrarse por escrito y ser firmado por el armador y por la gente de mar. Además, 

el artículo 246 de la LOTTT establece algunas cláusulas obligatorias que tienen que ser incorporadas al contrato 

las que, sin embargo, no incluyen los datos previstos en el artículo 6 del Convenio. 

La Comisión toma nota asimismo del artículo 247 de la LOTTT relativo al contrato por viaje, según el cual dicho 

contrato abarcará el tiempo comprendido desde la contratación del trabajador o de la trabajadora hasta la 

conclusión de las operaciones del buque en el puerto que se convenga. No obstante, el mismo artículo de la LOTTT 

establece que, cuando no se haya determinado el puerto al que deba restituirse el trabajador o la trabajadora, se 

tendrá preestablecido el del lugar donde se efectúa el contrato de trabajo. A este respecto, la Comisión recuerda 

que, en virtud de los párrafos 3 y 10, b), del artículo 6 del Convenio, un contrato celebrado por un viaje tiene que 

indicar obligatoriamente su terminación y más específicamente: i) el puerto de destino, y ii) el tiempo que deberá 

transcurrir después de la llegada para que el interesado pueda ser licenciado. La Comisión toma nota asimismo 

del artículo 267 de la misma ley, que prevé que las normas que rigen las relaciones laborales de los trabajadores 

y trabajadoras de transporte marítimo, fluvial o lacustre serán establecidas en una ley especial. La Comisión 

observa sin embargo que al parecer dicha ley especial no ha sido adoptada todavía. La Comisión observa, en 

consecuencia, que la legislación nacional no da efectivo cumplimiento a la totalidad de las disposiciones del 

Convenio. Al tiempo que recuerda la importancia para los marinos de la protección prevista en el Convenio, la 

Comisión insta una vez más al Gobierno a que adopte sin demora las medidas necesarias para dar aplicación 

a sus disposiciones. 
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C098 - Observación (CEACR) - Adopción: 2015, Publicación: 105ª reunión CIT (2016) 

La Comisión toma nota de las observaciones relativas a la aplicación del Convenio de la Confederación Sindical 

Internacional (CSI) (recibidas el 1.º de septiembre de 2014), de la Unión Nacional de Trabajadores de Venezuela 

(UNETE) (recibidas el 1.º de septiembre de 2013, 24 de septiembre de 2014 y 2 de octubre de 2015), de la 

Confederación de Trabajadores de Venezuela (CTV) (recibidas el 1.º de septiembre de 2015) y de la Alianza 

Sindical Independiente (ASI) (recibidas el 30 de agosto de 2014). La Comisión toma nota de la memoria del 

Gobierno y de sus respuestas a las observaciones de UNETE y de la CTV de 2013. 

Artículos 1 y 2 del Convenio. Protección contra los actos de discriminación e injerencia antisindical. La Comisión 

había tomado nota de la adopción de la nueva Ley Orgánica del Trabajo, las Trabajadoras y los Trabajadores 

(LOTTT) (ley núm. 6076 de fecha 7 de mayo de 2012) y estimó que contenía disposiciones que protegen 

ampliamente a los trabajadores contra actos de discriminación y de injerencia antisindical con sanciones 

suficientemente disuasorias. La Comisión toma nota con preocupación de los alegatos de varias organizaciones 

sindicales relativos a numerosos dirigentes sindicales o sindicalistas despedidos o en proceso de despido en 

diferentes sectores, así como otras medidas perjudiciales. La Comisión toma nota de que el Gobierno señala que 

para el despido hace falta seguir procedimientos judiciales y que la inamovilidad legal puede revertirse en caso 

de justa causa. Teniendo en cuenta el elevado número de despidos y otras medidas perjudiciales alegadas que 

afectarían a sindicalistas, la Comisión pide al Gobierno que envíe informaciones al respecto, así como que se 

inicie un diálogo tripartito con las organizaciones de trabajadores y de empleadores más representativas sobre 

la efectividad en la práctica de la protección legal contra los actos de discriminación antisindical y que facilite 

informaciones sobre su resultado. 

Artículo 4. Negociación libre y voluntaria. La Comisión observa que el artículo 449 de la LOTTT dispone que 

«la discusión de un proyecto de negociación colectiva se realizará en presencia de un funcionario o una funcionaria 

del trabajo, quien presidirá las reuniones». La Comisión toma nota de las declaraciones del Gobierno según las 

cuales: i) esta disposición ya figuraba en la legislación anterior, la cual no fue cuestionada; ii) la presencia del 

inspector se realiza como mediador entre las partes y garante de las normas mínimas laborales, y iii) esa 

disposición permitiría a las partes realizar reuniones y acordar las negociaciones sin la presencia de un funcionario. 

La CSI por su parte critica el artículo 449 de la LOTTT. La Comisión considera que la presencia de funcionarios 

en la discusión de proyectos de negociación colectiva da lugar a injerencias en las negociaciones entre las partes 

y es en consecuencia contraria a los principios de negociación libre y voluntaria y de autonomía de las partes. La 

Comisión destaca una vez más la importancia de que se modifique esta disposición para ponerla en plena 

conformidad con los principios mencionados y pide al Gobierno que indique las medidas tomadas o previstas 

a este respecto. 

Además, la Comisión toma nota de que el artículo 450 relativo al depósito de la convención colectiva dispone que 

«el inspector o la inspectora del trabajo verificará su conformidad con las normas de orden público que rigen la 

materia, a efecto de impartir la homologación». Asimismo, el artículo 451 relativo a la obtención de homologación 

dispone que «si el inspector o la inspectora del trabajo lo estimare procedente, en lugar de la homologación, podrá 

indicar a las partes las observaciones y recomendaciones que procedan, las cuales deberán ser subsanadas dentro 

de los quince días hábiles siguientes». La Comisión recuerda que de manera general subordinar la entrada en vigor 

de los convenios colectivos suscritos por las partes a su homologación por las autoridades es contrario a los 

principios de la negociación colectiva establecidos en el Convenio núm. 98. La Comisión considera que las 

disposiciones de esta índole son compatibles con el Convenio a condición de que el rechazo de la aprobación se 

limite a aquellos casos en que el convenio colectivo presente vicios de forma o no se ajuste a las normas mínimas 

establecidas por la legislación del trabajo. La Comisión observa que mientras que el Gobierno declara en su 

memoria que la noción de «orden público» en materia de homologación de convenios colectivos se limita a los 

casos señalados por la Comisión, la CSI critica los artículos 450 y 451 de la LOTTT. La Comisión observa 

asimismo que la organización sindical UNETE declara que la figura de la homologación de la convención 

colectiva es un enorme problema para el movimiento sindical porque el Ministerio de Trabajo administra esa 

facultad, contraria al Convenio a su antojo; especialmente en las negociaciones en la administración pública; en 

particular detiene indefinidamente y demora las convenciones colectivas ya convenidas por las partes, al no 

acordar la homologación; y la utiliza, inclusive, para presionar a los trabajadores a aceptar condiciones inferiores 

a las ya convenidas. La Comisión toma nota de que muchos casos de retraso en la homologación de convenios 

colectivos ya han sido resueltos. La Comisión pide al Gobierno que someta al diálogo tripartito la cuestión de 

la aplicación en la práctica de los artículos 450 y 451 de la LOTTT con miras a encontrar soluciones en las 

cuestiones planteadas y que informe al respecto. 
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Por otra parte, la Comisión toma nota de que el artículo 465 relativo a la mediación y al arbitraje dispone, para la 

negociación por rama de actividad, que «si no fuera posible la conciliación, el funcionario o funcionaria del 

trabajo, a solicitud de las partes o de oficio, someterá el conflicto a arbitraje, a menos que las organizaciones 

sindicales participantes manifiesten su propósito de ejercer el derecho de huelga». Asimismo, la Comisión toma 

nota de que el artículo 493 dispone que «en caso que un conflicto sea sometido a arbitraje, se procederá a la 

constitución de una junta de arbitraje, formada por tres miembros: uno será escogido por los patronos de una terna 

presentada por los trabajadores; otro será escogido por los trabajadores de una terna presentada por los patronos, 

y el tercero será escogido por mutuo acuerdo; en caso que no hubiese acuerdo para la designación en el término 

de cinco días continuos, el inspector del trabajo designará a los representantes», lo cual a juicio del Gobierno 

garantiza una integración de la junta de arbitraje con plena confianza de las partes. La Comisión toma nota de las 

declaraciones del Gobierno según las cuales el arbitraje de oficio por la autoridad laboral existía en la anterior 

legislación y que dicho arbitraje sólo es posible cuando no fuera posible la conciliación entre las partes y no se ha 

solicitado la huelga; el Gobierno añade que en aras de garantizar la negociación libre y voluntaria de las partes, 

ha adoptado como criterio aplicar el arbitraje de oficio sólo por vía excepcional, en aquellos casos donde la huelga 

por su extensión, duración o por otras circunstancias graves que pongan en peligro inmediato la vida o la seguridad 

de la población o de una parte de ella, todo ello en perfecta consonancia con los fines constitucionales esenciales 

del Estado venezolano. La Comisión recuerda que el arbitraje ordenado por las autoridades sólo es aceptable en 

relación con funcionarios públicos adscritos a la administración del Estado (artículo 6 del Convenio), servicios 

esenciales en el sentido estricto del término y crisis nacionales agudas, y estima que la designación de los 

integrantes de la junta de arbitraje por el inspector del trabajo no garantiza la confianza de las partes en la junta 

establecida. La Comisión observa que los criterios mencionados por el Gobierno, incluido el de la 

excepcionalidad del arbitraje obligatorio coinciden en gran parte con los principios antes mencionados pero 

estima que las declaraciones del Gobierno deberían plasmarse en un texto oficial (por ejemplo, un reglamento 

o una circular). La Comisión pide al Gobierno que en consulta con las organizaciones de trabajadores y de 

empleadores más representativas tome medidas para la elaboración de un texto oficial a efectos de suprimir el 

arbitraje de oficio por las autoridades (salvo en los casos mencionados) y para garantizar una integración de 

la junta de arbitraje que cuente con la confianza de las partes. 

Aplicación del Convenio en la práctica. La Comisión recuerda que pidió al Gobierno informaciones estadísticas 

acerca de las convenciones colectivas vigentes. La Comisión toma nota de que el Gobierno informa que en 2013 

se firmaron 448 convenciones colectivas (amparando a 1 153 587 trabajadores), 499 en 2014 (amparando a 

266 670 trabajadores), y 104 entre enero y julio de 2015 (amparando a 28 771 trabajadores). El Gobierno rechaza 

un alegato de la CTV de 2012 según el cual desde hace tres años la gran mayoría de convenciones colectivas en 

el sector público se encontraban vencidas en aplicación de la mora electoral (retraso electoral de la junta directiva 

sindical) y declara al respecto que en las últimos tres años se han homologado 120 contratos colectivos en el sector 

público, así como que en los casos de mora electoral que impiden a las juntas directivas negociar siguen vigentes 

las cláusulas de las convenciones colectivas anteriores. El Comité observa con preocupación que en sus 

observaciones sobre la aplicación del Convenio varias organizaciones se han quejado de la intervención del 

Consejo Nacional Electoral en las elecciones sindicales (punto tratado en la observación de la Comisión sobre la 

aplicación del Convenio sobre la libertad sindical y la protección del derecho de sindicación, 1948 (núm. 87)) y 

que en cierto número de casos esta intervención (o no intervención) ha impedido el ejercicio de la negociación 

colectiva (según el Gobierno esta situación no afecta al 90 por ciento de las organizaciones). La Comisión pide 

al Gobierno que promueva una mesa de diálogo con las organizaciones sindicales más representativas a efectos 

de poner término a estas restricciones al derecho de negociación colectiva derivadas de la decisión de mora 

electoral por parte de las autoridades. 

La Comisión toma nota de las conclusiones y recomendaciones del Comité de Libertad Sindical en relación con 

los casos núms. 3016 y 3082 examinados respectivamente en las reuniones de dicho Comité de marzo de 2014 y 

junio de 2015, conclusiones que conciernen varios aspectos de la aplicación del Convenio mencionadas en la 

presente observación. 

Por otra parte, la Comisión toma nota con preocupación de los alegatos de la CSI, UNETE, CTV y ASI relativos 

al incumplimiento de los convenios colectivos vigentes que, según UNETE, son sistemáticos por parte del 

Gobierno en el sector público; varias organizaciones ponen de relieve el incumplimiento de numerosas cláusulas 

del convenio colectivo de la principal empresa petrolera del país (un 80 por ciento de las cláusulas según la CSI) 

y en la industria químico farmacéutica; UNETE indica que no se ha podido iniciar la negociación del V Contrato 

Marco de la Administración Pública a pesar de que el proyecto fue entregado en 2008. Las organizaciones 

sindicales destacan además retrasos excesivos y dilaciones atribuibles a las autoridades en los procesos de 

negociación colectiva y ASI y la CTV se refieren a casos de negociación con sindicatos minoritarios u oficialistas. 

La Comisión toma nota de que el Gobierno declara que muchos casos de retraso en la negociación ya han sido 
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resueltos. La Comisión pide al Gobierno que inicie un diálogo tripartito con las organizaciones de trabajadores 

y de empleadores más representativas sobre estas cuestiones y en particular las relativas a retrasos excesivos 

en la negociación colectiva y al incumplimiento de los convenios colectivos y la falta de agilidad de los 

procedimientos administrativos en caso de incumplimiento. La Comisión pide al Gobierno que proporcione 

información al respecto. 

 

C150 - Solicitud directa (CEACR) - Adopción: 2015, Publicación: 105ª reunión CIT (2016) 

La Comisión toma nota de las observaciones formuladas por la Confederación de Trabajadores de Venezuela 

(CTV) recibidas el 1.º de septiembre de 2015, en las que alega que no se cumple lo establecido en los artículos 2, 

4 y 5 del Convenio respecto de la participación de las organizaciones de empleadores y trabajadores en la 

formulación de la grandes políticas laborales a implementar por los órganos de la administración laboral, así como 

el incumplimiento del artículo 7 en lo que se refiere a la mejora de las condiciones de trabajo de la mano de obra 

ocupada en el sector no estructurado. 

La Comisión toma nota además de las observaciones formuladas por la Unión Nacional de Trabajadores de 

Venezuela (UNETE) recibidas el 2 de octubre de 2015. La Comisión pide al Gobierno que transmita sus 

comentarios respecto de las observaciones de la CTV y la UNETE. 

Artículo 3. Actividades de la política laboral que se regulan mediante negociaciones. La Comisión toma nota de 

que el Gobierno indica en su memoria que todas las actividades de la política laboral que se regulan mediante 

negociaciones con las organizaciones de empleadores y de trabajadores son las contenidas en las convenciones 

colectivas. La Comisión pide al Gobierno que precise los aspectos de la política laboral nacional que se 

consideran como parte de las cuestiones que se regulan mediante negociaciones directas entre las 

organizaciones de empleadores y de trabajadores. 

Artículo 4. Organización y funcionamiento eficaz del sistema de administración del trabajo. La Comisión toma 

nota de la indicación del Gobierno, según la cual la adopción de la Ley Orgánica del Trabajo, de los Trabajadores 

y las Trabajadoras, en 2012, implicó la refundación del ministerio con competencia en materia de trabajo y 

seguridad social, cuya denominación pasó a ser Ministerio del Poder Popular para el Proceso Social de Trabajo 

(MPPPST). La Comisión pide al Gobierno que precise qué repercusiones ha tenido esta refundación a la luz 

del objetivo que persigue el Convenio. 

Aplicación en la práctica. La Comisión pide al Gobierno que comunique extractos de los informes y demás 

informaciones periódicas que presentan los servicios principales de la administración del trabajo. 

 

 

Adoptado por la CEACR en 2014 

C013 - Respuestas a las cuestiones planteadas en una solicitud directa que no dan lugar a 

comentarios adicionales (CEACR) - Adopción: 2014, Publicación: ª reunión CIT () 

C120 - Respuestas a las cuestiones planteadas en una solicitud directa que no dan lugar a 

comentarios adicionales (CEACR) - Adopción: 2014, Publicación: ª reunión CIT () 

C127 - Solicitud directa (CEACR) - Adopción: 2014, Publicación: 104ª reunión CIT (2015) 

Artículo 3 del Convenio. Límite del peso máximo de la carga transportada manualmente por un trabajador. 

Artículo 7. Empleo de mujeres y jóvenes trabajadores en el transporte manual de carga. Desde hace muchos años 

la Comisión ha venido solicitando al Gobierno que adopte las medidas necesarias para modificar el artículo 223 

del reglamento de condiciones de higiene y seguridad en el trabajo, de 1973, que prescribe un límite de 20 kilos 

para el transporte manual por parte de mujeres. La Comisión observa, sin embargo, que el Gobierno no comunica 

información alguna sobre la revisión del límite de peso admisible para las cargas transportadas manualmente por 

mujeres, ni sobre los criterios utilizados para establecer y revisar esta norma. La Comisión toma nota de que según 

la memoria, el Gobierno declara haber elaborado, a través del Instituto Nacional de Prevención y Salud y 

Seguridad Laborales (INAPSEL), un proyecto de norma técnica titulado: Control en la manipulación, 
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levantamiento y traslado manual de cargas (CMLTMC). En este respecto, el Gobierno manifiesta que dicho 

proyecto ha sido llevado a consulta y audiencia públicas a nivel nacional, y que ha sido aceptado por el Despacho 

Ministerial de adscripción del INAPSEL, por lo que actualmente se encuentra a la espera de su publicación en 

la Gaceta Oficial de la República Bolivariana de Venezuela para su entrada en vigor. Asimismo, la Comisión 

toma nota de que según el Gobierno la norma técnica en cuestión establece criterios, pautas y procedimientos para 

regular la manipulación, levantamiento y traslado manual de cargas con pesos mayores a 3 kilos. La Comisión 

pide al Gobierno que le facilite una copia de la norma técnica, y de toda otra legislación que regule el peso 

máximo, y que indique si esa norma u otra ha modificado o derogado el artículo 223 del reglamento referido. 

Artículo 5. Formación de trabajadores empleados en el transporte manual de cargas, respecto de los métodos de 

trabajo que deba utilizar. La Comisión toma nota que según la memoria, en el proyecto de norma técnica 

CMLTMC se establece el deber de los empleadores de garantizar que los trabajadores reciban formación e 

información teórica y práctica sobre el manejo seguro de cargas, así como el deber de implementar y ejecutar 

programas educativos de pausas activas de trabajo, con la participación activa y protagónica de los trabajadores 

que manipulan cargas, tomando en cuenta, entre otras cosas, las características y el tipo de carga, frecuencia y 

zonas de manipulación. Asimismo, el Gobierno manifiesta que el contenido de los planes de formación debe 

derivarse del análisis detallado de los procesos de trabajo. La Comisión solicita nuevamente al Gobierno que 

proporcione material que ilustre la formación a los trabajadores empleados en el transporte manual de cargas, 

como por ejemplo, manuales o material didáctico utilizados. 

Aplicación del Convenio en la práctica. La Comisión toma nota de las informaciones proporcionadas por el 

Gobierno respecto de los trastornos músculo esqueléticos en relación con el período comprendido entre 2009 y 

2014, durante el cual se registró en INPSAEL un total de 13 162 enfermedades ocupacionales por trastornos 

osteomusculares, de las cuales el 69,7 por ciento se originaron en la actividad económica manufacturera. A este 

respecto, la Comisión toma nota de que el Gobierno manifiesta que no es posible determinar cuáles de tales 

enfermedades ocupacionales se debe a la manipulación de cargas. En ese sentido, añade el Gobierno, el INPSAEL 

se encuentra trabajando en la revisión y actualización de clasificadores que permitan discriminar entre las 

enfermedades debidas a la manipulación de cargas y enfermedades que tienen otra causa. Asimismo, la Comisión 

toma nota del cuadro que figura en la memoria del Gobierno, en el que se desglosan las enfermedades 

osteomusculares de las industrias manufactureras según la patología de que se trate. La Comisión solicita al 

Gobierno que proporcione toda información pertinente sobre la elaboración de los nuevos clasificadores que 

permitan establecer cuáles de las enfermedades informadas son causadas por la manipulación de cargas, y que 

continúe proporcionando informaciones sobre la aplicación del Convenio en la práctica. 

 

C139 - Solicitud directa (CEACR) - Adopción: 2014, Publicación: 104ª reunión CIT (2015) 

Artículo 1 del Convenio. Obligación de determinar periódicamente las sustancias y agentes cancerígenos a los 

que la exposición en el trabajo estará prohibida, o sujeta a autorización o control. En sus comentarios anteriores, 

la Comisión tomó nota de que, según el Gobierno, el Instituto Nacional de Prevención, Salud y Seguridad 

Laborales (INPSASEL) está utilizando la lista de sustancias cancerígenas de la Agencia Internacional de 

Investigación del Cáncer certificada a nivel internacional, así como las listas de sustancias peligrosas emitidas por 

la OIT. La Comisión solicitó al Gobierno informaciones sobre la legislación correspondiente y su aplicación. La 

Comisión toma nota de que el Gobierno informa que la ley aplicable en la materia es la Ley de Sustancias, 

Materiales y Desechos Peligrosos, de 2001. La Comisión hace notar al Gobierno que dicha ley no tiene relación 

con la lista a que se refiere el presente artículo. El Gobierno también indica que actualmente se tiene una línea de 

investigación de cáncer profesional orientada a recabar datos epidemiológicos de las empresas e instituciones del 

país que manejen sustancias cancerígenas. La Comisión nota que esa información tampoco tiene relación con la 

lista de que trata este artículo del Convenio. La Comisión pide al Gobierno que proporcione las informaciones 

siguientes: 1) los artículos de su legislación que remiten a la lista de sustancias cancerígenas del IARC; 2) la 

lista de sustancias efectivamente prohibidas; 3) la lista de sustancias sujetas a autorización o control; 4) la 

manera en que se ejerce dicha autorización o control. Sírvase asimismo indicar la manera en que se revisa 

periódicamente esta lista y la fecha de la última revisión. 

Artículo 2, párrafo 1. Sustitución y niveles de exposición. En su solicitud directa de 2011, la Comisión había 

tomado nota de que el Gobierno indicó que el INPSASEL estaba desarrollando la matriz de exposición a sustancias 

cancerígenas según el listado de la Agencia Internacional de Investigación del Cáncer siguiendo la metodología 

del banco de datos de exposición laboral a sustancias cancerígenas (CAREX). Sin embargo, el Gobierno informa 

que en 2013 se culminó la elaboración de la matriz de exposición laboral (MEL) para distintas sustancias, y que 

actualmente, se está elaborando la MEL para sustancias cancerígenas. La Comisión solicita nuevamente al 



50 
 

Gobierno que comunique informaciones sobre los progresos en la elaboración de dicha matriz de exposición 

a sustancias cancerígenas. 

Artículo 6. Medidas, organismos y servicios de inspección apropiados. La Comisión había tomado nota de que, 

según la memoria recibida en agosto de 2010, se había inaugurado la primera fiscalía con competencia en materia 

de Salud y Seguridad laboral a nivel nacional y que ello suponía el fortalecimiento de las acciones tendientes a 

velar por el efectivo cumplimiento del Convenio. Asimismo, la Comisión toma nota de que el Gobierno informa 

acerca de la creación de una segunda fiscalía, la Fiscalía Sexagésima Octava. Sin embargo, la Comisión advierte 

que el Gobierno no suministra información alguna sobre las actividades desplegadas por dichas fiscalías ni 

tampoco por los organismos encargados de la inspección en materia de seguridad y salud en el trabajo. La 

Comisión solicita al Gobierno que proporcione informaciones sobre las tareas desarrolladas por ambas 

fiscalías y los organismos encargados de la inspección de la seguridad y salud en el trabajo en relación con el 

presente Convenio. 

La Comisión toma nota que las informaciones proporcionadas por el Gobierno en su memoria no contienen nueva 

información ni respuestas específicas a las demás cuestiones planteadas en su solicitud directa anterior. Por lo 

tanto, la Comisión se ve obligada a reiterar las partes pertinentes de dicha solicitud directa, redactada como sigue: 

Sustitución del asbesto. Desde 1998, en que la Comisión tomó nota de que se había sustituido el asbesto en la 

empresa Petróleos de Venezuela, S.A. (PDVSA), la Comisión ha venido solicitando al Gobierno copia de la 

Norma pertinente. Esta cuestión tiene relación con el artículo 3 del Convenio sobre medidas que deben tomarse 

para proteger a los trabajadores durante la manipulación del asbesto pero no con el artículo 2 del Convenio que 

trata de su sustitución por otros materiales. Dado que los Protocolos proporcionados por el Gobierno no se 

refieren a la sustitución, la Comisión deseando clarificar esta cuestión, solicita al Gobierno que se sirva 

informar si en la actualidad está en vigor un reglamento que ordena la sustitución del asbesto por parte de 

PDVSA o no. La Comisión solicita asimismo al Gobierno que se sirva indicar si se ha sustituido el asbesto en 

algún sector y que proporcione informaciones sobre otras sustancias y agentes cancerígenos que hayan sido o 

estén de vías de sustitución. 

Artículo 2, párrafo 2. Reducción al mínimo compatible con la seguridad de los trabajadores del nivel de exposición 

a radiaciones ionizantes. Con relación a sus comentarios anteriores la Comisión toma nota de la Norma núm. 3496 

de 1999 de la Convención Venezolana de Normas Industriales (COVENIN), y toma nota asimismo de que la 

memoria se refiere a la Norma COVENIN 2259, de 1995. Ahora bien, no resulta claro cuál de estas normas es 

aplicable. Además, la Comisión nota que ambas normas establecen, con relación a las mujeres embarazadas, que 

durante el período comprendido desde la concepción hasta el nacimiento se debe garantizar que la dosis recibida 

por el embrión/feto, no exceda de 5 mSv. Al respecto, la Comisión de Expertos, en su Observación General de 

1992 sobre el Convenio sobre la protección contra las radiaciones, 1960 (núm. 115) indica en el párrafo 13 de la 

Observación que los métodos de protección en el trabajo para las mujeres en condiciones de procrear deberían 

prever una norma de protección para todo hijo en gestación ampliamente comparable a la que se proporciona a 

los miembros del público, el cual no debe exponerse a más de 1 mSv por año. Al tiempo que nota que el Gobierno 

desarrolla numerosas actividades en materia de protección radiológica, nota asimismo que el límite mencionado 

para mujeres embarazadas no parece adecuarse a estas indicaciones. Teniendo en cuenta que el nivel de 

exposición máximo permisible es una cuestión de carácter evolutivo, tal como lo señala el Gobierno en la 

información proporcionada, la Comisión solicita al Gobierno que haga lo posible por adoptar normas más 

estrictas de protección respecto del hijo en gestación y que proporcione los límites en vigor al tiempo de su 

próxima memoria con relación a las diferentes categorías de trabajadores, incluidas las mujeres en edad de 

gestación. 

Artículo 3. Medidas de protección de los trabajadores contra los riesgos de exposición a las sustancias y agentes 

cancerígenos. La Comisión toma nota de que el Programa de Radiofísica Sanitaria al que se refirió en sus 

comentarios anteriores ya no está en funcionamiento. Toma nota también de que el Ministerio del Poder Popular 

para la Salud incluyó recientemente en su estructura a la Dirección de Salud Radiológica que cuenta con dos 

coordinaciones Nacionales: 1) la Coordinación de Regulación y Control de las Radiaciones y la Coordinación de 

Protección e Higiene de las Radiaciones. Sírvase proporcionar informaciones sobre las medidas de protección 

referidas a los riesgos de exposición a otras sustancias y agentes cancerígenos. 

Artículo 5. Medidas para asegurar que se proporcionan a los trabajadores los exámenes médicos. Con relación a 

sus comentarios anteriores, la Comisión toma nota de que según la memoria, cada centro de trabajo tiene un 

programa de vigilancia de la salud de acuerdo con lo exigido con la Ley Orgánica de Prevención, Condiciones y 

Medio Ambiente de Trabajo (LOPCYMAT) y su reglamento. La Comisión toma nota asimismo de que este 
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Reglamento establece la realización de exámenes y que se consideran exámenes de salud periódicos, entre otros, 

el examen preempleo, prevacacional, postvacacional, de egreso y aquellos pertinentes a la exposición de los 

factores de riesgo. Toma nota asimismo que los servicios de salud llevarán un registro de las historias de salud 

hasta diez años después de la terminación de la relación de trabajo y que posteriormente quedarán bajo la custodia 

del Instituto Nacional de Prevención, Salud y Seguridad Laborales. Sírvase proporcionar informaciones sobre 

los factores de riesgo que se consideran para la determinación de los exámenes pertinentes a la exposición a 

los factores de riesgo a que se refiere el artículo 27, último párrafo, del reglamento a la Ley Orgánica de 

Prevención, Condiciones y Medio Ambiente de Trabajo. Asimismo, teniendo en cuenta que el artículo 22 del 

reglamento establece la creación de servicios de salud a partir de 50 trabajadores, sírvase informar sobre las 

medidas para aplicar el presente artículo del Convenio a los trabajadores de empresas y que trabajen con 

substancias y agentes cancerígenos. 

Aplicación del Convenio en la práctica. Con relación a sus comentarios anteriores, la Comisión toma nota de las 

informaciones proporcionadas por el Gobierno con relación a los protocolos aplicables para controlar el Índice de 

Seguridad Radiológica Ocupacional y del Público, que la población protegida por un programa de vigilancia 

radiológica es de aproximadamente 3 500 personas en el sector industrial y de 90 en el área de investigaciones, y 

que no se tiene evidencia de enfermedades ocupacionales con relación a las radiaciones. Sírvase proporcionar 

informaciones sobre la aplicación en la práctica del Convenio con relación a otros sectores cubiertos, como 

por ejemplo a los trabajadores expuestos al benceno y al asbesto. 

 

C153 - Solicitud directa (CEACR) - Adopción: 2014, Publicación: 104ª reunión CIT (2015) 

Artículo 1, 1), del Convenio. Legislación aplicable al transporte internacional. La Comisión toma nota de la 

adopción de la Ley Orgánica del Trabajo, los Trabajadores y las Trabajadoras (LOTTT), de 30 de abril de 2012, 

así como del Reglamento Parcial de la Ley Orgánica del Trabajo (RPLOTTT), de 30 de abril de 2013. La Comisión 

toma nota asimismo de que el artículo 240 de la LOTTT reproduce en esencia la ley orgánica del trabajo anterior, 

especificando, en el caso de los trabajadores del transporte, que la jornada de trabajo se establecerá 

preferentemente en la convención colectiva o por resoluciones ministeriales. A este respecto, la Comisión toma 

nota de la indicación del Gobierno, según la cual, en el caso de aquellos trabajadores del transporte que no tengan 

una convención colectiva u otra resolución que establezca sus condiciones laborales, el título IV, capítulo VI de 

la LOTTT, estipula que se aplicarán las disposiciones pertinentes de la LOTTT, su reglamento y la ley sobre el 

transporte terrestre. En virtud del artículo 175 de la LOTTT, cuando la jornada de trabajo se establezca mediante 

convención colectiva, esas horas pueden exceder de los límites diarios y semanales que están contenidos, por lo 

demás, en la ley, sólo a condición de que: 1) esas horas no excedan de 11 horas de trabajo diarias, con un tiempo 

de descanso que esté de conformidad con los artículos 168-170 (previendo, entre otras cosas, un mínimo de una 

hora de descanso por cada cinco horas de trabajo continuo); 2) se garanticen dos días de descanso continuos por 

cada siete días de trabajo, y 3) el total de horas trabajadas en un lapso de ocho semanas, no exceda de 40 horas. 

La Comisión toma nota asimismo de la indicación del Gobierno, según la cual el Reglamento de la Ley de 

Transporte Terrestre, de 1998, sigue regulando la jornada de trabajo para los conductores, con arreglo al cual la 

duración del trabajo se fija en ocho horas de trabajo continuo, con un período de descanso de media hora por cada 

tres horas de conducción. 

Al tiempo que toma nota de esta información, la Comisión recuerda su comentario anterior, en el que se señalaba 

que el alcance de la legislación aplicable se limita expresamente al territorio nacional. En ese sentido, la legislación 

no parece regular las condiciones laborales de trabajadores del transporte tales como los conductores de largo 

recorrido que realizan viajes internacionales. En consecuencia, la Comisión solicita al Gobierno que indique los 

textos legislativos o reglamentarios que rigen las horas de trabajo y los períodos de descanso de los conductores 

que se dedican al transporte internacional. Además, mientras que toma nota de la referencia a las convenciones 

colectivas pertinentes que están establecidas, la Comisión solicita al Gobierno que presente un ejemplar de 

muestra de tales acuerdos, así como cualquier resolución ministerial que pueda haberse adoptado que 

contenga disposiciones específicas sobre la jornada de trabajo de los conductores de transporte. Por último, en 

la medida en que las disposiciones que regulan la jornada de trabajo de los conductores de transporte se 

inscriban, por omisión en ausencia de una convención colectiva, en los artículos 175 y 176 de la LOTTT, la 

Comisión desea señalar a la atención del Gobierno sus comentarios más recientes dirigidos al Gobierno en 

relación con el Convenio sobre las horas de trabajo (industria), 1919 (núm. 1). 
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C155 - Observación (CEACR) - Adopción: 2014, Publicación: 104ª reunión CIT (2015) 

La Comisión toma nota de las observaciones de la Confederación de Trabajadores de Venezuela (CTV), y de las 

observaciones de la Unión Nacional de Trabajadores de Venezuela (UNETE), recibidas el 1.º y el 24 de septiembre 

de 2014 respectivamente. Toma nota asimismo de la respuesta del Gobierno a anteriores observaciones de la 

UNETE y a las observaciones de la CTV de 2014. Asimismo, la Comisión pide al Gobierno que transmita sus 

comentarios respecto de las últimas observaciones formuladas por UNETE. 

Además, la Comisión toma nota de las observaciones de la Organización Internacional de Empleadores (OIE) y 

de la Federación de Cámaras y Asociaciones de Comercio y Producción de Venezuela (FEDECAMARAS), 

recibidas el 4 de noviembre de 2014. La Comisión pide al Gobierno que proporcione sus comentarios al 

respecto. 

Artículos 4 y 8 del Convenio. Formular, poner en práctica y reexaminar periódicamente una política nacional 

coherente en materia de seguridad y salud de los trabajadores y medio ambiente de trabajo, y medidas para dar 

efecto a la política nacional de SST en consulta con las organizaciones más representativas de empleadores y de 

trabajadores interesadas. En sus comentarios anteriores, la Comisión se había referido a un comentario de la CTV 

indicando que el Instituto Nacional de Prevención, Salud y Seguridad Laborales (INPSASEL), opera de manera 

inconsulta con las organizaciones sindicales. La Comisión solicitó al Gobierno que proporcionara informaciones 

sobre el contenido de su política nacional; sobre las consultas mantenidas con las organizaciones más 

representativas de empleadores y de trabajadores interesadas respecto de la formulación, aplicación y evaluación 

de su política nacional y de las medidas a que se refiere el artículo 8 del Convenio, y sobre los resultados de tales 

consultas. La Comisión toma nota de que el Gobierno informa que durante el año 2014 se han realizado mesas 

referidas a la paz y la verdad económica en las que se han discutido ampliamente las condiciones en materia de 

SST; que en esas mesas han participado representantes de las organizaciones más representativas de empleadores 

y de trabajadores y que esas mesas concernían los siguientes sectores: i) sector de la actividad bovina y porcina; 

ii) los sectores de insumos químicos, electrodomésticos y telecomunicaciones; iii) sector textil, y iv) sector 

mecanotextil. El Gobierno añade que se ha realizado consulta pública a sectores de empleadores y trabajadores 

para la aprobación de leyes y normas técnicas. A este respecto, la Comisión toma nota de que el Gobierno no 

proporciona informaciones concretas sobre los temas de SST tratados y sus resultados, ni sobre las leyes o normas 

técnicas tratadas, ni sobre la manera en que las consultas efectuadas dan efecto a estos artículos del Convenio. 

Tampoco indica las organizaciones que participaron en dichas consultas, declarando que fueron consultas 

«públicas». Al respecto, la Comisión reitera a la atención del Gobierno que los artículos 4 y 8 del Convenio se 

refieren a la consulta, acerca de la política nacional y de las medidas para darle efecto, con las organizaciones más 

representativas de empleadores y de trabajadores interesadas. La Comisión subraya que la política nacional 

prevista en este artículo del Convenio, implica un proceso dinámico y cíclico y requiere un reexamen periódico 

para asegurar que la política nacional de SST y las medidas para darle efecto se mantengan constantemente 

actualizadas. La Comisión solicita nuevamente al Gobierno proporcione informaciones: 1) sobre el contenido 

de su política nacional de SST; 2) sobre las consultas mantenidas con las organizaciones más representativas 

de empleadores y de trabajadores interesadas respecto de la formulación, aplicación y evaluación de su política 

nacional a que se refiere el artículo 4, y de la adopción de medidas a que se refiere el artículo 8; 3) sobre los 

resultados de tales consultas y su incidencia en la política nacional de SST y las medidas contempladas por el 

artículo 8; y 4) sobre la periodicidad de tales consultas. La Comisión pide también al Gobierno que informe 

cuáles son las organizaciones más representativas de empleadores y de trabajadores interesadas que 

participaron en tales consultas. Sírvase adjuntar documentación que ilustre las consultas realizadas en 

relación con estos artículos del Convenio. 

Artículo 5, e). Esferas de acción que deberá tener en cuenta la política nacional: protección de los trabajadores y 

de sus representantes contra toda medida disciplinaria resultante de acciones emprendidas justificadamente por 

ellos de acuerdo con la política a que se refiere el artículo 4 del presente Convenio. En sus comentarios anteriores, 

la Comisión tomó nota de una comunicación de la Alianza Sindical Independiente (ASI), alegando el despido de 

delegados de prevención y tomó nota de que según el artículo 44 de la Ley Orgánica de Prevención, Condiciones 

y Medio Ambiente de Trabajo (LOPCYMAT), el delegado o delegada de prevención no podrá ser despedido, 

trasladado o desmejorado en sus condiciones de trabajo, a partir del momento de su elección y hasta tres meses 

después de vencido el término para el cual fue elegido o elegida, sin justa causa previamente calificada por el 

inspector del trabajo, en concordancia con la Ley Orgánica del Trabajo. La Comisión solicitó informaciones sobre 

los casos alegados de despido de delegados de prevención y sobre lo que la legislación considera «justa causa» en 

el contexto del artículo 44 referido. La Comisión toma nota de que el Gobierno informa que el artículo 79 de la 

Ley Orgánica del Trabajo, los Trabajadores y las Trabajadoras (LOTTT), contiene una lista de los hechos que se 
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consideran «causa justificada de despido». El Gobierno informa además que en los casos en que un empleador 

pretenda despedir por causa justificada a un trabajador investido de fuero sindical o inamovilidad laboral, 

trasladarlo o modificar sus condiciones laborales, deberá solicitar la correspondiente autorización al inspector del 

trabajo, mediante el procedimiento de calificación de despido previsto en el artículo 422 de la LOTTT. 

La Comisión toma nota que la CTV indica que, en diciembre de 2013 la Inspectoría del Trabajo del estado de 

Falcón, autorizó el despido de PDVSA del Sr. Iván Freites, secretario general del Sindicato Único de Trabajadores 

Petroleros, Petroquímicos, Gasíferos y Conexos del Estado Falcón (SUTPGEF) y Secretario de profesionales y 

técnicos de la Federación Unitaria de Trabajadores del Petróleo, del Gas, sus Similares y Derivados de Venezuela 

(FUTPV). Según la CTV este despido está directamente relacionado con la denuncia que el dirigente realizó, en 

el sentido de que el accidente ocurrido en 2012 en la Refinería de Amuay se debe a falta de mantenimiento durante 

años y al incumplimiento de las normas mínimas de seguridad industrial. Por su parte, el Gobierno indica que el 

accidente se debió a un sabotaje y que el despido del Sr. Freites no guarda relación alguna con problemas de 

seguridad y salud sino que se trata de una calificación de faltas solicitada por la empresa PDVSA. Añade el 

Gobierno que para realizar su despido se respetaron las reglas del debido proceso y el resultado del procedimiento 

fue la calificación de las faltas cometidas por el Sr. Freites como graves. El Gobierno indica que no se tiene noticia 

de que el Sr. Freites hubiera iniciado acción judicial al respecto. La Comisión recuerda que, como lo expresó en 

el párrafo 26 de su Estudio General de 2009, sobre seguridad y salud en el trabajo, «El principio básico conforme 

al cual se debería proteger de las medidas disciplinarias a los trabajadores y sus representantes, de conformidad 

con lo dispuesto en el artículo 5, apartado e), es uno de los principales ámbitos a incluir en la política nacional, 

lo que indica la vital importancia que se concede a este principio». Asimismo, en el párrafo 73 de su Estudio 

General, la Comisión señalo que: «En primer término, el artículo 5, apartado e), no prescribe que debe protegerse 

a los trabajadores y sus representantes respecto de medidas disciplinarias sino que se limita solamente a recordar 

que la política nacional debe brindarles esa protección. En otras palabras, incumbe a los Miembros determinar la 

extensión y las condiciones de esa protección, en consulta con las organizaciones más representativas de 

empleadores y de trabajadores. En segundo término, la protección se ofrece solamente para las acciones 

‘justificadas’ que haya emprendido el trabajador de conformidad con dicha política». En vista de la reiteración 

de este tipo de alegatos por parte de organizaciones de trabajadores, y teniendo en cuenta que la protección de 

los trabajadores y sus representantes establecida por este artículo del Convenio es un tema que debe examinarse 

en el marco de la política nacional, la Comisión espera que el Gobierno examinará esta cuestión y las 

diferencias surgidas de su aplicación en la práctica en el marco de su política nacional, en consulta con las 

organizaciones más representativas de empleadores y de trabajadores interesadas. La Comisión solicita al 

Gobierno que proporcione informaciones a este respecto. 

Artículo 7. Realización de exámenes globales o relativos a determinados sectores a intervalos adecuados. En sus 

comentarios anteriores, la Comisión solicitó al Gobierno que proporcionara informaciones sobre los exámenes 

realizados o en curso relativos a determinados sectores a que se refiere el artículo 7 del Convenio, y sobre el 

funcionamiento y actividades de las comisiones sectoriales de las que había tomado nota previamente. La 

Comisión toma nota de que el Gobierno informa que el INPSASEL ha trabajado con relación a la verificación de 

las condiciones y medioambiente de trabajo de acuerdo a la morbilidad y accidentalidad reportada, formación y 

abordaje preventivo multidisciplinario identificando los procesos peligrosos y generando un plan de trabajo. 

También informa que desde 2008, el instituto pasó a aplicar su política en forma global. La Comisión observa que 

las informaciones proporcionadas son de carácter general y que no le permiten evaluar si los exámenes realizados 

dan efecto a este artículo del Convenio. La Comisión recuerda que en el párrafo 78 de su Estudio General de 2009 

señaló que «La revisión de la política nacional en materia de SST, en virtud del artículo 4 del Convenio se asienta 

y debe estar informada por la revisión de la situación nacional, en virtud del artículo 7. Aunque estos dos procesos 

están vinculados, dicha revisión permite, fundamentalmente, determinar la situación de la SST en los hechos, si 

se compara con la revisión de la política contemplada en el artículo 4 del Convenio». En consecuencia, la 

Comisión solicita al Gobierno que adopte las medidas necesarias para realizar los exámenes previstos en el 

artículo 7 del Convenio con el objetivo de identificar los problemas principales, elaborar medios eficaces de 

resolverlos, definir el orden de prelación de las medidas que haya que tomar, y evaluar los resultados; y que 

proporcione informaciones detalladas concretas sobre el particular, incluyendo documentación al respecto. 

Artículo 11, c). Establecimiento y aplicación de procedimientos para la declaración de accidentes del trabajo y 

enfermedades profesionales. En sus comentarios anteriores, la Comisión se refirió a una comunicación de la ASI 

que indicaba un aumento de accidentes de trabajo y que se calcula que el 90 por ciento de los accidentes de trabajo 

no son declarados. Tomó nota también de un comentario de la UNETE indicando que el INPSASEL está facultado 

legalmente para emitir certificado por enfermedades laborales pero que la ausencia de norma reglamentaria que 

determine el plazo de emisión del certificado, hace que el INPSASEL se demore indefinidamente dejando al 

trabajador en situación de indefensión pues el certificado es indispensable para solicitar indemnización. La 



54 
 

Comisión toma nota de que el Gobierno informa, en cuanto al aumento de los accidentes de trabajo, que se ha 

observado desde 2006 hasta la actualidad un incremento en la declaración de los accidentes de trabajo, lo cual 

refleja el buen funcionamiento de los sistemas de declaración online así como una mayor conciencia colectiva 

basada en los esfuerzos institucionales, por parte de los empleadores y de los trabajadores. La Comisión pide al 

Gobierno que proporcione informaciones legislativas y prácticas sobre el procedimiento para la declaración 

de accidentes de trabajo y enfermedades profesionales, incluyendo los plazos, y sobre el procedimiento y plazos 

para emitir certificados de enfermedad profesional. 

Artículo 11, d). Realización de encuestas cada vez que un accidente del trabajo parezca revelar una situación 

grave. En 2013, la Comisión tomó nota de que la UNETE se refirió a un accidente que tuvo lugar en 2012, cuando 

se produjo una gran explosión en la refinería de Amuay, estado de Falcón, de propiedad de PDVSA, que según la 

UNETE dejó más de 40 personas muertas y de 100 heridos y cientos de familias sin hogar, además de daños 

ambientales inconmensurables. La UNETE declaró en 2013 que a un año del accidente, no se conocen todavía las 

causas que lo produjeron, ni se adoptaron las medidas correctivas para evitar que vuelva a suceder un accidente 

de dichas características. La Comisión toma nota de que el Gobierno indica que dicho accidente se debió a un 

sabotaje. La Comisión solicita al Gobierno que se sirva informar si se realizó una investigación sobre dicho 

accidente y que proporcione informaciones sobre el particular. 

Artículo 11, párrafo e). Publicación anual de informaciones sobre los accidentes del trabajo, los casos de 

enfermedades profesionales y otros. En sus comentarios anteriores, la Comisión se refirió a comunicaciones de la 

ASI y de la CTV indicando un aumento de accidentes de trabajo; que se calcula que el 90 por ciento de los 

accidentes de trabajo no son notificados. Asimismo, la CTV indicó que se registra en el país un incremento de los 

accidentes del trabajo respecto a diez años atrás debido al deterioro del medio ambiente de trabajo y que no existen 

estadísticas confiables. El Gobierno informó que el INPSASEL posee en su página web informaciones sobre 

accidentes del trabajo acaecidos durante el período 2005-2007 y sobre enfermedades profesionales en el período 

2002-2006. Respecto de la actualización de informaciones sobre accidentes del trabajo, la Comisión toma nota de 

que el Gobierno informa que se encuentra en construcción un nuevo sistema automatizado de indicadores en 

materia de SST. La Comisión solicita al Gobierno que informe si publica anualmente informaciones sobre los 

accidentes del trabajo, los casos de enfermedades profesionales y las otras cuestiones a que se refiere este 

artículo del Convenio y que proporcione copia de las últimas estadísticas al respecto. 

La Comisión plantea otras cuestiones en una solicitud dirigida directamente al Gobierno. 

 

C155 - Solicitud directa (CEACR) - Adopción: 2014, Publicación: 104ª reunión CIT (2015) 

Refiriéndose a su observación, la Comisión desea plantear los siguientes puntos adicionales. 

Artículo 6 del Convenio. Funciones y responsabilidades. Artículo 15. Coordinación. En sus comentarios 

anteriores, la Comisión solicitó al Gobierno que indicara si el Consejo Nacional de Seguridad y Salud en el Trabajo 

creado por el artículo 36 de la Ley Orgánica de Prevención, Condiciones y Medio Ambiente de Trabajo 

(LOPCYMAT) está en funcionamiento y que proporcionara informaciones sobre los aspectos y órganos regulados 

en la LOPCYMAT que están funcionando en la práctica, y aquellos que aún no lo están, así como sobre los planes 

del Gobierno para implementar la ley en su totalidad. La Comisión toma nota de que el Gobierno informa que 

están en funcionamiento el Instituto Nacional de Prevención, Salud y Seguridad Laborales (INPSASEL), el 

Instituto Nacional para la Capacitación y Recreación de los Trabajadores (INCRET), la Tesorería de la Seguridad 

Social y el Centro de Información, Documentación y Capacitación (CIDCA). Tomando nota de que el Gobierno 

no proporcionó las informaciones solicitadas respecto del Consejo Nacional de Seguridad y Salud en el 

Trabajo, la Comisión pide nuevamente al Gobierno que se sirva indicar si el Consejo Nacional de Seguridad y 

Salud en el Trabajo está en funcionamiento, su composición y actividades, y sobre los planes del Gobierno 

para implementar la ley en su totalidad. 

Artículo 11, párrafo e). Publicación anual de informaciones sobre los accidentes del trabajo, los casos de 

enfermedades profesionales y otros. En sus comentarios anteriores la Comisión solicitó al Gobierno que indicara 

las tendencias en materia de accidentes del trabajo por sector y las medidas adoptadas o previstas sobre hacerles 

frente, incluyendo la situación en la empresa Petróleos de Venezuela (PDVSA). La Comisión toma nota de que el 

Gobierno informa que los sectores económicos con más accidentes de trabajo son manufactura, comercio y 

servicio, construcción, explotación de minas y canteras, agricultura y servicios sociales y salud y que el 

INPSASEL ha adoptado en cuanto a la verificación de las condiciones y medio ambiente de trabajo de acuerdo a 

la morbilidad y accidentalidad reportada, la organización de cursos de formación y abordaje preventivo 
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multidisciplinario identificando los procesos peligrosos y generando un plan de trabajo correctivo a preventivo. La 

Comisión solicita al Gobierno que informe si la accidentalidad en los sectores mencionados surge de las 

informaciones anuales publicadas en virtud del artículo 11, párrafo e), del Convenio y que facilite 

informaciones estadísticas al respecto. Tomando nota asimismo que no proporcionó las informaciones 

solicitadas sobre PDVSA, la Comisión reitera al Gobierno su pedido de información. 

Otras cuestiones. Artículo 5, a) a d). Esferas que deberá tener en cuenta la política nacional. Artículo 11, a) y b). 

Funciones que deberá cubrir la política nacional. Artículo 12. Obligaciones de las personas que diseñan, fabrican, 

importan, suministran o ceden a cualquier título maquinaria, equipos o sustancias para uso profesional. Tomando 

nota de que el Gobierno en su memoria no proporciona informaciones sobre la aplicación de los artículos 

mencionados, la Comisión solicita al Gobierno que proporcione informaciones al respecto. 

 

C169 - Observación (CEACR) - Adopción: 2014, Publicación: 104ª reunión CIT (2015) 

La Comisión toma nota de la comunicación de la Organización Internacional de Empleadores (OIE) de fecha 1.º 

de septiembre de 2014 y de la respuesta del Gobierno que se remite a las informaciones ya presentadas en la 

memoria recibida en agosto de 2014. 

Artículo 3 del Convenio. Derechos humanos. Observaciones de la Unión Nacional de Trabajadores (UNETE). La 

Comisión toma nota de las observaciones de la UNETE y de la respuesta del Gobierno recibida en octubre de 

2014. En sus observaciones, la UNETE evocó el asesinato del dirigente del pueblo yukpa, el Sr. Sabino Romero, 

el 3 de marzo de 2013. La UNETE también evocó la situación laboral de los pueblos indígenas que habitan en la 

zona del Alto Caura (entre los Estados de Bolívar y Apure). En su respuesta, el Gobierno indica que se han 

perseguido judicialmente a quienes cometieron dicho crimen. Además, el Gobierno impulsa una nueva ley para 

penalizar atentados contra luchadores campesinos. En relación con el Plan Caura, iniciado el 24 de abril de 2014, 

el Gobierno indica que su principal objetivo es detener la minería ilegal en la zona, preservar su diversidad 

biológica y proteger a los pueblos indígenas que se encuentran en el área. La Comisión pide al Gobierno que 

informe sobre el resultado de todos los procesos incoados en relación con el asesinato del Sr. Sabino Romero. 

Sírvase también indicar si se han adoptado nuevas disposiciones para reforzar el respeto de los derechos 

humanos de los pueblos indígenas y luchar contra la minería ilegal. 

Derechos humanos. Denuncia de la Coordinación de Organizaciones Indígenas de Amazonas (COIAM). La 

Alianza Sindical Independiente (ASI) en una comunicación recibida en agosto de 2013, se refirió a una masacre 

de indígenas yanomami en el municipio de Alto Orinoco, estado Amazonas. La Comisión toma nota de que un 

equipo técnico integrado por 28 funcionarios y designado por el Ministerio Público se movilizó por vía aérea, el 

31 de agosto de 2012, para verificar la situación y condiciones de los pueblos indígenas en la selva amazónica. El 

Gobierno declara que luego de haberse reunido con la comunidad de Momoy, otra comunidad de Irotathery y 

demás comunidades de la zona se constató y comprobó que no ocurrió ninguno de los hechos denunciados por la 

COIAM. La Comisión invita al Gobierno a seguir informando sobre las medidas adoptadas para asegurar que 

los derechos humanos de los pueblos indígenas sean respetados y que, en caso de que se denuncien violaciones, 

se realicen las investigaciones correspondientes. 

Artículos 6, 7, 15 y 16. Procedimientos apropiados de consulta y participación. La Comisión toma nota 

con interés de la Ley de Bosques y Gestión Forestal, publicada en agosto de 2013, cuyos artículos 25 y 26 han 

previsto la consulta previa con las comunidades indígenas interesadas. El Gobierno también recuerda los derechos 

reconocidos en materia de consulta y participación en la Ley Orgánica de Pueblos y Comunidades Indígenas. La 

Comisión invita al Gobierno a presentar ejemplos de la manera en que se asegura la consulta y participación 

efectivas de los pueblos indígenas interesados en las medidas y decisiones susceptibles de afectarles 

directamente. 

Artículo 14. Representación indígena. Tierras demarcadas. En respuesta a los comentarios anteriores, el Gobierno 

indica que en cada comunidad de los pueblos indígenas se eligieron a través de asambleas a sus voceros principales 

y suplentes para integrar la comisión de demarcación de hábitat y tierras indígenas, constituyéndose comisiones 

de demarcación tanto a nivel nacional como regional. La Comisión toma nota con interés de que la efectiva 

representación y participación indígena se pone de manifiesto, según indica el Gobierno, al hacerse la primera 

demarcación mediante una «auto-demarcación», es decir, una delimitación territorial elaborada por los propios 

pueblos indígenas plasmando los recursos nemotécnicos de los mapas cognitivos, los cuales son luego certificados 

por el Instituto Geográfico de Venezuela. La Comisión también toma con interés de que, entre 2009 y 2013, se 

han podido consolidar 47 títulos y, entre 2005 y 2013, se otorgaron un total de 87 títulos colectivos. La superficie 
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total titulada representa 2 943 096,55 hectáreas y alrededor de 76 400 indígenas se encuentran en los territorios 

titulados. La Comisión invita al Gobierno a continuar incluyendo informaciones actualizadas sobre los 

procesos de titulación y registro de tierras efectuados por las comisiones de demarcación, las superficies 

tituladas y las comunidades beneficiadas en cada región. 

Conflictos por tierras. La Comisión toma nota de las indicaciones presentadas sobre algunos conflictos que han 

surgido de la evaluación de los informes técnicos para la demarcación de tierras. El Gobierno informa sobre la 

situación en la Faja Petrolífera del Orinoco (FPO) «Hugo Chávez Frías» en relación con 30 comunidades 

indígenas de las cuales 12 pertenecen al pueblo kariña, en los estados Anzoátegui y Bolívar, que, siguiendo un 

procedimiento que duró hasta 2013, recibieron un título de propiedad colectiva. La Comisión recuerda que en las 

observaciones de la Alianza Sindical Independiente (ASI) y la Coordinadora de Organizaciones Indígenas de 

Amazonas (COIAM) recibidas en agosto de 2013 se había mencionado, como el caso más grave, el del pueblo 

Hoti del estado Amazonas que habría visto reducida la superficie de su autodemarcación en un 42,2 por ciento en 

el informe técnico aprobado por la Comisión Regional de Demarcación en agosto de 2012. La Comisión pide al 

Gobierno que responda a la preocupación planteada y que continúe presentando indicaciones sobre la manera 

en que se han solucionado las reivindicaciones de tierras formuladas por los pueblos interesados, dando 

ejemplos de los casos que se han resuelto de conformidad con el Convenio. 

La Comisión plantea otras cuestiones en una solicitud dirigida directamente al Gobierno. 

 

C169 - Solicitud directa (CEACR) - Adopción: 2014, Publicación: 104ª reunión CIT (2015) 

Parte I del Convenio. Política general. Artículo 1. Pueblos cubiertos por el Convenio. La Comisión toma nota de 

que la Misión Identidad permitió, entre 2004 hasta septiembre de 2014, entregar cédulas de identidad a 368 797 

indígenas de diferentes pueblos (de los cuales 294 892 son adultos y 73 095 corresponden a niñas, niños y 

adolescentes). El Gobierno agrega que según el censo de 2011 el país abrita una población indígena de 725 128 

habitantes distribuidos en 58 pueblos. 

Artículos 2 y 33. Acción coordinada y sistemática. La Comisión toma nota de los logros alcanzados entre 2007 y 

2014 por el proyecto de atención integral a la población indígena en condición de extrema vulnerabilidad, por los 

712 proyectos financiados a los Consejos Comunales Indígenas y las viviendas construidas y entregadas a las 

comunidades indígenas entre 2008 y 2014. El Gobierno también indica que se ampliaron las políticas por medio 

de la creación de tres viceministerios en el Despacho del Ministerio para los Pueblos Indígenas. La Comisión 

también toma nota del mandato de la Comisión Permanente de Pueblos Indígenas de la Asamblea Nacional y de 

la Defensoría Delegada Especial de Pueblos Indígenas de la Defensoría del Pueblo. La Comisión invita al 

Gobierno a presentar indicaciones sobre la actividad realizada, en cooperación con los pueblos indígenas, por 

el Ministerio para los Pueblos Indígenas para promover una acción coordinada y sistemática en relación con 

las materias cubiertas por el Convenio. Sírvase también agregar indicaciones sobre las actividades realizadas 

por la Comisión Permanente de Pueblos Indígenas de la Asamblea Nacional y la Defensoría Delegada Especial 

de Pueblos Indígenas en relación con las materias cubiertas por el Convenio. 

Artículo 15. Recursos naturales. El Gobierno se remite a las actividades realizadas por el Ministerio del Medio 

Ambiente para asegurar la participación de los pueblos indígenas en el proceso de toma de decisiones establecido 

en la Ley de Aguas, la Ley de Gestión de la Diversidad Biológica, la Ley Orgánica del Ambiente y la Ley de 

Bosques. La Comisión invita nuevamente al Gobierno a indicar la manera en que se asegura la aplicación del 

Convenio en los casos de conflictos relacionados con la prospección y la explotación de recursos naturales 

existentes en tierras indígenas en el estado Bolívar evocados por la Alianza Sindical Independiente (ASI) y la 

Coordinación de Organizaciones Indígenas de Amazonas (COIAM) en las observaciones de agosto de 2013. 

Sírvase dar ejemplos sobre la manera en que se han aplicado las disposiciones de las leyes mencionadas en 

relación con la consulta previa de las comunidades indígenas interesadas, los estudios de impacto ambiental y 

sociocultural, el pago de indemnizaciones y la percepción de beneficios por parte de las comunidades indígenas 

interesadas. 

Artículo 16. Traslado y reubicación. Situación de las comunidades yukpas. En respuesta al comentario anterior, 

el Gobierno indica que efectivamente el pueblo yukpa se había visto obligado a refugiarse en las altas montañas 

de Perijá (estado Zulia). La Comisión toma nota que, en 2011, se culminó el proceso de demarcación de la 

totalidad del territorio de los pueblos indígenas yukpas y que el Gobierno declara que se le han restituido sus 

territorios ancestrales. 
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Partes III, IV y VII. Condiciones de empleo. Formación profesional, cooperación y contactos a través de las 

fronteras. La Comisión agradece las informaciones transmitidas y espera que el Gobierno seguirá presentando 

informaciones actualizadas sobre las medidas tomadas para garantizar una inspección del trabajo adecuada 

en las zonas donde viven los pueblos indígenas (artículo 20), la participación de los pueblos indígenas en los 

programas de formación profesional (artículos 21 y 22) y los acuerdos internacionales concertados sobre las 

materias cubiertas por el Convenio (artículo 32). 


